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Prólogo 





Los derechos indígenas y su cumplimiento en el territorio indígena de 
Guarayos es un estudio auspiciado por el Programa de Investigacio- 
nes Estratégicas de Bolivia (PIEB) y estuvo a cargo de dos reconocidos 
investigadores: José Martínez y Alicia Tejada. Este trabajo adquiere 
relevancia académica y práctica, dadas las transformaciones estruc- 
turales que experimenta el Estado boliviano, particularmente en lo 
relativo al reconocimiento y efectivización de los derechos colectivos 
de los pueblos indígenas. 


El estudio se presenta como inventario de la legislación relativa a 
derechos de los pueblos indígenas, indaga también acerca del grado 
de conocimiento de esa legislación y su aplicación por las autorida- 
des y la población. Tiene como objeto de estudio a los municipios de 
Ascención de Guarayos, Urubichá y El Puente. Hacemos notar que se 
trata de una población de las más caracterizadas en el Oriente, desde 
el punto de vista del grado de autoidentificación indígena. 


El marco doctrinal de la investigación recoge las tesis de Luhman 
y Bobbio, que identifican al derecho como conducta, institución y 
relaciones sociales e intersubjetivas. El poder, elemento consubstan- 
cial al Estado y al derecho, es la capacidad de ciertos grupos sociales 
para establecer normas de conducta válidas para todos los grupos 
sociales. 


En el estudio se advierten dificultades para la concreción de los 
derechos indígenas, pese a la declaración del carácter plurinacional 
del Estado en la nueva Constitución Política del Estado. Además, 
en la norma fundamental, sólo se han explicitado los derechos 
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indígenas que ya habían sido recogidos en las leyes. Aún así, éstos 
son restringidos, puesto que entre las competencias privativas del 
Estado se encuentran las relativas a los recursos naturales, negando la 
autodeterminación de los pueblos indígenas, según la interpretación 
de los investigadores. 


Cabe resaltar que, si bien las reformas legales de la década de los 
90 —las cuales, teniendo como antecedente el Convenio 169 de la OIT 
y como fundamento la reforma constitucional de 1994— incorporaron 
de manera significativa los derechos de los pueblos indígenas, no los 
transversalizaron a la estructura del poder político del Estado. La 
misma reforma constitucional de 1994 ya había declarado el carácter 
pluricultural del Estado, incorporando parcialmente los derechos 
colectivos indígenas en el régimen agrario-campesino. 


A diferencia de la nueva CPE que, al declarar el carácter plurina- 
cional del Estado, en realidad hace énfasis en el reconocimiento de 
las naciones y pueblos indígenas originario campesinos (NPIOC) 
como sujetos colectivos, y consiguientemente, como titulares de 
derechos colectivos. Además, confiere a estos derechos indígenas el 
carácter de históricos, dada la preexistencia de las NPIOC estableci- 
da en el segundo artículo constitucional. Es también significativa la 
declaración de estos derechos colectivos en la Carta de Derechos de 
la CPE, en la que se desarrolla de manera amplia y desagregada las 
potestades atribuidas a las NPIOC. 


De todos modos, la mayor trascendencia de la CPE no se sustenta 
siquiera en estos aspectos, sino más bien en haber transversalizado la 
declaración de estos derechos a la estructura organizativa estatal, tan- 
to en términos funcionales como territoriales. De ahí la emergencia 
de nuevas instituciones como la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
que incluye circunscripciones especiales a favor de pueblos indígenas 
que se encuentran en condición de minoría poblacional, el Órgano 
Electoral Plurinacional, o, en el ámbito territorial, la coexistencia 
de las autonomías departamentales con las autonomías indígenas 
originario campesinas (AIOC). 


Ahora bien, es evidente que estas transformaciones constituciona- 
les profundas, las más importantes de nuestra historia por lo menos 
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en lo referido a la cuestión indígena, no garantizan por sí solas su 
plena efectivización. Más aún considerando los factores que relativi- 
zan el cumplimiento de los derechos indígenas, de acuerdo con las 
advertencias e indagaciones de los investigadores. Veamos en el caso 
de Guarayos. Según la investigación, estos factores son: los derechos 
legislados no son plenamente correspondientes a los usos y costum- 
bres de las comunidades; la debilidad de las instituciones públicas; la 
debilidad de las organizaciones sociales; la falta de conocimiento de 
los derechos indígenas reconocidos en la legislación; y la cooptación 
de las autoridades públicas por los grupos de poder local. 


Para la valoración de los grados de cumplimiento de los dere- 
chos indígenas, los investigadores toman como fundamento de los 
mismos a los derechos territoriales. Parten de la identificación de los 
intereses estratégicos en disputa en torno a la tierra y el territorio. 
Las principales contradicciones de las comunidades indígenas, en el 
caso de Guarayos, se producen con ganaderos y madereros, teniendo 
aún mayor relevancia las diferencias con relación a estos últimos, 
dadas las características fisiográficas y socioeconómicas de la zona 
de estudio. 


La relación entre el pueblo indígena y los madereros ha sido de 
conflicto y ha estado marcada por acciones de violencia de estos úl- 
timos. Los investigadores las caracterizan a través de los siguientes 
elementos: imposición de un clima de terror utilizando grupos de 
choque, agresiones, destrozos, argumentando defensa frente a los 
collas y “masistas”; constitución de una organización paralela con 
“dirigentes corruptos”; uso de la violencia para impedir la conso- 
lidación de las estructuras estatales; persecución a defensores de 
derechos humanos; explotación ilegal de madera y ventas ilegales 
de tierras (aproximadamente 500.000 hectáreas), manipulando “di- 
rigentes corruptos. 


Por otra parte, la ejecución del saneamiento de las tierras comu- 
nitarias de origen (SAN-TCO) ordenado por la legislación agraria 
ha dado como resultado la fragmentación del territorio indígena, 
devastando su bosque y consolidando propiedades ilegales y apro- 
vechamiento ilegal de madera. 
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Con relación al ejercicio y estado de conocimiento de los dere- 
chos en Guarayos, el estudio muestra debilidades estratégicas de 
los derechos legislados relativas a su falta de conexión con otros 
derechos, inexistencia de institucionalidad idónea, formas estatales 
en la región que privilegian relaciones políticas antes que jurídicas, 
desconocimiento de las leyes y consiguiente impacto nulo en la mo- 
dificación de los comportamientos sociales. A esto se suma el hecho 
de que las reformas legales no han sido acompañadas de adecuación 
de estructuras institucionales, lo que ha agudizado su ineficacia. No 
se han creado los espacios de intersección o sincretismo suficientes 
entre el derecho positivo y el derecho indígena, lo que provoca que 
este último pierda peso frente al primero. 


Es evidente que, de todos los factores que relativizan la aplicación 
de los derechos indígenas identificados en la investigación, el más 
relevante es el relativo al divorcio entre la institucionalidad estatal 
y las estructuras indígenas y a la falta de espacios de intersección 
entre el derecho positivo y el derecho indígena. El reconocimiento 
del país como multicultural no sólo implica diversidad en el sentido 
culturalista, sino también multiorganizacional, en el sentido de co- 
existir diferentes modos de organización de la vida colectiva, lo que 
según Zavaleta configuraría la formación social abigarrada o, en la 
interpretación de García Linera, el Estado multicivilizatorio. 


Esta disposición institucional debilita y deslegitima al Estado 
frente a la sociedad, de donde esta “ausencia de Estado” es aprove- 
chada por grupos de poder local para imponer la “ley del más fuerte” 
en sus respectivas jurisdicciones. Por otra parte, el reconocimiento 
y titulación de TCOs representa una verdadera transformación es- 
tructural, no sólo desde el punto de vista de sentar las bases para 
la efectivización de los derechos colectivos indígenas, sino también 
considerando la posibilidad de la ruptura del monopolio del poder 
económico de grupos de poder local. Ello, sin embargo, requiere de 
mucha fortaleza organizativa y movilizadora de parte del pueblo 
indígena demandante, dado que su resolución en gran medida está 
condicionada a la correlación de fuerzas sociales, configurada en un 
determinado ámbito geográfico. 
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En el caso específico de Guarayos se advierten déficits organizati- 
vos que conspiran contra sus expectativas territoriales. Un problema, 
no menos relevante, es el divorcio entre los derechos indígenas legis- 
lados o el derecho positivo y los usos y costumbres indígenas que, 
probablemente, entre otros efectos provoca insuficiente internaliza- 
ción de los mismos entre la propia población indígena. Esta es una 
manifestación de la dualidad institucional entre la estructura estatal 
e indígena. Nos parece atinada la conclusión de los investigadores 
en sentido de que las reformas legales deben estar acompañadas de 
transformaciones en las estructuras institucionales. 


Los elementos reseñados antes ratifican la importancia y validez 
de la presente investigación, más aún en el actual proceso histórico 
que vive el país, caracterizado entre otros aspectos por el desafío de 
la efectivización de los derechos colectivos de los pueblos indígenas 
como condición ineludible de concreción del Estado Plurinacional. 


La Paz, mayo de 2010 


Carlos Gustavo Romero Bonifaz 


Introducción 





El estudio sobre los derechos indígenas y su cumplimiento en el territorio 
indígena de Guarayos presenta una síntesis de la legislación indígena 
existente en Bolivia, y aporta datos acerca de cómo esta legislación es 
conocida y aplicada por las autoridades y la población que vive en la 
provincia Guarayos del departamento de Santa Cruz. 


El estudio es testimonial, está basado en entrevistas a persona- 
lidades de los diferentes sectores sociales, tales como dirigentes 
indígenas, autoridades provinciales, municipales y al fiscal de Guara- 
yos. Las entrevistas y el cuestionario de apoyo estuvieron orientados 
a indagar las percepciones de los diferentes actores sociales sobre 
el “conocimiento y ejercicio de derechos indígenas en la provincia 
Guarayos”. Los entrevistados fueron seleccionados considerando su 
vivencia y conocimiento de la región. A ellos se les consultó qué saben 
sobre los derechos indígenas establecidos en la legislación nacional, 
cómo se cumple esta legislación en el ámbito provincial y cómo la 
población indígena hace ejercicio de sus derechos. Los testimonios 
levantados fueron complementados con información secundaria 
existente en varios estudios sobre Guarayos y los conocimientos que 
los autores tienen de la situación de Guarayos por otros estudios, 
como por sus servicios en la función pública. 


El estudio tiene un enfoque sociológico y desde esta perspectiva 
los derechos indígenas deben tratarse en sentido amplio, es decir, 
como derechos y obligaciones de un sector social específico, en con- 
vivencia con los derechos y obligaciones de los diferentes sectores 
sociales. Por ende, los derechos indígenas en este estudio no se abor- 
daron en su forma restringida, sólo como derechos correspondientes 
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a un sector social; sino como las co-responsabilidades con los dife- 
rentes sectores sociales, como conocimientos y como prácticas que 
la población tiene de las leyes que refieren a los derechos indígenas 
y sus obligaciones. 


Los rasgos sociales y laborales primordiales de los distintos sectores 
considerados en el estudio son los siguientes: los indígenas guarayos 
habitan los tres municipios (El Puente, Ascensión y Urubichá) de 
la provincia del mismo nombre; la población indígena guaraya ha 
pasado por varias procesos de hibridación cultural: inicialmente fue- 
ron reducidos en las misiones jesuíticas; durante la república fueron 
parte de las misiones franciscanas; y en la actualidad su territorio ha 
sido invadido por colonizadores connacionales (autodenominados 
“comunidades originarias mixtas”) y colonizadores extranjeros. Las 
comunidades que mejor conservan sus tradiciones son Urubichá, 
Yaguarú, Salvatierra (comunidad interétnica de guarayos-sirionós) 
y Cururú; en cambio, las comunidades de Ascensión, Yotaú, San 
Pablito y Santa María están más ligadas a las actividades urbanas, 
existiendo una fuerte presencia de otros sectores sociales en sus espa- 
cios tradicionales (ganaderos, madereros, agroindustriales, mineros 
y pequeños agricultores parcelarios), cuyas culturas asimilan. 


En general el pueblo nativo guarayo aún puede caracterizarse 
como habitante de los montes. Para vivir practica la cacería, la pesca 
y la recolección de frutos silvestres del bosque, los ríos y las lagunas 
existentes en su territorio. La presencia de otros sectores sociales lo ha 
obligado a incorporarse a labores agrícolas, ganaderas y madereras. 
En relación a este último rubro, ha conformado asociaciones foresta- 
les indígenas (AFI's), con las que ejecuta algunos planes de manejo 
forestal en las Tierras Comunitarias de Origen (TCO) Guarayos. 
Su lengua proviene de la familia etnolingúística guaraní. Los otros 
grupos étnicos presentes en la provincia son quechuas y aymaras 
—más conocidos como “collitas”—, asentados especialmente en el 
Municipio del Puente. Estas poblaciones están dedicadas a labores 
agrícolas en el campo y al comercio en los centros poblados. También 
conviven en la región algunas familias de guaraníes, chiquitanos, 
mojeños y algunos “vallunos” —quechuas provenientes de los valles 
de Chuquisaca— que se integraron en comunidades guarayas, como 
parte de familias interétnicas. 
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La población no indígena está asentada básicamente en el mu- 
nicipio de Ascensión de Guarayos. Realiza diferentes actividades 
productivas y está constituida por empresarios agroindustriales, 
agropecuarios, madereros, “colonizadores extranjeros” (menonitas, 
rusos) y mineros (brasileros, cruceños). En años recientes, con el 
crecimiento de los municipios y las actividades económicas, han 
surgido trabajadores en el área de servicios: estatales (municipio, 
subprefectura, proyectos del gobierno central), autoridades provin- 
ciales, municipales y judiciales; y privados: telefonía, cooperativas, 
ONGs, y obreros de las empresas agropecuarias. 


En este conjunto de actores sociales, los “sujetos percibidos” son 
los indígenas nativos en el ejercicio de sus derechos. Los “percep- 
tores” en el estudio están constituidos por: a) los propios indígenas 
nativos e indígenas colonizadores (comunidades interculturales), 
quienes manifiestan su autopercepción respecto a sus derechos; b) la 
población no indígena karai, en el sentido de “propietarios de tierras 
y /o empleadores no guarayos” (Nostas et al. 2007); c) las autoridades, 
funcionarios públicos y dirigentes de otras entidades locales, sean 
éstos indígenas o no indígenas. Los perceptores, en general, tienen 
diferentes cualidades, políticas, cívicas, laborales y relatan la situa- 
ción de los derechos indígenas en la provincia. 


En el análisis de las percepciones se toman en cuenta las expre- 
siones de las personas entrevistadas, las relaciones in situ que se 
observaron durante la investigación entre los sujetos percibidos y 
perceptores, los grupos de referencia de los perceptores y las circuns- 
tancias socioculturales e institucionales en las que se desenvuelve el 
ejercicio de derechos. 


En la explicación de la situación de derechos institucionalizados y 
su repercusión en la población indígena se consideran los principales 
procesos acontecidos en el centro sociopolítico y económico en la que 
se ha convertido Ascensión de Guarayos, durante el periodo 1991- 
2008. Las diferentes percepciones no están al margen de la influencia 
de aquellos procesos, y en el último tiempo, de la confrontación del 
movimiento cívico-autonómico (provincial-departamental) contra 
toda manifestación o accionar del gobierno de Evo Morales. 
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Las confrontaciones en Guarayos se disfrazan con el argumento de 
la defensa de los “intereses provinciales” del avasallamiento de tierras 
por “collas” o “paisanos”, y esconden la pugna real de la tenencia de 
tierras y las políticas gubernamentales que afecta los intereses eco- 
nómicos de los grupos de productores agroindustriales, ganaderos y 
madereros. Los karai tuvieron la habilidad de posicionar sus propios 
intereses como intereses provinciales y hasta indígenas; ello es posible 
gracias a la acumulación de poder de casi cincuenta años consecutivos 
de gobierno local en toda la institucionalidad de la provincia. En estas 
pugnas está presente la instrumentación de las direcciones indígenas 
de la Central de Organizaciones de Pueblos Nativos Guarayos (COP- 
NAG); de ello surge el paralelismo en las organizaciones indígenas. 
Los derechos y el ejercicio de derechos indígenas están relegados en 
esta pugna de cívicos contra el gobierno. 


Otras fuentes importantes de la investigación corresponden a la 
revisión de información secundaria respecto a las leyes y las caracte- 
rísticas socioculturales de la provincia Guarayos. A partir de ellas se 
trabajó la síntesis de las principales leyes que hacen referencia a los 
derechos indígenas y la caracterización social de la población. Los 
documentos consultados en materia legal corresponden a documen- 
tos oficiales, publicados en la Gaceta Oficial de Bolivia; en algunos 
casos se recurrió a textos impresos y a publicaciones digitales (http: / / 
www.derechoteca.com / gacetabolivia / decretos-supremos.htm). 
Igualmente, se ha revisado literatura sobre derechos indígenas y nor- 
mas relacionadas a la legislación indígena. Los materiales resultantes 
de la información secundaria fueron presentados a las personas en- 
trevistadas con el propósito de establecer el grado de conocimiento 
que tienen estas poblaciones sobre los derechos indígenas. 


En los aspectos sociales, culturales, económicos se trabajó con 
información municipal (Plan de Desarrollo Municipal [PDM], Pro- 
grama Operativo Anual [POA], Ordenanzas) para constatar cómo 
se traduce la vigencia de derechos en los presupuestos, programas 
y proyectos a nivel municipal. 


Los principales aportes del estudio se sintetizan en diferentes 
constataciones de hechos que se reseñan a continuación, y que pue- 
den resumirse en el incumplimiento de autoridades y población en 
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general de las leyes que contienen derechos indígenas. Esta situación 
debe revertirse dando cumplimiento a las leyes de la República, con 
el pleno ejercicio de derechos y obligaciones de la sociedad guaraya 
en general e indígena en particular. En esta tarea, la responsabilidad 
mayor recae en las autoridades del gobierno central, departamental, 
provincial, municipal y en las autoridades jurisdiccionales (jueces y 
fiscales), estableciendo los mecanismos adecuados para el cumpli- 
miento de las leyes: 


e Existen en Bolivia casi una centena de leyes, normas, regla- 
mentos y directrices que contemplan derechos indígenas; el 
mismo Estado que los promulga no invierte en su aplicación 
y cumplimiento. 


+ No existen en Guarayos marcos institucionales que contemplen 
la aplicación, validación y medición de la eficacia de la legis- 
lación nacional con derechos indígenas. Deben promoverse 
mecanismos institucionales para el seguimiento y control de 
la aplicación de la legislación indígena; establecer manuales 
de funciones que señalen responsabilidad administrativa por 
incumplimiento de las leyes; un PDM que contemple medidas 
estratégicas de aplicación normativa a favor del pueblo indí- 
gena; un presupuesto que incluya la articulación de espacios 
de evaluación con este sector. 


+ No existen espacios organizados y planificados para el co- 
nocimiento de dicha legislación al interior de las mismas 
organizaciones indígenas, como consecuencia del escaso o nulo 
valor de uso que se otorga a las leyes sociales. Sería útil esta- 
blecer mecanismos de seguimiento al cumplimiento de leyes 
en asambleas: evaluaciones, resoluciones de cumplimiento, 
rendición de cuentas; así como medidas estratégicas de articu- 
lación con la institucionalidad clave y medición de resultados 
de los derechos contemplados en las leyes. 


+ Esevidente la ausencia de la gestión de derechos indígenas por 
parte de las autoridades competentes y de la relación jurídica 
con la población indígena guaraya a nivel de instituciones 
públicas y a todo nivel institucional provincial. Ello implica 
desconocimiento del derecho por parte del Estado, negando las 
facultades del afectado; así como ineficacia de las instituciones 
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con relación a los derechos, las normas, usos, costumbres y cul- 
tura locales, que desaparecen paulatinamente, provocando una 
permanente colisión entre la ley y el ejercicio del derecho. 


e Vacíos institucionales que provocan falta de gobernabilidad 
local en detrimento de mejoras en las condiciones de vida de 
la población local, debido a: la preeminencia de intereses de 
los grupos agroindustriales, ganaderos, madereros que apro- 
vechan y reproducen el poder acumulado, acrecentándolo a 
su favor; una normativa local que excluye la visión del bien 
común y el bien mayor, derivando la consecuencia directa de 
esta exclusión en la ineficacia del derecho y en la extinción de la 
relación jurídica con el Estado; la debilidad del Estado en todos 
sus niveles, como resultado del posicionamiento de sectores 
denominados “autonomistas” (empresarios y cívicos). 


e A futuro, es necesario trabajar en una mayor difusión de la 
legislación indígena, acompañada de gestión de los derechos, 
y realizar inversiones en la adecuación institucional para la 
gestión y el ejercicio de los mismos. La adecuación institucional 
no se resuelve con “indigenizar” marcos institucionales a través 
de funcionarios indígenas, ministros indígenas; de lo que se 
trata es de generar una fuerte institucionalidad que garantice 
los derechos humanos fundamentales, los derechos étnico- 
culturales, sociales, económicos, políticos y ciudadanos para 
todos los habitantes bolivianos. Esto debe traducirse en una 
cultura del imperio de las leyes y el ejercicio de los derechos a 
partir de la nueva Constitución Política del Estado. 


En el informe del estudio se utiliza de manera indistinta las expre- 
siones guarawú, “una autodefinición” (Nostas et al. 2007), y guarayo, 
“blancos con barba” (Cors 1875); ambas expresiones aluden al pueblo 
indígena guarayo actual. 


La exposición de los contenidos del estudio está organizada en 
cinco capítulos y una acápite de conclusiones y recomendaciones. 
El primer capítulo refiere a la caracterización del área de estudio, 
su población, una aproximación a la problemática de fragmenta- 
ción territorial y sociocultural, y a los presupuestos municipales de 
Ascensión de Guarayos en componentes indígenas. El segundo es 
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relativo a la legislación indígena, refiere a los soportes teóricos de 
la investigación, los procesos y estructura de las leyes con derechos 
indígenas; provee un resumen de las principales leyes que contienen 
los derechos indígenas y referencias a la discriminación y la violencia 
como muestras del incumplimiento de la legislación indígena. El 
tercero es una sistematización de las entrevistas; en este apartado se 
reseñan las diferentes percepciones sobre los derechos indígenas, las 
adecuaciones institucionales y los derechos y conflictos en la provin- 
cia Guarayos. El cuarto analiza el ejercicio de los derechos indígenas 
y el estado de conocimiento de las leyes por los diferentes sectores 
sociales. El quinto repasa 18 años de vigencia de leyes indígenas, los 
beneficios de las leyes para los titulares, lo que ha pasado con el terri- 
torio y los recursos naturales en ese periodo, la ausencia del Estado 
y la falta de cultura legal en autoridades y población, para concluir 
con una propuesta de un nuevo campo de interacciones normativas 
entre “el bien común” y “el bien mayor” como proceso sincrético 
del derecho consuetudinario y el derecho positivo. Se finaliza con 
las conclusiones y recomendaciones. 


CAPÍTULO | 
Apuntes de Guarayos' 
y contextualización del estudio 





En este capítulo incluimos referencias básicas del área de estudio, 
una caracterización sociocultural de las poblaciones que actualmen- 
te habitan la provincia Guarayos, la fragmentación sociocultural 
y territorial de la TCO, y la desarticulación estatal e institucional 
local. El propósito de esta contextualización es orientar al público 
lector respecto a la evolución de la provincia Guarayos (Cors 1875). 
Los guarayos durante la colonización española eran parte de las 
reducciones jesuíticas de chiquitos (Martínez 1997); posteriormente, 
en la primera época republicana, formaron parte de las misiones 
franciscanas (Mendoza 1957; Lema 2001). En la actualidad, es una 
provincia que cobija en su territorio a varias poblaciones, atraídas por 
los recursos existentes en sus montes, pampas y ríos y cuya llegada 
ha sido facilitada por la carretera asfaltada Santa Cruz-Trinidad. 


1. — Area de estudio y caracterización sociocultural 


Una de las descripciones actuales y detalladas de la provincia 
Guarayos se encuentra en el libro Saberes del Pueblo Guarayu (Nostas et 
al. 2007: 33-56). Resta añadir para este trabajo una síntesis de referen- 
cias puntales que caracterizan el área de estudio, las organizaciones 
y la población que habita la provincia: 





1 Fray José Cors, en su obra Noticias de Guarayos (1875), nos presenta una deta- 


llada descripción de la topografía, los montes, ríos, temperamento de la gente 
y sus producciones. Esta obra fue publicada el 2008 por Elías Caurey y Elio 
Ortiz; de este trabajo tomamos algunas descripciones para ubicar al lector en 
las primeras descripciones de Guarayos, las que a su vez son complementadas 
por varios estudios posteriores. 


10 LOS DERECHOS INDÍGENAS Y SU CUMPLIMIENTO EN EL TERRITORIO INDÍGENA DE GUARAYOS 





e El asentamiento del pueblo guarayu en la región es anterior 
al siglo XVIL. Nostas, citando a D'Orbigny y Métraux, indica 
que el asentamiento se dio después del año 1500 como resul- 
tado de “sucesivas migraciones” desde el actual territorio del 
Paraguay. Esta tesis de las migraciones del sur hacia el norte 
está muy difundida entre los estudiosos del mundo guaraní; 
desde nuestro punto de vista son discutibles, si se considera 
que encontramos guaraníes o parcialidades étnicas guaraníes 
desde el río Orinoco (Venezuela), cursando varios ríos del 
Brasil, hasta el Río de la Plata (Paraguay, Uruguay, Argentina). 
Desde esta perspectiva, estamos frente a un territorio amplio 
de recorrido de los guaraníes (Martínez 1988) y no frente a 
procesos migratorios. En el caso boliviano, las familias etnolin- 
gúísticas guaraníes están conformadas por: los sirionós (sur de 
Beni), guarayos (norte de Santa Cruz), pauserna-guarasug wé 
(Riester 1977) (Beni, Santa Cruz, frontera con Brasil), yukis 
(trópico de Cochabamba), izoceños (sur de Santa Cruz), abba 
guaraníes (Chuquisaca, Tarija) y tapietes (Tarija). 


e La provincia Guarayos fue creada mediante Ley 1143/6- 
03/1990 (Bolivia 1990), con tres secciones municipales: 
Ascensión de Guarayos, Urubichá y el Puente; ocho cantones: 
San Pablo, Santa María y Ascensión en la Primera Sección; 
Yaguarú, Salvatierra y Urubichá en la Segunda Sección; Yotaú 
y El Puente en la Tercera Sección. Otras comunidades estable- 
cidas en la provincia son: Nueva Jerusalén, El Verano, San José 
Obrero, Cerro Chico, Cerro Grande, Limoncito, San Andrés, 
Momené, Surucusi, Cachuela, Puerto Ñuflo de Chávez, Cururú 
(Martínez 1997). 


e Las organizaciones político-sociales guarayas están conforma- 
das por: 


La Central de Organizaciones de los Pueblos Nativos Gua- 
rayos (COPNAG), con RM No. 134/93, que aglutina a las 
siguientes centrales: 


Central Interétnica de Ascensión (CIEA), agrupa a 35 zonas 
agrarias, 8 comunidades. 


Central Comunal de San Pablo (CCSP), agrupa a 9 zonas 
agrarias. 
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Central Comunal Urubichá (CECU), agrupa a 29 zonas 
agrarias. 


Central Étnica de Comunidades Originarias Salvatierra 
(CENCOS), agrupa a 5 zonas agrarias. 


Central Comunal Yaguarú (CECY), agrupa a 14 zonas agra- 
rias. 


Central Comunal Cururú (CCC), agrupa 4 zonas agrarias. 


Central Comunal Yotaú (CCY), agrupa 10 zonas agrarias y 
3 comunidades. 


Central de Mujeres Indígenas Guarayas (CMIG), agrupa a 
las mujeres de comunidades y zonas agrarias 


e Las organizaciones indígenas del municipio El Puente son 
multiétnicas; están conformadas por chiquitanos, trinitarios, 
paisanos y otros grupos quechuas, aymaras. Agrupan a más de 
22 “comunidades campesinas”; estas comunidades no forman 
parte de la estructura de la COPNAG. 


+ Las organizaciones “tradicionales”? del pueblo guarayo es- 
tán constituidas por: los cabildos, organizaciones de carácter 
religioso espiritual que organizan los trabajos comunales; 
están conformados por 12 personas cabildantes a invitación 
del párroco. Los caciques, autoridades gerontocráticas de la 
comunidad, normalmente adultos mayores con experiencia; 
representan la religiosidad en las comunidades y hacen las 
veces de consejeros en la comunidad. La ubicación del cabildo 
es en el lado sur, opuesto a la iglesia, que ocupa la parte norte 
de la plaza. El cabildo está conformado por: el cacique mayor, 
cacique segundo, capitán, intendente, alcalde, comisario pri- 
mero, comisario segundo, fiscal, corregidor, crucero primero, 
crucero segundo y banderero; cada integrante del cabildo tiene 
funciones específicas (Martínez 1997). 


e Social y étnicamente, los pueblos indígenas en general y en 
particular los guarayos, son considerados como poblaciones 





2 Tradicionales después de la época misional; en la actualidad los cabildos y los 


caciques son considerados como organizaciones propias de los indígenas. 
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ancestrales. Esta expresión tiene una fuerte connotación de 
pasado lejano, de pueblos atávicos; lo apropiado sería “na- 
turales del lugar” (Cors 1875), por el lugar de su origen. Lo 
ancestral lleva a confusiones, como aquella vinculada a pueblos 
indígenas que se quedaron en el pasado; en cambio, natura- 
les es más neutro, alude principalmente al origen sin negar 
su pasado. Desde la sociología, cuando nos referimos a los 
pueblos indígenas, lo hacemos en el segundo sentido, puesto 
que en la práctica social, los pueblos indígenas son sociedades 
contemporáneas, idénticas a cualquier otra colectividad, que 
tienen tradiciones, historia y mantienen culturalmente algunas 
de sus particularidades étnicas. 


e “Son los guarayos, como lo da a entender su mismo nombre, 
blancos con barba, de estatura regular, robustos, afables, hos- 
pitalarios, con bastante capacidad para las artes, especialmente 
para la música a que son muy aficionados. Son soberbios, 
mentirosos, fingidos, tímidos, holgazanes y extremadamente 
devotos de Baco y Venus, como toda raza indígena. Se visten 
con cáscaras de árboles y también con lienzos que tejen; pero en su 
barbarie van enteramente desnudos. Sus armas son el arco y flechas, 
que manejan con mucha destreza: el alimento la caza y pesca, que 
es muy abundante; su lengua o idioma un dialecto del guaraní 
de quienes descienden” (Cors 1875: 32). 


A estos rasgos descritos por Cors, habría que incorporar otros 
rasgos socioculturales sincréticos, resultantes de los diferentes 
contactos y convivencias con otras colectividades, a saber: con 
misioneros, la religiosidad y la música barroca; con sectores 
agropecuarios, madereros, comerciantes, mineros, ONGs, pro- 
yectos estatales y privados; el apego a la economía monetaria 
y las diferentes formas de vida citadina. Los guarayos en la 
actualidad, socioculturalmente tienen esta sumatoria de rasgos 
étnicos y los valores ajenos asimilados como propios y son tan 
contemporáneos como cualquier otro grupo social (Martínez 
2003). 


Los guarayos como pueblo indígena de este tiempo poseen 
diversas relaciones económicas, productivas, reproductivas, po- 
líticas, afectivas, orgánicas, intra y extracomunitarias; cuentan 
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con cultura propia y una estructura social que no alcanza la for- 
ma de organización estatal, desde un punto de vista occidental, 
sin embargo, conservan todos los rasgos de una nación (Lora 
1985), por contar con un idioma propio, una identidad cultural, 
formas de vida propias, un sistema reproductivo, un sistema 
de valores, cosmovisión particular y un territorio claramente 
determinado y ocupado desde sus orígenes. En suma, consti- 
tuyen una sociedad con expectativas de reconocimiento social 
como “pueblo”, y buscan tener las mismas oportunidades de 
participación política y social desde su óptica y a partir de sus 
propias perspectivas de gestión de sus territorios y recursos. 


e El territorio guarayo, en sus aspectos fisiográficos, corresponde 
a variados paisajes; cuenta con llanuras, serranías, bosques de 
transición, ríos, curichis y biodiversidad. El clima es húmedo, 
con temperatura de 22,6” C, precipitación anual 1.117 mm. 
Suelos con dos formaciones principales: escudo chiquitano 
y llanura aluvial chaco-beniano, con abundante flora y fauna 
(Nicolas et al. 2007; Nostas et al. 2007). 


Los lugares específicos del trabajo de campo corresponden a las 
áreas de las comunidades del pueblo guarayo de Yotaú, Ascensión, 
Urubichá, Yaguarú, San Pablito, y Cururú, las mismas se ubican en 
el área demarcada con un círculo en el Gráfico 1. 


2. Población en la provincia Guarayos 


Los procesos de saneamiento de tierras iniciado en 1996 y la 
sobreposición de derechos (De Vries 1997) intensificaron el aprove- 
chamiento de recursos forestales, minerales y la conversión de áreas 
de bosque para usos ganaderos, agrícolas y mineros; al mismo tiem- 
po, implicó cambios en la composición poblacional de la provincia. 
En las siguientes páginas se muestran, gráficamente, tres variaciones 
poblacionales: a) la auto-identificación (Gráfico 2), b) la población 
indígena (Gráfico 3), y c) el crecimiento poblacional en el periodo 
2005-2008 (Gráfico 4). Este acelerado cambio en la composición po- 
blacional resulta desventajosa para la población indígena nativa, por 
tanto, afecta sus derechos consagrados en las leyes. 
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De una población de más de 31.500 habitantes en la provincia 
Guarayos (INE 2001), más del 50% son personas con 15 años o más. 
Se les aplicó la pregunta de autoidentificación en el censo de pobla- 
ción y vivienda del 2001: 7.000 se autoidentificaron como “indígenas 
guarayos”; y la población no indígena o karai era prácticamente igual 
numéricamente que la indígena guaraya. 


El Gráfico 3 refiere a la población indígena en la provincia; se 
destaca que el 43% se identifican como guarayos, pero sólo el 35% 
habla el idioma guarayo. El municipio de Urubichá tiene predomi- 
nio de población nativa guaraya: 89% (16% del total provincial), y 
poca presencia de otros grupos socioculturales; lo que no ocurre en 
los municipios de Ascensión y El Puente. En esta tercera sección 
municipal (zona de colonización nacional), se observa una conside- 
rable población quechua, 27% (representa al 4% del total provincial), 
superior a la de los indígenas guarayos que son sólo el 20% en el 
municipio El Puente. Los “otros indígenas” corresponden a chiqui- 
tanos, sirionós, mojeños, aymaras, que en conjunto alcanzan el 9% 
del total provincial. 


A ellos deben sumarse una nueva población no indígena que se 
ha incrementado considerablemente después del censo del 2001, 
como resultado del aumento de propiedades privadas que demandan 
mano de obra externa y que modifican la composición poblacional. 


El crecimiento poblacional en Guarayos es acelerado, bordea 
los 40.000 habitantes en toda la provincia; tiene una tendencia de 
crecimiento poblacional positiva. Los municipios de Guarayos son 
receptores, no obstante que son considerados pobres según el “mapa 
de pobreza” (INE /UDAPE 2003). Ascensión de Guarayos concentra 
la mayor población superando los 22.000 habitantes, seguido por El 
Puente con más de 12.000. La relación entre hombres y mujeres es 
mayor para el sexo masculino; este dato es llamativo si consideramos 
que en el país la población femenina es mayor a la masculina. En el 
municipio El Puente la relación de masculinidad es notoriamente 
mayor a la de los otros municipios, lo que es característico de zonas 
receptoras rurales donde los inmigrantes iniciales son varones y se 
dedican a las faenas agrícolas (Gráfico 4). 
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La dinámica poblacional muestra la presencia creciente de otros 
grupos sociales en la provincia; esta situación es desventajosa para los 
derechos de la población nativa debido a que los no indígenas tienen 
mayores capacidades y recursos materiales, e imponen sus intereses 
al resto de la sociedad. Los migrantes de tierras altas constituyen un 
segundo grupo de importancia, en su mayoría son cultivadores, ejer- 
cen mayor presión sobre los recursos naturales, con efectos negativos 
para los usuarios tradicionales de los bosques. 


3.  Guarayos: fragmentación territorial y sociocultural 


El territorio tradicional de los indígenas se caracterizaba por la 
continuidad paisajística y sociocultural y fue una de las razones que 
motivó la Ley 1143 el 6 de marzo de 1990 de creación de la Provincia 
Guarayos. Además, este territorio contaba con recursos naturales y 
biodiversidad importantes en la Reserva de Vida Silvestre, Flora y 
Fauna Ríos Blanco y Negro y en la Reserva Forestal Guarayos, que 
en general se ubica en tierras con bosques naturales (TPFP). En este 
hábitat, los indígenas guarayos practicaban usos tradicionales del 
territorio. Con estos antecedentes, se inicia la demanda territorial 
en agosto de 1996 con una extensión de algo más de 3 millones de 
hectáreas, abarcando la totalidad de la superficie provincial (Martí- 
nez 1997). 


El espacio físico tradicionalmente habitado y usado por los 
guarayos en la actualidad está fragmentado. El error inicial fue la 
subdivisión del área demandada en cinco polígonos por parte de 
funcionarios de la ex Subsecretaría de Asuntos Étnicos (SAE) y el 
Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), en el afán de ace- 
lerar el proceso de saneamiento. El resultado conseguido son dos 
polígonos titulados con una superficie total de 932.274 ha.; en los 
otros polígonos se han reconocido, con la complicidad de algunos 
malos dirigentes guarayos y ex funcionarios del INRA, derechos a 
terceros asentados en algunos casos con posterioridad a 1996*. De 
estos “derechos de terceros”, el caso más denunciado es el de la 





3 La Ley 1715 INRA declara ilegal todo asentamiento con posterioridad a 1996, 
mucho más en territorios inmovilizados. 
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familia Marincovic, que acaparó predios colindantes a la Laguna 
Corazón*. Los datos existentes en el estudio Determinación de necesi- 
dades y requerimientos espaciales para la TCO del Pueblo Indígena Guarayo 
(Martínez 1997) señala una propiedad; en cambio, los datos de la 
Superintendencia Agraria de los Planes de Ordenamiento Predial 
(POP) después del 2000 incluyen varias propiedades de la familia 
Marincovic, y el saneamiento de tierras efectuado por el INRA hasta 
el 2005 los consolida. Igualmente, se reconocieron derechos de pro- 
piedad a dos concesiones forestales en el territorio guarayo, en tierras 
fiscales (Superintendencia Forestal 2005). 


Los resultados del saneamiento de tierras hasta el 2005 en la TCO 
Guarayos favorecieron a los terceros, puesto que la mayoría de las 
comunidades indígenas guarayas quedaron fuera del territorio titu- 
lado, es decir, Yotaú, Momené, San Andrés, Ascensión, San Pablo, 
Santa María, Cerro Chico, Cerro Grande, Yaguarú, Urubichá; todas 
sus zonas agrarias quedaron fuera de los dos polígonos titulados. 
Las únicas comunidades que están dentro del territorio titulado son 
Cururú y Salvatierra. En la práctica, se afectó la continuidad territo- 
rial y sociocultural del pueblo guarayo; en el futuro la posibilidad de 
que las comunidades excluidas del territorio puedan articularse es 
muy baja, debido a la dispersión y lejanía de las mismas con lo que 
queda como territorio titulado. Los guarayos, un pueblo con terri- 
torio propio, han perdieron esa particularidad y sus comunidades 
han quedado fuera de la TCO titulada. A su vez, la fragmentación 
sociocultural se debe al descenso de la población indígena en rela- 
ción a otros grupos con culturas diferentes y muy permeables a las 
culturas foráneas. 


A la fragmentación señalada deben añadirse, que las “discrimina- 
ciones positivas” de la Ley 1700 (Forestal), que debieron favorecer a 





Existe un “Acta de Responsabilidades y Compromiso” suscrito el 11 de enero 
de 1997, entre el Ing. Branco Marincovic, el Cnl. Norberto Salomón, propieta- 
rios de dos predios colindantes con la Laguna Corazón, la HAM de Guarayos y 
dirigentes indígenas guarayos. Dicho acta compromete a los dos propietarios a 
respetar los derechos de uso de la laguna (pesca y caza) por parte de las comu- 
nidades, así como el libre tránsito, no colocar alambrado y mantenimiento del 
camino en tiempo seco para uso de las comunidades; compromete a su vez a los 
indígenas a la preservación y equilibrio ecológico de la laguna. 
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los indígenas, en realidad favorecieron a los piratas y compradores 
de madera, debido a la debilidad institucional indígena y la ausencia 
de políticas desde el estado y convirtieron los bosques de Guarayos 
en un área de tala indiscriminada y desmontes en pequeñas super- 
ficies menores a 5 has. Este intenso proceso de deforestación en el 
área también fragmentó el espacio físico de Guarayos, afectando 
las actividades reproductivas de recolección, cacería y pesca de los 
guarayos. 


Este conjunto de fragmentaciones en el territorio tiene conse- 
cuencias directas en la fragmentación sociocultural, debido a que las 
formas tradicionales de vida de los guarayos depende de los recursos 
naturales de los bosques, por tanto, a mayor tala de bosques, menor 
cantidad de recursos naturales y mayor pérdida de valores sociocul- 
turales tradicionales. Esta situación se agrava con la mayor presencia 
de otros grupos socioculturales, con usos y prácticas depredadoras 
de los bosques. 


Otro factor gravitante en la pérdida de valores culturales es la 
influencia de los medios de comunicación (radio, televisión, videos), 
que estimulan e imponen prácticas y valores ajenos entre la población 
indígena, como ser: mayor consumo de bebidas alcohólicas, aban- 
dono y olvido del idioma nativo, e inserción en las comunidades 
de prácticas de vida diferentes a las tradicionales de cacería, pesca, 
recolección. A ello se suma la incorporación de los más jóvenes a ac- 
tividades socioeconómicas diferentes a las tradicionales, otro factor 
que contribuye a la gradual pérdida de conocimientos y de saberes 
propios. 


En resumen, las normas pensadas para favorecer a los indígenas 
y el proceso de saneamiento del periodo 1997 a 2005 fragmentaron 
la continuidad territorial y sociocultural de los guarayos, facilitaron 
nuevos asentamientos y, mediante conciliaciones corruptas, otorga- 
ron derechos a terceros, al extremo que los indígenas son víctimas 
de estos procesos corruptos, en los que también están involucrados 
algunos de sus dirigentes, según se desprende de la denuncia del De- 
fensor del Pueblo, Dr. W. Albarracín, en Carta Informe al Presidente 
Rodríguez Veltzé 25/8/2005; y de la carta dirigida a la organización 
internacional Human Rights, remitida por la Delegada Anticorrupción 
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de Santa Cruz, Vania Sandoval A. el 27-10-2004; y el Informe del 2006 
del tribunal disciplinario de la COPNAG. Estos acontecimientos 
originan la ruptura y debilidad de la organización, salen a luz los 
actos corruptos y la protección institucionalizada de individuos que 
negociaron medio millón de hectáreas de bosque. 


4. Presupuesto municipal de Ascensión de Guarayos y derechos 
indígenas 


La organización presupuestaria de un municipio refleja las priori- 
dades que tienen los gobiernos municipales respecto a su población. 
A modo de ilustración, analizamos los ingresos económicos y gastos 
del presupuesto 2007 del Municipio de Ascensión de Guarayos; en 
este presupuesto se observa que, pese a ser un municipio indígena, 
no existen partidas específicas que impulsen valores socioculturales 
de la población indígena. 


Los ingresos municipales de Ascensión en el 2007 superan los 18 
millones de bolivianos, de los cuales el 57% son ingresos internos, 
y el 43% externos. Los ingresos por el IDH correspondieron al 50% 
de los ingresos internos y los ingresos provenientes de la Prefectura 
correspondieron al 43% de los ingresos externos. Ambos fuentes 
suman la mitad de los ingresos del Municipio (Gráfico 5). 


El presupuesto de egresos o gastos muestra tres sectores con ma- 
yor asignación presupuestaria; estos son: caminos vecinales (28%), 
seguidos de educación (18%) y saneamiento básico (16%). Entre estas 
tres partidas presupuestarias se alcanza 52% del total. Considerando 
que es un municipio indígena, con valores socioculturales propios, 
se puede afirmar que tal situación no se refleja en el presupuesto 
municipal. No existe un componente propiamente indígena, tampoco 
subcomponentes importantes. La partida de “promoción y difusión 
de la cultura guaraya” tiene un presupuesto de Bs. 20.000 anual, 
representa el 0,07% del presupuesto (menor al 1% del presupuesto 
total); por tanto, poco se puede esperar del municipio a favor de los 
derechos indígenas (Gráfico 6). 
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CAPÍTULO I| 
Legislación indígena 





Este capítulo consta de cuatros partes: la primera trata las diferen- 
tes perspectivas teóricas del derecho con énfasis en aquellas que han 
sido usadas como soporte para este estudio; la segunda, el proceso y 
estructura de las leyes relativas a los derechos indígenas; la tercera 
corresponde a una revisión del marco jurídico que establece los de- 
rechos indígenas en Bolivia; y la cuarta evidencia el incumplimiento 
de leyes favorables a los indígenas. Las razones del incumplimiento 
van desde el desconocimiento de las leyes y las debilidades en la 
institucionalidad local para su cumplimiento, hasta el reacomodo 
de los grupos de poder político tradicionales en las entidades loca- 
les para aplicar las leyes que favorecen a sus intereses económicos. 
En resumen, la realidad legal es abundante como desconocida e 
incumplida. 


1. Soporte teórico de la investigación 


La presente investigación está basada principalmente en las teorías 
del derecho expuestas por Luhman (2002) y Bobbio (2005), quienes 
plantean una amplitud de criterios, lo que obliga a puntualizar que 
hay una diversidad de enfoques de las teorías del derecho, dando 
lugar a múltiples interpretaciones acerca de las leyes y las realidades 
que se estudia; en consecuencia, las investigaciones tienen la posibi- 
lidad de variados resultados. Los elementos trascendentes entre las 
teorías y la realidad son las mediaciones vía interpretaciones, que son 
explicaciones subjetivas de los fenómenos estudiados; por consiguien- 
te, los puntos de vista aquí expresados no son concluyentes y puede 
haber más de una interpretación en el tema de los derechos, pero 
que corresponderán a otros estudios y a otros autores. Sin embargo, 


26 LOS DERECHOS INDÍGENAS Y SU CUMPLIMIENTO EN EL TERRITORIO INDÍGENA DE GUARAYOS 





probablemente el mérito de este trabajo radique precisamente en la 
subjetividad de las explicaciones sobre los temas abordados, de modo 
que nos sentimos en libertad con las ideas aquí expuestas. 


Estos diversos criterios y enfoques del derecho están resumidos 
en el siguiente cuadro. Más adelante se desarrolla la perspectiva 
social del derecho como una forma de superación de la perspectiva 
del derecho positivo. 


Cuadro 1 
Multiplicidad de criterios para entender los derechos indígenas 





Criterios Alcance 





Variedad y multiplicidad de las normas según los 


El derecho como norma de conducta Ñ ; 
diferentes grupos sociales 





Comprende el concepto de sociedad 
El derecho individual y el derecho social 
El derecho como institución Las normas como expresión jurídica del derecho 


La regulación de relaciones sociales, y un 
determinado orden social 





Los sujetos del derecho forma parte de otros 
El derecho como múltiples relaciones agrupamientos: comunidad, familia, religión, culturales, 
económicos, sociales y otros 





Derecho positivo 

Derecho consuetudinario 

Derecho natural 

Derecho como bien común 

Derecho como sentido común 

Derecho a partir de creencias religiosas 


El pluralismo jurídico 








Qué piensan los sujetos del derecho, unos de otros y 


El derecho como relaciones intersubjetivas % eS 
cómo se ven a sí mismos 














Fuente: Elaboración propia a partir de Luhman (2002) y Bobbio (2005). 


Guiaron nuestra interpretación principalmente dos teorías del 
derecho: la “teoría institucionalista”, según la cual “la regla de con- 
ducta” hace al derecho; y la “teoría normativa estatalista”, entendida 
como un conjunto de reglas vitales a partir de las cuales el Estado 
hace las reglas de conducta (Bobbio 2005); esta última perspectiva 
hace al derecho positivo, entendido como aquellas normas y leyes 
establecidas por el legislador (“teoría pura del derecho”) (Kelsen 
2009). 
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¿Cuál de estas teorías se aproxima a la realidad del derecho en 
Guarayos? Desde nuestro punto de vista, ambas. Existe, por un lado, 
una fuerte tendencia desde el Estado a establecer reglas de conduc- 
ta, una profusión de leyes y reglamentos —como se demostrará 
seguidamente—, pero que no se traducen en reglas de conducta en 
la sociedad; y, por otro, se aproxima el derecho en las comunidades 
estudiadas a la teoría institucionalista, puesto que son las propias 
reglas de conducta que hacen a sus derechos, las cuales se practican 
y ejercen al margen de un ordenamiento jurídico institucional. El 
derecho positivo les resulta ajeno estas comunidades, a pesar de sus 
bondades contenidas. 


Ahora bien, el Estado y el derecho son incomprensibles sin el 
poder. Para Norberto Bobbio, “el poder es la capacidad que tienen 
ciertos grupos sociales para promulgar normas de conducta válidas 
para todos los grupos, o miembros de la comunidad y de hacerlas 
respetar por la fuerza” (Bobbio 2005: 9). Una lectura inversa de esta 
afirmación explica por qué no funcionan los derechos indígenas 
contenidos en las leyes. Primero, porque los derechos indígenas no 
se consideran conductas válidas para todos los grupos sociales; y, 
segundo, el Estado no ejerce la fuerza para hacerlas respetar. En este 
sentido, en Bolivia el Estado no tiene la capacidad de reproducirse a 
sí mismo, es decir, de convertirse en centro de producción jurídica; 
pues no se trata de promulgar muchas leyes, decretos, resoluciones, 
sino es preciso hacerlas cumplir —esta es la cuestión clave del dere- 
cho positivo—. 


Otro rasgo además de la capacidad de hacer cumplir la ley, es 
que en 


el Estado social contemporáneo, el derecho ya no sólo tenía la función 
esencialmente negativa de proteger los derechos de los ciudadanos 
y de reprimir sus violaciones, sino que había asumido también la de 
impulsar las actividades socialmente útiles, recurriendo a sanciones 
positivas (premios e incentivos), superficialmente consideradas en la 
teoría tradicional (Bobbio 2005: 11). 


Pues, supongamos que se pudiera hacer una separación rotunda 
entre un viejo y nuevo Estado con la aprobación y puesta en vigencia 
de la nueva Constitución Política del Estado a partir de enero del 
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2009; antes de ella, el Estado era “neoliberal” y el gobierno prisionero 
de las viejas estructuras y, por ello, no pudo proteger los derechos 
ciudadanos indígenas; con la Nueva Constitución, que establece en 
el Art. 1: 


Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Pluri- 
nacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, 
intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia se funda 
en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cul- 
tural y lingúístico, dentro del proceso integrador del país? (Bolivia 
2009: 15). 


En teoría, el Estado no sólo protegerá los derechos ciudadanos indíge- 
nas y no indígenas, sino que los impulsará con incentivos y premios, 
o, como diría Bobbio, con “sanciones positivas”. 


La realidad jurídica boliviana está lejos de cambiar la perspec- 
tiva del derecho positivo, debido a que se mantiene el sentido del 
Estado como generador de normas de conducta! y leyes, así sean 
plurinacionales los legisladores. Los cambios en materia jurídica no 
devienen de los discursos; corresponden a cambios de mentalidad 
y prácticas de los juristas esencialmente educados y formados en el 
derecho positivo, que deben autonegarse. Las normas de la sociedad 
y para la sociedad están por verse; serán las iniciativas de los pueblos 
indígenas para institucionalizar sus normas propias de convivencia 
y de validez local, elevada a un nivel nacional, las que permitirán 
el cambio del derecho positivo a una perspectiva social del derecho. 
Cuando ello ocurra, los fundamentos de un Estado corresponderán 
a las normas de la misma sociedad, las leyes emergerán de ellas, las 
aplicarán y las cumplirán porque son parte de sus normas de con- 
ducta social. Asimismo, debe considerarse la gran sociodiversidad 
existente en Bolivia, por este camino el Estado único se diluye en los 





Este artículo para sus mentores es un gran logro, porque se refiere a un “estado 
social de derecho”; algunos dirán que es brillante por el “pluralismo” en todos 
los sentidos. En realidad, es una mixturación negociada entre legisladores del 
viejo y el nuevo orden constitucional. Una “chanfaina”, dirían los paceños. 


Por ejemplo, el Presidente de la República y los funcionarios públicos de turno 
pretenden imponer una norma de conducta en los actos solemnes, el puño al 
pecho con el brazo levantado. 
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estados plurinacionales, como una nueva unidad de diversos. Dicho 
de otro modo, consiste en pasar de la lógica del derecho positivo a 
los derechos de la sociedad (Luhman 2002). 


Sí acontece lo que Luhman presagia, los estudios sociológicos del 
derecho serán más necesarios que el estudio de los derechos mismos, 
puesto que ninguna norma o ley tiene existencia propia, sino me- 
diante su aplicación en una determinada sociedad. Las experiencias 
jurídicas no pueden ignorar las realidades socioculturales, no pueden 
imponer en todos los casos el “derecho positivo”; debe recuperarse 
“el derecho consuetudinario”, entendido como “usos y costumbres” 
como fuente del derecho y generados en un determinado territorio, 
por tanto, con validez específica para un determinado espacio y 
grupo sociocultural, pero también elevados a valores universales. 
Asimismo, debe tenerse en cuenta que el “derecho natural” en tér- 
minos jurídicos se caracteriza por el dualismo jurídico, reconoce el 
derecho natural y el derecho positivo; según Bobbio, con primacía 
del primero sobre el segundo. En una sociedad diversa como la bo- 
liviana, requerimos un pluralismo jurídico en el que la base sea el 
bien común y el límite el bien mayor. Esto es aprender a vivir como 
iguales, sabiendo que somos diferentes. 


Volviendo a Bobbio, él indica que casi siempre cuando surge un 
nuevo enfoque para observar determinado campo de la realidad; 
se condena apresuradamente al anterior, como si éste fuese no sólo 
diferente sino equivocado. En Bolivia, a nivel estatal esto es una tra- 
dición;, casi la totalidad de los gobiernos de turno en función pública 
condenan a su predecesor y emprenden la lógica del “borrón cuenta 
nueva”. Justo cuando los funcionarios públicos terminan de aprender 
los sistemas de administración pública, son reemplazado e inician 
un nuevo ciclo de aprendizaje. En el país, todo el tiempo estamos 
aprendiendo y nunca funciona nada. Esta es la característica de la 
frágil institucionalidad boliviana, donde todo es perentorio, nada 
permanece, ni tiene igual significación para todos los ciudadanos; 
por esto no funciona el “derecho positivo”, que supone la ley, única, 
pareja, por encima de todos y de cumplimiento obligatorio. Es así 
que, cuando no funciona el derecho positivo, los males de unos se 
descargan como errores del otro. 
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En el campo social, la lógica de la “negación” del “otro diferente” 
está presente en todas las culturas, en todos los grupos de la sociedad, 
indistintamente se traten de grupos étnicos o no (Martínez 2003). Los 
pertenecientes a un determinado grupo sociocultural se reconocen 
asimismo como “gente” y a los otros diferentes como “no gente”. 
Por ejemplo, los aymaras, son “jaqi”, los quechuas “runa”, los de la 
misma cultura se reconocen como “seres humanos” o “gente”, pero 
tiene connotación negativa si emplean “jaqi runa” para referirse a 
otros grupos sociales. En tierras bajas los indígenas se designan a sí 
mismos con una expresión de “gente” en lengua nativa, los no in- 
dígenas son “karai” o “Kkh'aras” en tierras altas; para los guaraníes, 
los no guaraníes son “yanahiguas”; para los ayoreos, los otros son 
“cogñone”; para los “civilizados”, los otros son “salvajes”, “bárba- 
ros”, “selváticos”, “indígenas”, “th'aras”; en fin, para los “cambas”, 
los otros son “collas”. El “otro” diferente es lo peor y las expresiones 
negativas son recíprocas. 


Como en la sociedad, el Estado está también marcado por la auto- 
negación cultural de los diferentes. Los administradores de turno, no 
sólo que condenan a sus predecesores, sino que los ignoran o fingen 
ignorarlos; por tanto, la constante en las relaciones sociales entre “di- 
ferentes” son las exclusiones de lo diverso, esto es lo que necesitamos 
comprender y admitir. Para superar estas autonegaciones es preciso 
la multiplicidad de enfoques de la sociodiversidad (Martínez 1999), 
de admitirnos y reconocernos como diferentes —no como iguales—. 
Este enfoque de la sociodiversidad ayudará a una convivencia más 
sana, del “bien vivir” y, por que no, del “mejor vivir”, y una mejor 
comprensión de los fenómenos sociales. 


Las aplicaciones prácticas de estos enunciados, por ejemplo, 
comprender la estructura de una ciudad, que tiene un determinado 
orden, el cual está señalizado y cuyas señales deben ser cumplidas por 
sus habitantes es normal para alguien que vive en la ciudad; en caso 
contrario, debe soportar sus sanciones y castigos por incumplimiento 
o desobediencia de las normas. En una comunidad la vida es diferente, 
hay un orden pero no esta señalizado, e igual sus habitantes cumplen 
las normas de conducta local, puesto que subyace en su cultura, en 
sus tradiciones, en sus usos y en sus prácticas cotidianas. Cuando 
alguien de la comunidad va a una ciudad, es considerado un 
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verdadero extraño y trasgresor del orden y de las señalizaciones, que 
el simplemente no reconoce. Cuando alguien de la ciudad va a una 
comunidad, sin embargo, siente que tiene mayor libertad, no tiene 
que cumplir señalizaciones, ni debe preocuparse por no cumplir las 
normas locales por no ser evidentes. Como máximo será considerado 
idiota por la comunidad, pero no un trasgresor de la ley. 


La vida social en ciudades y comunidades siempre tiene algún 
orden que regula el comportamiento y determina las prohibiciones 
(lo que no debe hacerse). La diferencia entre ciudades y comunida- 
des está en que, en el primer caso, el orden y las prohibiciones están 
establecidos y escritos de manera explicita. En cambio, en las comu- 
nidades, el orden y las prohibiciones son de sentido común, prácticas 
de vida, están implícitos y casi nunca están escritos. Podemos afirmar 
a partir de las interpretaciones realizadas que el derecho entendi- 
do como un conjunto de normas vinculantes en una determinada 
sociedad constituye la parte notable, tal vez la más sobresaliente, 
de la experiencia normativa explícita (derecho positivo) o implícita 
(derecho consuetudinario). Por ello, uno de lo primeros resultados 
del estudio del derecho es volvernos conscientes de la importancia 
de lo “normativo” en nuestra existencia individual y social. 


En las sociedades llamadas occidentales o “civilizadas”, el conjun- 
to ordenado de reglas de conducta equivale a la relación “fin-medio”, 
es decir, si quieres obtener algún fin, debes cumplir con ciertas reglas. 
Estas normas de conducta condicionales no ocurren necesariamente 
en las comunidades guarayas; por ejemplo, un trabajador guarayo 
no está habituado a un trabajo permanente o estable, basado en el 
pago de un dinero por sus servicios, aun cuando la norma lo esta- 
blezca así. En la lógica del empleador, si quieres dinero tienes que 
trabajar como empleado; en las comunidades la lógica es diferente: 
ni el dinero, ni el empleo son fines en sí mismos, ambos son recursos 
para la vida. El indígena guarayo trabajará por dinero cuando este 
recurso se le acabe, o cuando no tenga otra opción para obtenerlo, 
entonces volverá a ser empleado por un corto tiempo (Entrevista a 
Marcela Tayandi). 





7 De aquí en adelante se indicará el nombre de la persona entrevistada. Los datos 


completos de las entrevistas se encuentran en el apartado Entrevistas. 
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En otras sociedades existen normas basadas en criterios de orden 
natural, o el sentido común de lo que debe o no hacerse; existen, 
asimismo, criterios religiosos como fuentes del derecho —El Corán 
en el islamismo, por ejemplo—. Por tanto, las culturas o sociedades 
construyen sus valores basados en aquellos preceptos, y establecen 
sus normas “jurídicas”, reglas morales, sociales y consuetudinarias 
en apego a esos valores. La convivencia social se rige conforme a 
los valores, al igual que las relaciones con el entorno. En las normas 
sociales, que regulan la vida del individuo en relación a otros indivi- 
duos, debe tenerse presente que los individuos pertenecen a diversos 
grupos sociales: la iglesia, el Estado, la familia, la comunidad, las 
asociaciones que tienen fines económicos, culturales, políticos o 
simplemente recreativos, ya que cada una de estas asociaciones se 
constituye o se desarrolla a través de un conjunto ordenado de reglas 
de conducta (Bobbio 2005). 


Las consideraciones teóricas respecto a conceptos del derecho y la 
evolución de estas teorías tienen diversas fuentes, pero independien- 
temente de éstas, están relacionadas a tres elementos constitutivos 
del concepto del derecho: a) la sociedad o agrupamiento de personas 
como base del derecho; b) el orden como fin; y c) la organización 
como medio. Y según el autor que se siga, se desembocará en dos 
teorías principales. 


La teoría estatalista del derecho, como producto histórico de la 
formación de los grandes estados, floreció con la disolución de 
la sociedad medieval (Romano 2005). En este proceso evolutivo 
surgieron ordenamientos jurídicos universales, iglesia, imperios y or- 
denamientos particulares por debajo de la sociedad nacional, feudos, 
corporaciones, municipios, la familia como ordenamiento natural, 
que luego dieron lugar al ordenamiento del Estado moderno, que 
absorbe los ordenamientos superiores e inferiores. Bobbio citando a 
Hegel: “el Estado es considerado como el dios terrenal, sujeto último 
de la historia, que no reconoce ningún otro sujeto ni por encima ni 
por debajo de él, y al cual los individuos y grupos deben obediencia 
incondicional” (Bobbio 2005: 9-10). 


La teoría institucionalista, a su vez, tiene el mérito de haber amplia- 
do el horizonte de la experiencia jurídica más allá de las fronteras del 
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Estado, admitiendo otras normas propias, aunque ellas no alcancen 
las dimensiones nacionales de un Estado, “haciendo del derecho 
un fenómeno social y considerando el fenómeno de la organización 
como criterio fundamental para distinguir una sociedad jurídica de 
una sociedad no jurídica” (Bobbio 2005: 9). 


Kant define el derecho como “el conjunto de condiciones, por 
medio de las cuales el arbitrio de uno puede ponerse de acuerdo 
con el arbitrio de otro según una ley universal de libertad” (Kant 
1989: 407). Para este autor, los elementos constitutivos del derecho 
tienen que ver con la “obligación” y el “deber”, entendidos como 
relaciones externas y prácticas de una persona con otra, con influen- 
cias recíprocas; en este sentido, establece cuatro tipos de relaciones 
para explicar la evolución de los derechos en las sociedades*. Estas 
relaciones son: 


+ Sujeto que tiene relaciones y deberes (individuo), sujeto que 
sólo tiene derechos y ninguna obligación (dios); 


+ Relación de un sujeto que tiene derechos y deberes con un 
sujeto que tiene sólo deberes y ningún derecho (esclavo); 


+ Relación de un sujeto que tiene derechos y deberes con un 
sujeto que no tiene derechos ni deberes (animales y cosas in- 
animadas); 


+ Relación de derechos y deberes con un sujeto que también tiene 
derechos y deberes (el hombre); esta es una relación jurídica. 


A su vez, los neokantianos (Vecchio 2003; Vela 1965) sugieren dos 
nuevas relaciones: 


e Relación de un sujeto que realiza la acción, escoge la acción 
debida y rechaza lo prohibido —valoración moral—; 


e Relación de los sujetos a quienes se dirige la acción, escogen 
entre permitir realizar la acción o impedirlo —valoración jurí- 
dica—. 





8 Desde el Estado de naturaleza, como diría Hobbes, en el que los hombres eran 


tan iguales en facultades de cuerpo y espíritu, a la sociedad civil, donde los 
hombres transfieren parte de sus derechos al Estado. 
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Resumiendo, los derechos no están al margen de estas relaciones 
y, quisiéramos puntualizar con Bobbio, las normas morales son uni- 
laterales. Las personas conforme sus creencias, intereses, formación y 
valoraciones personales se deciden a seguir una determinada norma 
moral que guía su comportamiento. En cambio, las normas jurídicas, 
desde la perspectiva estatalista o institucionalista, son bilaterales o 
multilaterales. 


2. Proceso y estructura de leyes relativas a derechos indígenas 


Entre 1991 y 2009 se han promulgado media centena de cuerpos 
legales con derechos indígenas, en gobiernos de distinta filiación 
política y sobre diversos temas. A partir de estas leyes se analiza la 
complejidad de la economía jurídica boliviana. Del total de leyes 
favorables a pueblos indígenas, el 76% de las leyes fueron promul- 
gadas por los gobiernos denominados neoliberales entre 1991 y 2006, 
y el restante en el gobierno de Evo Morales. La relación cronológica 
de la promulgación de estas leyes indica que éstas abarcaron siete 
gestiones gubernamentales en un periodo de 19 años. Cabe hacer 
notar que entre 2001 y 2005 tuvimos cuatro presidentes, siendo éste 
un periodo de mucha inestabilidad política y social que afectó la 
institucionalidad y el estado de derecho (Cuadro 2). 


Los gobiernos neoliberales promulgaron varias leyes favorables 
a los indígenas, debido al contexto internacional caracterizado por 
cumbres intergubernamentales importantes, cuyo propósito era mos- 
trar la “cara social” de dos décadas de ajustes estructurales. Por otro 
lado, coincidió con las políticas globales del “decenio de los pueblos 
indígenas” (1994-2005) declarado por las Naciones Unidas. En este 
contexto, se aprueban leyes indígenas en diferentes países (Jensen 
1996), independientemente de las características de sus gobiernos. 
Paralelamente, el movimiento indígena boliviano, en sucesivas mar- 
chas, reivindica ante el Estado y la sociedad el reconocimiento social, 
los derechos territoriales étnicos y culturales, el acceso a recursos 
naturales, propuestas de participación política, apertura a diálogos 
nacionales, y la realización de la Asamblea Constituyente —acciones 
todas éstas que sentaron las bases para un cambio profundo en el 
país—. Al reconocer el Estado nacional los derechos de los pueblos 
indígenas, repara las exclusiones a las que estuvieron sometidos estos 
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pueblos durante muchos años de vida republicana y los ubica como 
ciudadanos plenos, con igualdad de derechos y oportunidades. 


Cuadro 2 


Leyes relativas a derechos indígenas, 
promulgadas en diferentes gobiernos 











































































































Año Ley No. Asunto Gobierno | Periodo 
Ratifica Convenio 169 OIT, Derechos étnicos, territoriales de 
1991 | 1257 a E 
pueblos indígenas y tribales 
1992 | 1333 | Medio Ambiente Jaime Paz | 8/1989- 
Zamora 8/1993 
1993 | 1430 | Convención Americana sobre Derechos Humanos 
1993 | 1468 Fondo Indígena 
1994 | 1551 Participación Popular 
1994 | 1565 Reforma Educativa 
1994 | 1585 Ley de Necesidad de Reforma Constitucional 
1994 | 1599 | Contra la Violencia de la Mujer 
1995 | 1614 | Convenio de Sede Fondo Indígena, La Paz 
1995 | 1615 | Reforma Constitucional, Arts 1, 5, 6, 116, del 165 al 176 Gonzalo 8/1993- 
Sánchez 
1995 | 1674 | Contra la Violencia Doméstica de Lozada 8/1997 
196 | 1689 | Hidrocarburos 
1996 | 1700 | Régimen Forestal 
1996 | 1715 | INRA 
1997 | 1768 Modificaciones Código Penal, Arts. 5, 6, 40, 70, 76, 138 
1997 | 1777 Modificaciones Código Minería Arts 1, 2, 15 
1997 | 1818 Defensor del Pueblo 
1998 | 1874 | Concesiones de Obras Públicas de Transporte 
1999 | 1970 | Código de Procedimiento Penal 
1999 | 1978 Eliminación de la Discriminación Racial 
1999 | 1983 | Ley de Partidos Políticos ed 8/1993- 
anzer 8/2000 
1999 | 1984 | Código Electoral Suárez 
1999 | 2025 | Tribunal Agrario 
1999 | 2028 Ley Orgánica de Municipalidades 
2000 | 2066 odificaciones Ley 2029 Servicio de Agua Potable y 
Alcantarillado Sanitario 
2001 | 2011 Convenio de Crédito 3471/B0 Proyecto Desarrollo 
ndígena Jorge 8/2001- 
Extensión de cédulas de identidad, certificados de | Quiroga | 8/2002 
2001 | 2311 e , . A 
nacimiento a qaghachacas, laimes, jucumanis, pocoatas 
nscripción de partidas de nacimiento de qaghachacas, |G. Sánchez| 8/2002- 
2002 | 2383 E ] . 
aimes, jucumanis, pocoatas de Lozada | 10/2003 











(Continúa en la siguiente página) 
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Año Ley No. Asunto Gobierno — Periodo 
2004 | 2771 Ley Agrupaciones Ciudadanas y de Pueblos Indígenas 
Carlos 10/2003- 
2005 | 3015 | Ley Complementaria Código Electoral, Partidos Políticos, de Mesa | 52005 
Agrupaciones Ciudadanas y de Pueblos Indígenas Gisbert 
odificaciones Código Electoral, Ley Partidos Políticos y 
2005 | 3135 , : A 
Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas 
Declara patrimonio cultural intangible de la nación la lengua 
2005 | 3204 | pésiro, música y folklore chiquitanos Eduardo | comps- 
Rodríguez 
p 1/2006 
á Dd : : bean Veltzé 
Héroes mojeños y nacionales: caciques Ojeari (Baures) y 
2005 | 3263 , 
araza (Canichana) 
2005 | 3269 1ra Marcha Indígena de 1990, fecha histórica nacional 
2006 | 3364 | Convocatoria Asamblea Constituyente 
Convenio Protección y Promoción Diversidad Expresiones 
2006 | 3424 | Culturales UNESCO 
2006 | 3525 Regulación y promoción de la producción agropecuaria 
orestal y de no maderables, ecológica 
2006 | 3545 Re-conducción comunitaria de la Ley INRA 
2007 | 3603 Declara patrimonio cultural intangible de la nación la lengua, 
música y folklore chimanes-mosetén 
Evo 
2007 | 3740 Desarrollo sostenible sector hidrocarburos Morales 1/2006- 
2007 | 3741 Transferencia de fondos prefectura Tarija a comunidades Aa 
indígenas y campesinas PROSOL 
2007 | 3760 Declaración de NNUU sobre Derechos Humanos de los 
Pueblos Indígenas 
Elimina financiamiento estatal a partidos, organizaciones 
2008 | 3925 | ciudadanas y pueblos indígenas y crea con estos recursos 
un fondo para discapacitados 
2008 | 3987 Modifica el artículo único de la Ley 3760 
2009 0001 Nueva Constitución Política del Estado 























Fuente: Elaboración propia a partir de las leyes revisadas. Gaceta oficial de Bolivia. 


Es en este contexto político y social, anterior al gobierno de Evo 
Morales, las dos principales leyes relativas a derechos indígenas 
promulgadas fueron: la Ley 1257/1991, que homologa el Convenio 
169 de la OIT, en el gobierno de Jaime Paz Zamora (Bolivia 1991); 
y la Ley 1615/1995 de Reforma Constitucional, en el gobierno de 
Gonzalo Sánchez de Lozada (Bolivia 1995). A partir de ellas, los 
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derechos indígenas son transversales en varios cuerpos legales. En 
todos los casos, los derechos indígenas se originan en convenios 
multilaterales y en iniciativas de organismos internacionales y no en 
iniciativas del país, o en propuestas de leyes de los mismos pueblos 
indígenas. Por otro lado, los derechos de pueblos indígenas abarcan 
la multiplicidad de actividades y relaciones y están imbricados en 
distintos cuerpos legales. Este ordenamiento jurídico consta, por 
consiguiente, de leyes: específicas, derivadas y transversales que se 
relacionan con otros derechos. La Figura 1 es un aproximado de la 
jerarquía legal aquí expresada. 


Por ejemplo, para contemplar un pleno ejercicio de los derechos 
territoriales, étnicos y culturales, enunciados en el Convenio 169 de 
la OIT, fue necesario transversalizar en varios instrumentos jurídicos 
importantes del país, tales como: la Reforma Constitucional (Bolivia 
1995); la Participación Popular (Bolivia 1994a); la Reforma Educativa 
(Bolivia 1994b); la Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria 
(Bolivia 1996c); la modificada Ley de Reconducción Comunitaria 
(Bolivia 2006); la ley Forestal (Bolivia 1996a). Asimismo, la Declara- 
ción de Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas, que fue ratificada por Ley de la República No. 3760/97 
(Bolivia 2007), y que incorpora derechos fundamentales, humanos, 
económicos, sociales, políticos y ciudadanos, además de ratificar los 
derechos de tierra, territorio, étnicos y culturales (que serían parti- 
culares) (Ver Figura 1). 


En este conjunto de leyes no existe un orden predeterminado de 
los derechos indígenas, en consecuencia, planteamos algunos crite- 
rios de orden sobre los fundamentos de los derechos indígenas y sus 
relaciones con otros componentes. El orden que se plantea seguir en 
el campo de los derechos indígenas es: partir del medio biofísico, 
como la base material para la existencia de una determinada po- 
blación; seguir por los aspectos socioculturales (cosmovisión, usos, 
tradiciones, costumbres) y organizativos (organizaciones propias y 
otras adquiridas o adoptadas); hasta llegar a la gestión de territorios 
con identidad étnica y autodeterminación (Cuadro 3). 
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Figura 1 
Orden jurídico: 
leyes específicas, derivadas y transversales en relación 
a los derechos indígenas 








Leyes Transversales DPI 
































Ley 
No. 1654 
Reglamentos y Normas 
Resolución Resolución 
Ministerial Ministerial 
No, 182/97 No. 133/97 
Decreto 
pb Resolución 
b Ministerial 
No. 62/97 
Decreto 
Ley 
Supremo Ley 
No, 24784 INRA a sa 
upremo 
No. 29215 
Ley 
Ley No. 3545 
Decreto No. 1468 
Supremo 
No. 23813 NCPE 
y Leyes 
Ley Específicas , 
No. t6t5 | | 1257-3760 | [ Ley 
Ley 


No. 1551 
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Cuadro 3 


Fundamentos de los derechos indígenas, 
en relación a diversos componentes 





DERECHOS A: 


COMPONENTES 





TERRITORIO Y TIERRAS 


Derechos ancestrales sobre espacios tradicionales. 


Derechos de tierra, territorio (recursos del subsuelo, suelo y 
sobre el suelo), Gestión del territorio. 

Territorialidad, aspectos culturales y sentido de pertenencia a 
un determinado espacio físico. 





RECURSOS NATURALES 


Acceso y uso de los recursos naturales existentes en el territorios 
(suelo, subsuelo y sobre el suelo): 


Bosques, ecosistemas, biodiversidad, suelos, minerales, hidro- 
carburos, agua, áreas protegidas, servidumbres ecológicas y 
los beneficios ambientales, sociales, culturales y económicos 
que puedan generar. 





CULTURA Y ETNICIDAD 


Está especificado en la Declaración de Derechos Humanos de 
Pueblos Indígenas de NNUU; de ellos son relevantes, costum- 
bres, tradiciones, valores, cosmovisión, lengua, conocimientos 
y saberes locales, formas de vida, organización, identidad 
sociocultural. 





PARTICIPACIÓN 
Y ORGANIZACIÓN 


Participación popular en todos los espacios públicos. 
Participación política y ciudadana. 

Derecho a consulta informada, oportuna y apropiada a su 
cultura. 

Toma de decisiones en proyectos y programas que afectan sus 
ormas de vida y sus espacios. 


Respeto a sus formas de organización propias y sistemas de 
oma de decisión. 





TRANSVERSALES 


Corresponden a: Genero, Educación (bilingue), Salud, Intercul- 
uralidad, Servicios. 








GRANDES PROYECTOS 








Emprendimientos multilaterales, que involucran grandes territo- 
rios y cuyas acciones impactan en las comunidades indígenas, 
a saber: 


Corredores bi-oceánicos (carreteras), gasoductos, oleoductos, 


hidroeléctricas, minería (independientemente de si son finan- 
ciados por grandes corporaciones, por gobiernos o el propio 
Estado). 


Debe velarse por el respeto y cumplimiento de los derechos 
indígenas, minimizar los impactos negativos y maximizar los 
beneficios. 


Los grandes proyectos normalmente tienen cuidados ambien- 
ales, pero frecuentemente olvidan que los impactos al medio 
ambiente afectan de manera directa a poblaciones locales, por 
a dependencia que tienen de él. 


Antes que pensar en fondos de compensación que generan 
nuevas dependencias y distorsiones inttacomunales, es nece- 
sario establecer una bolsa común, para ser redistribuida entre 
odas las comunidades, caso contrario se ingresa a un perverso 
proceso de diferenciaciones de “comunidades con proyectos y 
comunidades sin proyectos”. 











(Continúa en la siguiente página) 
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(Continuación de la anterior página) 


DERECHOS A: COMPONENTES 


Desarrollo con identidad, a partir de sus conocimientos sobre 
manejo de recursos naturales. 

DESARROLLO ECONÓMICO A | Derechos intelectuales y patentes sobre saberes y conocimien- 
PARTIR DEL MANEJO DE RRNN | tos con potencial de generar recursos económicos. 

Y SABERES LOCALES Economías verdes, forestería comunitaria, servicios ambientales, 
conservación y protección de bosques y biodiversidad, aprove- 
chamiento integral de recursos naturales. 


En TCs (tierras comunales), que son espacios que no se sobre- 
ponen con otros derechos, ni estructuras; 

en Distritos Indígenas, cuando el territorio es menor al muni- 
cipio; 

en las TCOS o territorios debidamente saneados; 

en los Municipios, si son electos, o cuando esta división política 
administrativa corresponde al espacio del territorio indígena. 
Estos espacios son ideales para procesos de autonomía 
plena. 











GESTIÓN TERRITORIAL 
Y AUTODETERMINACIÓN 
INDÍGENA 














Fuente: Elaboración propia. 


Los criterios antes expresados intentan establecer cierta lógica 
para el ejercicio de los derechos indígenas y busca superar la “eco- 
nomía jurídica” pensada por y para abogados. Debe tenerse presente 
que para operativizar las leyes, existe un conjunto jurídico de varios 
niveles (atomización del derecho). Cada instancia gubernamental 
está relacionada a alguna ley? sectorial; por ejemplo, tierras, salud, 
educación, hidrocarburos, minería, etc., y un ministerio del sector. Las 
normas reglamentarias, operativas y directrices corresponden a las 
instancias político-administrativas de nivel técnico de los ministerios; 
con la nueva CPE, algunas normas reglamentarias serán compartidas 
con las autonomías departamentales, regionales, municipales y las 
autonomías indígenas, y también habrá que conocer estas reglamen- 
taciones. Dicho sea de paso, sin perder de vista que las decisiones 
más importantes sobre políticas, economía, recursos naturales, tierra 
y territorio, impuestos y otros son “competencia privativa” del Es- 
tado en el nivel central, Art. 297.1 a) y Art. 298.1 (Bolivia 2009), estas 
competencias son esenciales para cualquier acto gubernativo. Las 
competencias “exclusivas”, “concurrentes” y “compartidas” sólo 
darán lugar a normas reglamentarias y no se espere mucho en el 
sentido de contar con una normativa local propia diferente a lo que 
se determine en las leyes aprobadas por el órgano legislativo. 





2 Las leyes y reglamentos pasarán por un proceso de ajustes y adecuaciones con- 


forme el texto de la nueva Constitución Política del Estado. 
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La maraña legal-procedimental es otra limitante en el ejercicio de 
los derechos. Los ciudadanos difícilmente toman conocimiento de 
lo necesario para el ejercicio pleno de sus derechos, tampoco recu- 
rren a las instancias apropiadas del Estado. Hay que recordar que 
el desconocimiento de la ley no exime de las obligaciones, puede 
atenuar algunas acciones contrarias a la ley, pero nada más que eso. 
En consecuencia, las leyes son obligatorias, pero su aplicación no es 
automática, ni directa; se requiere el acceso a las distintas instancias 
gubernamentales del Estado boliviano y estar representado legal- 
mente (por un abogado, por alguna organización) para el ejercicio 
de los derechos establecidos en las leyes. 


Otros aspectos que deben considerarse son las jerarquías jurídi- 
cas establecidas en las propias leyes; para ello se plantea conocer la 
trama del tejido legal (Figura 2). Este ejercicio sugiere a los sujetos 
del derecho indígena concentrarse en las principales leyes que ex- 
presan sus derechos. La regla de oro debe ser: toda ley que aproxima al 
bienestar de la población indígena, implica el cumplimiento de los derechos; 
por oposición, todo accionar o norma que aleja de estos derechos, implica 
atentar o incumplir los derechos fundamentales. De este modo las leyes 
específicas se convierten en referentes de cumplimiento del ejercicio 
de derechos. 


Igualmente deben contemplarse los criterios jerárquicos defini- 
dos en la nueva Constitución Política del Estado, en el Art. 410.II. 
La jerarquía en las normas jurídicas son las siguientes para todo el 
territorio nacional: 


1. Constitución Política del Estado. 


2. Los Tratados Internacionales. 


3. Las Leyes Nacionales, los Estatutos Autonómicos, las Cartas 
Orgánicas y el resto de legislación departamental, municipal e 
indígena. 


4. Los decretos, reglamentos y demás resoluciones emanadas de los 
Órganos ejecutivos correspondientes (Bolivia 2009: 196). 
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Figura 2 
Estructura jerárquica de leyes, reglamentos y normas técnicas 





Constitución Política del Estado 
Ley de leyes 
Rige los distintos poderes del Estado 
Establece el marco institucional 
del país 








Ley de la República 
Aprobada por el órgano legislativo 
Promulgada por el órgano ejecutivo 

El órgano judicial vela su cumplimiento 
Es de mandato obligatorio para todos, 
aun si desconocieran la ley 











Reglamento de la Ley 
Se origina en uno o varios ministerios 
Revisa CONAPE para evitar 
sobreposiciones 
Aprueba el Consejo de Ministros y 
Presidente (Decreto Supremo) 
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Normas Técnicas 
Aspectos técnicos de la ley y su 
reglamento 
Se origina en las Direcciones Generales u 
organismos técnicos de los Ministerios 
Son aprobados por Resolución Ministerial 
Tiene efectos técnicos administrativos 
Una ley puede tener tantas normas 
técnicas se requieran para la correcta 
aplicación de la Ley 
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Directrices Operativas 
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El nuevo texto constitucional consta de 411 artículos y 10 dis- 
posiciones transitorias; de ellos, en 100 artículos se hace mención a 
pueblos indígena originario campesinos. El Capítulo Cuarto, en dos 
artículos específicos, establece los “Derechos de las naciones y Pue- 
blos Indígena Originario Campesinos”; estos artículos son: Art. 30.1, 
que define pueblo indígena originario campesino; IL, que describe 
en 18 puntos los derechos reconocidos en la constitución; y II, que 
declara la garantía, respeto y protección de derechos consagrados en 
la constitución. El Art. 31.1,II refiere a la protección de pueblos indí- 
genas no contactados o en peligro de extinción. El Art. 32 reconoce 
al pueblo afro-boliviano derechos similares a las naciones y pueblos 
indígenas. Estas inclusiones de los derechos indígenas en el texto 
constitucional sin duda muestran un avance con relación a la anterior 
constitución, pero no significa que los indígenas tengan mejores o 
mayores derechos; lo único que ha acontecido es la inclusión explicita 
de la declaratoria de derechos indígenas en la carta constitucional, 
que ya era ley de la república, más nada. 


Los enunciados constitucionales sobre derechos indígenas requie- 
ren un proceso de readecuación legal al nuevo texto constitucional; 
en este proceso muchas leyes se mantendrán, otras deben ser modi- 
ficadas. Lo que sí hace falta son reglamentos, normas y directrices 
que viabilicen los derechos; en consecuencia, se reinicia un nuevo 
periodo de enseñanzas y aprendizajes en este campo. En el caso de 
los derechos indígenas, es de suponer que no existirán demasiados 
obstáculos por parte del Estado y la Asamblea Legislativa Plurinacio- 
nal, pero pueden surgir conflictos con grupos de poder obstinados en 
demostrar que la nueva constitución otorga un estatus privilegiado 
a los indígenas, que por lo demás no es cierto, como se demostrará 
seguidamente. 


En la nueva CPE hay gran cantidad de enunciados declarativos 
de lo indígena, que sería la moda. Los derechos consagrados son 
exactamente los mismos para cualquier ciudadano, la diferencia está 
en que los pueblos indígena originario campesinos pueden gozar 
de los derechos relativos a su condición étnica, que son pocas y casi 
folklóricas. La declaración de derechos indígenas sin competencias 
para tomar decisiones sobre los aspectos y factores que afectan sus 
vidas es inocua, y esto es así, por que el Estado asume competencias 
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“privativas”, ya referidas (Art. 297.1 a) y Art. 298.D), que hacen a los 
verdaderos actos gubernamentales y que “no se transfieren ni dele- 
gan, y están reservadas para el nivel central del Estado” (Bolivia 2009: 
135-137). En estas competencias privativas están concentradas las 
decisiones más importantes de políticas públicas sobre recursos natu- 
rales (gran parte de ellos en territorios indígenas), economía, finanzas, 
producción, distribución, impuestos y organización del Estado. Las 
autonomías indígenas originarias y campesinas, a lo sumo, tienen 
competencias “exclusivas” y “concurrentes”, conforme establece el 
Art. 304 (Bolivia 2009: 148-152), las mismas que están limitadas por las 
competencias privativas del Estado en su nivel central. Por ejemplo: 
los pueblos indígenas, a pesar de contar con territorio, no pueden au- 
todeterminarse incluso teniendo este derecho reconocido en la nueva 
Constitución (Inciso 4, parágrafo II, Art. 30), sencillamente porque no 
pueden tomar decisiones diferentes a las establecidas por el Estado 
central (ver competencias “privativas” en la nueva CPE). 


Otro apunte importante sobre la complejidad jurídica que no pue- 
de perderse de vista son las promulgaciones de los decretos supremos 
para distintos fines y no solamente para reglamentar las leyes. Los 
decretos son recursos político-administrativos del gobierno central, 
que son tramitados y promulgados bajo distintos requerimientos. 
Consiguientemente, hacemos notar que hay muchos decretos que 
refieren a los derechos indígenas y que, en algunos casos, de mane- 
ra indirecta pueden afectar o favorecer a disposiciones legales del 
mismo rango y con ello, afectar o favorecer los derechos indígenas. 
En consecuencia, hay que tener más cuidado con la legislación se- 
cundaria que con la principal, pues las distorsiones a los derechos 
vienen en los reglamentos y las normas técnicas. 


Hay que advertir de modo especial sobre el “pluralismo jurídico y 
cultural”, que será una de las modas. Con la nueva CPE, se introduce 
una jurisdicción especial indígena (Justicia Comunitaria), el riesgo 
está en que formalmente los alegatos tengan un carácter etnolin- 
gúístico, hasta axiológico de los usos y costumbres de los pueblos 
indígenas, pero la resoluciones o cosa juzgada se mantenga en tér- 
minos formales del derecho positivo, porque es esa la única escuela 
de abogacía que tenemos en el país, aun cuando los abogados sean 
indígenas. En tales condiciones, bajo la figura de jurisdicción especial 
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indígena, se impondrá la lógica, el lenguaje, usos y costumbres de la 
cultura hegemónica, cuando en la realidad jurídica estará presente 
un paralelismo entre formas de entender y decidir conflictos inter- 
culturales, delitos, infracciones y transgresiones, que son diferentes 
y en casos hasta opuestos. Lo propio en las penas y castigos; en un 
caso es sancionador y en el otro habilitador. Será útil revisar —sobre 
resoluciones constitucionales del pluralismo jurídico— las experien- 
cias de Colombia (Barahona /Rojas 2007). 


Finalmente, resumimos un cuadro referido a las autoridades ins- 
titucionalizadas, con atribuciones en el tema de derechos indígenas, 
en distintos niveles gubernamentales. 


Cuadro 4 
Autoridades competentes con relación a los derechos indígenas 





Autoridades competentes órgano ejecutivo'” 












































Nivel Nacional Departamental Provincial Municipal 
Cabeza de Presidente Prefecto-Gobernador [Subprefecto | Alcalde 
Sector inistros de Área Secretaría Asuntos 

Indígenas 
Técnico- Viceministerios Consejo 
Normativas Direcciones Nacionales Departamental, Concejo 
Direcciones Sectoriales Asamblea Legislativa Municipal 
Departamental 
Operativas Programas y Proyectos Secretarías Reparticiones 
acionales Departamentales del Área 
Fiscalización | Superintendencias Unidades Operativas Unidades 
y Regulación | Sectoriales'' de Fiscalización Locales 





Fuente: Elaboración propia a partir de las leyes revisadas. Gaceta oficial de Bolivia. 





10. Debe considerarse igualmente los otros poderes del Estado: Órgano Legislati- 


vo, Órgano Judicial y Órgano Electoral. 


11 Con la nueva CPE se modifica el régimen de regulación y fiscalización. Quedan 


tres superintendencias: bancos, hidrocarburos y minería, que corresponden a la 
regulación financiera del país y los principales recursos naturales. Es lamenta- 
ble la anulación de la Superintendencia Forestal, cuya competencia regulatoria 
correspondía a los recursos naturales más importantes con los que cuenta el 
país: los bosques (50% del territorio nacional), mucho más importantes que los 
hidrocarburos y minerales, debido a que tienen la capacidad de generar una 
economía de base ancha por las múltiples funciones y actividades productivas 
que pueden desarrollarse en su seno, sin agotar el recurso, como sucederá con 
los hidrocarburos y los minerales. 
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3. Resumen de las leyes con derechos indígenas 


Antes de iniciar las entrevistas de campo fue necesario que el 
equipo tuviera conocimientos de las leyes, su contenido y referen- 
cias de la abundante normativa sobre derechos indígenas. Con este 
propósito, se preparó y sistematizó una síntesis de los derechos indí- 
genas contenidos en las leyes más significativas. Esta misma síntesis 
fue utilizada como cuestionario para indagar, entre una centena de 
entrevistados y dirigentes, el grado de conocimiento que tienen de 
las leyes favorables a la población indígena y las diferentes percep- 
ciones existentes en la Provincia Guarayos respecto a las mismas, 
su aplicación y ejercicio de derechos. El estudio de la legislación 
permitió la preparación de resúmenes y cuadros que dan cuenta de 
la evolución de estas leyes. 


Antes de presentar una síntesis de las principales leyes relativas 
a los derechos indígenas en Bolivia, damos cuenta que el estudio 
despertó susceptibilidades en sectores cívicos, los pensaron que la 
investigación tenía por finalidad la obtención de información de 
estos sectores para tomar represalias contra ellas. Estas tensiones 
políticas'? son inevitables en procesos de cambio social, e influyen en 
el proceso del estudio mismo, lo que nos obligó a una paralización 
circunstancial de las entrevistas y de la aplicación del cuestionario 
sobre el ejercicio de derechos indígenas. Con la suspensión de las 
entrevistas, se evitó contaminaciones de actitudes negativas y ses- 
gos en el relevamiento de datos y, al mismo tiempo, se precauteló 
la seguridad de las personas involucradas en el estudio. Esta expe- 
riencia nos reconfirma que no hay investigaciones puras en materia 
social y que no se puede prescindir de la toma de posiciones tanto 
por parte de los investigados, como de los investigadores, siendo los 
propios acontecimientos los mejores laboratorios de estudio. Una vez 
ocurridos los bloqueos y la toma de instituciones, la investigación 
prosiguió con su labor. 





12 Se refiere a la toma de instituciones que tienen alguna relación con el gobierno 


central y que fue promovida por los comités cívicos en septiembre del 2008, en 
los departamentos de la “media luna”. Estas tomas también fueron violentas en 
Ascensión de Guarayos; fue el caso de la toma de oficinas de CIPCA y amenazas a 
personas que difieren con las posturas de los comiteistas y sectores empresariales. 
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Seguidamente, se presenta la descripción del resumen de los dere- 
chos indígenas, organizada del siguiente modo: los resúmenes tienen 
como encabezado el número de ley, título o identificación de la ley; 
les siguen las disposiciones o contenidos esenciales de los derechos 
indígenas. La enumeración utilizada tiene el propósito de puntualizar 
las ideas fuerza de los derechos legislados a favor de los indígenas, 
no corresponde a ningún otro criterio de orden. En algunas leyes que 
no tratan de manera específica los derechos indígenas, se resalta con 
letra cursiva el texto que alude al derecho. 


A continuación se presentan los resúmenes de los derechos indí- 
genas contenidos en 15 leyes primordiales, de las 45 consideradas 
en el estudio. El resumen rescata las ideas substanciales; con esta 
información se intenta aproximar al lector y en particular a la pobla- 
ción indígena a una idea de los contenidos de las leyes que fueron 
motivo del estudio. 


1. Ley 1257/1991, homologación del Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (Bolivia 1991) 
a) Los derechos de los pueblos indígenas y tribales. 


b) Los derechos de participación y acción coordinada para prote- 
ger los derechos indígenas. 


c) Gozar plenamente de los derechos humanos y libertades fun- 
damentales, sin obstáculos ni discriminación. 


d) Medidas de protección de valores sociales, culturales, religiosos 
y espirituales. 


e) Derechos de tierra, territorio y recursos naturales. 


f) Contratación y condiciones de empleo adecuados a las pobla- 
ciones indígenas. 


g) Formación profesional, artesanía e industrias rurales. 
h) Seguridad social y salud. 
i) Educación y medios de comunicación. 


j) Contactos y cooperación a través de las fronteras. 
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11. 


k) 


a) 


b) 


c) 


Mecanismos apropiados para administrar programas que 
afectan a pueblos indígenas. 


Ley 1333/1992 de Medio Ambiente (Bolivia 1993a) 
Protección y conservación del medio ambiente y los recursos 


naturales. 


Promover el desarrollo sostenible, satisfaciendo las necesidades 
actuales y sin poner en riesgo las necesidades de las futuras 
generaciones. 


El medio ambiente y los recursos naturales son patrimonio de la 
nación, su protección y aprovechamiento esta regido por ley. 


d) El Estado promoverá programas de desarrollo a favor de las comuni- 


e) 


f) 


8) 


a) 


dades que tradicionalmente aprovechan los recursos de flora y fauna 
silvestre con fines de subsistencia!”, 


La Secretaria Nacional y las departamentales de medio ambiente son 
organismos responsables de normar y fiscalizar el manejo integral en 
áreas protegidas, con participación de entidades públicas y privadas 
sin fines de lucro, sociales, comunidades tradicionales y pueblos in- 
dígenas. 


La declaratoria de áreas protegidas es compatible con la existencia de 
comunidades tradicionales y pueblos indígenas. 


El Estado garantizará la participación de comunidades tradicionales 
y pueblos indígenas en los procesos del desarrollo sostenible y uso 
racional de los recursos naturales renovables. Considerando particu- 
laridades socioeconómicas y culturales y el rescate y difusión de los 
conocimientos sobre usos y manejo de recursos naturales. 


Ley 1430/1993 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Bolivia 1993b) 


Reconocimiento de la jurisdicción y competencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 





13 


Se 


resalta en cursiva aquellas expresiones legales de los derechos indígenas 


introducidas en el resumen de manera textual. 
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iv. 


b) Deberes de los estados y derechos protegidos: libre y pleno ejercicio a 
toda persona sin discriminación de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento u otra condición social. 


c) Derechos civiles y políticos: toda persona tiene derecho al reconoci- 
miento de su personalidad jurídica. 


d) Derecho a la vida: toda persona tiene derecho a que se respete su vida 
y está protegida por ley y nadie puede ser privado de la vida arbitra- 
riamente. No se aplica la pena de muerte por ningún motivo. 


e) Derecho a la integridad personal. 
f) Prohibición de la esclavitud y servidumbre. 
g) Derecho a la libertad personal. 


h) Garantías judiciales: todas las personas deben ser oídas por tri- 
bunal competente, presunción de inocencia, asistencia gratuita 
por traductor o intérprete si no habla el idioma del juzgado o 
tribunal, no ser obligado a declarar contra sí mismo. 


i) Libertad de: conciencia y religión, pensamiento y expresión, 
acción. 


j) Igualdad ante la ley. 


k) Derechos económicos, sociales y culturales. 


Ley 1468/1993 Fondo Indígena para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe (Bolivia 
1993c) 


a) El Fondo Indígena establece mecanismos para apoyar los 
procesos de autodesarrollo de pueblos, comunidades y orga- 
nizaciones indígenas de América Latina y el Caribe. 


b) Pueblos indígenas son descendientes de poblaciones que 
habitan el país o una región en la época de la conquista o la 
colonización, y conservan sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 


c) Funciones: proveer una instancia de diálogo para la formulación 
de políticas de desarrollo, operaciones de asistencia técnica, 
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v. 


a) 


b) 


c) 


programas y proyectos de interés para pueblos indígenas; 
canalizar recursos financieros y técnicos para los proyectos y 
programas prioritarios concertados con los pueblos indígenas; 
fortalecimiento institucional, capacidad de gestión, formación 
de recursos humanos, información e investigación. 


Ley 1551/1994 (Bolivia 1994a) y Ley 1712/1996 de Participación 
Popular (Bolivia 1996b) 


Reconoce, promueve y consolida el proceso de participación popular 
articulando a las comunidades indígenas, campesinas y urbanas en 
la vida jurídica, política y económica. 


Reconoce la personalidad jurídica de las Organizaciones Territoriales 
de Base, urbanas y rurales y las relaciona con los órganos públicos. 


Principio de distribución igualitaria por habitante de los recursos de 
coparticipación. 


d) Sujetos de la participación popular: OTBs de comunidades campesi- 


e) 


f) 


8) 


h) 


nas, pueblos indígenas y juntas vecinales. 


Se reconoce como representantes de OTBs a hombres y mujeres, capi- 
tanes, jilacatas, curacas, mallcus, secretarios(as) u otros designados 
según sus usos, costumbres 


La personalidad jurídica reconocida, otorga capacidad legal 
a sus titulares para ser sujetos de los derechos y obligaciones 
emergentes de todo acto civil. 


El registro de personalidad jurídica se hará en la Sección de 
Provincia, mediante resolución de prefecturas o subprefectu- 
ras. 


Derechos: proponer, pedir, controlar y supervisar obras y 
prestación de servicios públicos (educación, salud, deporte, 
saneamiento básico, microrriego, caminos vecinales y desarro- 
llo urbano-rural). Participar y promover acciones relacionadas 
a la gestión y preservación del medio ambiente, el equilibrio 
ecológico y el desarrollo sostenible. Representar y obtener 
modificaciones de obras y servicios cuando son contrarios al 
interés comunitario. Proponer el cambio o la ratificación de 
autoridades educativas y de salud en su territorio. Acceder 
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vi. 


J) 


a la información sobre recursos destinados a la Participación 
Popular. 


Deberes: cooperar en la ejecución y administración de obras, 
participar con trabajo solidario de los servicios públicos, 
resguardo y protección a los bienes públicos, municipales y 
comunitarios, informar y rendir cuentas a la comunidad, inter- 
poner recursos administrativos y judiciales para defender los 
derechos reconocidos en esta ley, promover el acceso equitativo 
de mujeres y hombres en la representación. 


Organizaciones reconocidas: asociaciones comunitarias, comités de 
vigilancia. 


k) Elección de agentes cantonales y subalcalde: elegidos por voto popular 


directo. En lugares con unidad geográfica y sociocultural, producti- 
va o económica menor o mayor a un cantón, el gobierno municipal 
aprobará la creación de un distrito municipal y la designación de un 
subalcalde. 


Ley 1565/1994 de Reforma Educativa (Bolivia 1994b) 


a) Fundamentos: la educación es la función más alta del Estado, uni- 


versal y gratuita, democrática, nacional, intercultural y bilingúe, 
derecho y deber, revolucionaria, integral, coeducativa, activa, 
progresista y científica, promotora de justicia, solidaridad, 
equidad, indispensable para el desarrollo del país y fundamen- 
to de la integración nacional y de la participación de Bolivia en 
la comunidad regional y mundial. 


b) Fines: formar integralmente, defender y fortalecer la salud del 


pueblo, promover la práctica de valores humanos, fortalecer 
la identidad nacional, estimular actitudes y aptitudes hacia el 
arte, la ciencia, la técnica y la tecnología, desarrollar capacida- 
des y competencias, valorar el trabajo, generar la equidad de 
genero, estimular el amor y respeto a la naturaleza, inculcar 
los principios de soberanía política y económica, integridad 
territorial y justicia social. 


c) Mecanismos de participación popular en la educación: juntas 


escolares, juntas de núcleo, honorables concejos y juntas municipales, 
concejos departamentales de educación, concejos educativos de pueblos 
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vil. 


a) 


originarios, Concejo Nacional de Educación y el Congreso 
Nacional de Educación 


Ley 1615/1995 Reforma de la Constitución Política del Estado 
(Bolivia 1994c; 1995) 


Declara que Bolivia es un país libre, independiente, soberano, mul- 
tiétnico y pluricultural. 


b) No se reconoce ningún género de servidumbre. 


c) 


Todo ser humano tiene personalidad y capacidad jurídica, sin distin- 
ción de raza, sexo, idioma, religión opinión política o de otra índole. 
La dignidad y libertad de la persona son inviolables 


d) El poder judicial es responsable de proveer defensa legal gratuita 


e) 


f) 


a los indigentes, así como los servicios de traducción cuando su lengua 
materna no sea el castellano. 


Régimen agrario y campesino: las tierras son de dominio 
originario de la nación, el trabajo es la fuente principal para 
la adquisición y conservación de la propiedad agraria y se 
establece el derecho a la dotación de tierras. No se reconoce el 
latifundio, se garantiza la existencia de las propiedades comunarias, 
cooperativas y privadas. El estado planificará y promoverá el 
desarrollo económico y social de las comunidades campesinas 
y de las cooperativas agropecuarias. 


El solar campesino y la pequeña propiedad son indivisibles. 


g) Se reconocen, respetan y protegen los derechos sociales, económicos 


y culturales de los pueblos indígenas y especialmente los relativos 
a sus TCOSs, garantizando el uso y aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales, su identidad, valores, lengua, costumbres e 
instituciones. 


h) El Estado reconoce la personalidad jurídica de las comunidades in- 


i) 


dígenas y campesinas y de las asociaciones y sindicatos campesinos. 
Las autoridades naturales de las comunidades indígenas y campesinas 
podrán ejercer funciones de administración y aplicación de normas 
propias. 


Fomento a planes de colonización, créditos de fomento a cam- 
pesinos para elevar la producción agropecuaria, impulso a la 
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alfabetización y educación del campesino en los ciclos funda- 
mental, técnico y profesional. 


j) No corresponde a la justicia ordinaria revisar, modificar y me- 
nos anular las decisiones de la judicatura agraria, cuyos fallos 
constituyen verdades jurídicas comprobadas inamovibles y 
definitivas. 


viii. Ley 1599/1994 Contra la Violencia de la Mujer (Bolivia 
1994d) 


a) La violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual 
y psicológica. 


b) Derechos protegidos: toda mujer tiene derecho a una vida libre de 
violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, goza de todos 
los derechos humanos, libre de toda forma de discriminación, a ser 
valorada y educada libre de prácticas sociales y culturales basadas en 
conceptos de inferioridad o subordinación de la mujer. 


c) Deberes de los estados: políticas orientadas a prevenir, sancio- 
nar y erradicar toda forma de violencia contra las mujeres. 


d) Mecanismos interamericanos de protección: cualquier persona 
O grupo puede presentar peticiones a la Comisión Interameri- 
cana de Derechos Humanos sobre violaciones a los derechos 
de las mujeres. 


ix. Ley 1700/1996 Forestal (Bolivia 1996a) 


a) Objeto: normar la utilización sostenible y la protección de los 
bosques y tierras forestales en beneficio de las generaciones 
actuales y futuras, armonizando el interés social, económico y 
ecológico del país. 


b) Reconoce uso múltiple y exclusividad en el aprovechamiento forestal 
en TCOs para pueblos indígenas, como: uso tradicional, comercial 
poco intensivo y comercial intensivo (de acuerdo a normas). 


c) Establece Plan de Manejo Forestal, protección de la cobertura 
arbórea, los recursos forestales, el uso integral, sostenible y 
eficiente del bosque. 
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d) Instrumentos internacionales: Convenio Maderas Tropicales 
(Ley 867/86), Convenio 169 OIT (Ley 1257/91), Convenio 
Diversidad Biológica (Ley 1580/94), Convenio Especies Ame- 
nazadas, CITES (Ley 1255/94) y Convenio NNUU contra la 
Desertificación y Sequía (Ley 1688 / 96). 


— 


Derechos de uso forestal: concesión forestal en tierras fiscales, 
por licitación pública, (a privados y Asociaciones Sociales del 
Lugar [ASLs]); autorización de aprovechamiento en tierras de pro- 
piedad privada y TCOs; permisos de desmonte en tierras aptas 
para usos diversos y obras públicas. 


e 


X. Ley 1715/1996 INRA (Bolivia 1996c) 


— 


a) Crea el Servicio Nacional de Reforma Agraria, el régimen de 
distribución de tierras, la Superintendencia Agraria, la Ju- 
dicatura Agraria y garantiza el derecho propietario sobre la 


tierra. 


b) Define la función económico-social como el empleo sostenible 
de la tierra en actividades agropecuaria, forestal y otros de 
carácter productivo y otros conforme a la capacidad de uso 
mayor (por parte de empresas privadas). 


c) Garantías constitucionales a la propiedad privada a favor de personas 
naturales o jurídicas, el solar campesino, la pequeña propiedad, las 
comunitarias y TCOS. 


d) Las TCOS y tierras comunales tituladas colectivamente no pueden 
revertirse, enajenarse, gravarse, embargarse. 


e) La mediana propiedad y la empresa agropecuaria gozan de 
protección del Estado en tanto cumplan con la función econó- 
mico-social. 


f) Distribución de tierras: adjudicación mediante trámite ad- 
ministrativo a valor de mercado. Dotación a título gratuito 
exclusivamente a comunidades campesinas, pueblos y comunidades 
indígenas y originarias. 


g) Preferencias: dotación a quienes residan en el lugar y no tengan 
tierras o posean de manera insuficiente. La dotación es prefe- 
rente a la adjudicación. 
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xi. 


h) La titulación de TCOs es compatible con la declaratoria de áreas 


protegidas. 


i) Las personas extranjeras no podrán ser sujetos del derecho de 


propiedad agraria bajo ningún título, ya sea directa o por otras 
personas. 


j) Saneamiento de TCOS de oficio o a pedido con participación de los 


a 


pueblos indígenas. 


Ley 1978/1999 Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación Racial (Bolivia 
1999) 


— 


Contra toda forma de exclusión, restricción o preferencia basada en 
motivaciones de raza, color, linaje, origen nacional o étnico y afecte a 
los derechos humanos, las libertades políticas, económicas, sociales, 
culturales. 


b) Los estados condenan toda forma de discriminación racial. Se 


compromete a revisar políticas gubernamentales, nacionales y 
locales discriminatorias. Se prohíbe todas las prácticas de segrega- 
ción racial. 


c) Se declara punible toda difusión de ideas basadas en la superioridad o 


en el odio racial, actos de violencia racial incluida su financiación. 


d) Declarar ilegales y prohibir las organizaciones que promuevan 


e 


la discriminación racial. 


) No permitir que las autoridades ni las instituciones públicas 
nacionales o locales promuevan la discriminación racial o in- 
citen sobre ella. 


f) Constituir un comité para la eliminación de la discriminación 


xii. 


a 


racial. 


Ley 3545/2006 Reconducción Comunitaria de la Distribución 
de Tierras; modifica Ley INRA (Bolivia 2006) 


— 


Garantiza la seguridad de toda propiedad productiva, peque- 
ña, mediana y empresa. 
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b) 


c) 


Fortalecer a la propiedad productiva; ganaderos, agroindustria- 
les, agropecuarios, en contraste de la propiedad improductiva 
O poco rentable. 


La Función Económica Social comprende, de manera integral, 
áreas efectivamente aprovechadas, de descanso, servidumbres 
ecológicas legales y de proyección. 


d) Los desmontes ilegales son contrarios al uso sostenible de la 


e) 


xiii. 


a) 


b) 


c) 


tierra y no constituyen cumplimiento de la función social ni 
de la función económico social. 


La aplicación de leyes agrarias y reglamentos, en relación a los pueblos 
indígenas y originarios, deberá considerar costumbres o derecho con- 
suetudinario, siempre y cuando no sean incompatibles con el sistema 
jurídico nacional. 


Ley 3760/2007 Homologación de la Declaración de la NNUU 
sobre Derecho Humanos de Pueblos Indígenas (Bolivia 
2007)** 


Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como personas, 
al disfrute pleno de todos los derechos humanos y las liberta- 
des fundamentales reconocidos por la Carta de las Naciones 
Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos y la 
normativa internacional de los derechos humanos. 


Derechos: no discriminación, libre determinación, la autono- 
mía, el autogobierno, conservar sus formas organizativas, a una 
nacionalidad, a vivir en paz y libertad como pueblos distintos, 
ano se desplazados por la fuerza de sus territorios, a practicar 
y revitalizar sus tradiciones y costumbres, su idioma. 


Contar con sus propias instituciones en todos los campos. 


d) Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y pro- 


tección del medio ambiente y de la capacidad productiva de 
sus tierras O territorios y recursos. 





14 Le 


y fundamental que los indígenas deben conocer a profundidad. 
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e) Determinar su propia identidad o pertenencia conforme a sus 
costumbres y tradiciones. Elegir la composición de sus insti- 
tuciones de conformidad con sus propios procedimientos. 


xiv. Ley 1978/1999 Contra la Discriminación Racial y la Violencia 


XV. 


Interétnica (Bolivia 1999)* 


a) Combatir toda forma de exclusión, restricción o preferencia basada en 
motivaciones de raza, color, linaje, origen nacional o étnico y afecte a 
los derechos humanos, las libertades políticas, económicas, sociales, 
culturales. 


b) Los Estados condenan toda forma de discriminación racial. 


c) Se compromete a revisar políticas gubernamentales, nacionales y 
locales discriminatorias. 


d) Se prohíbe todas las prácticas de segregación racial. 


e) Se declara punible toda difusión de ideas basadas en la superioridad o 
en el odio racial, actos de violencia racial incluida su financiación. 


f) Declarar ilegales y prohibir las organizaciones que promuevan la 
discriminación racial. 


g) No permitir que las autoridades ni las instituciones públicas naciona- 
les o locales promuevan la discriminación racial o inciten sobre ella. 


h) Constituir un Comité para la Eliminación de la Discriminación 
racial. 


Ley 0001/2009 Promulgación nueva Constitución Política del 
Estado (Bolivia 2009) 


a) Postula la pluralidad y diversidad como seres y culturas, la 
búsqueda del “vivir bien”, el respeto a la pluralidad económica, 
social, jurídica, política y cultural de sus habitantes, la cons- 
trucción del Estado unitario social de derecho plurinacional, 
comunitario. 





15 


Es la que más llamó nuestra atención porque la violencia por razones discrimi- 
natorias sigue vigente en el país, no obstante que la ley manda la eliminación 
de toda forma de discriminación racial. 
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b) Asume el sistema de gobierno democrático, directo y partici- 


c) 


pativo, representativo y comunitario. 


Establece derechos fundamentales referidos a la vida, la 
integridad física, psicológica y sexual; civiles referidos a la 
autoidentificación, la igualdad, la libertad, la inviolabilidad de 
su domicilio y políticos para la participación, el ejercicio y con- 
trol del poder político de manera libre y equitativa; derechos 
indígenas relativos a la identidad, cultura, idioma, tradición, 
historia, territorialidad y cosmovisión; derechos sociales y 
económicos, que incluye el derecho al medioambiente saluda- 
ble, protegido y equilibrado, la salud y la seguridad social, al 
trabajo y empleo, a la propiedad, entre otros varios derechos. 


d) Garantías jurisdiccionales y acciones de defensa, libertad, am- 


e) 


£) 


paro constitucional, acción popular, etc. 


La estructura del Estado está conformada por cuatro órganos: 
legislativo, judicial, ejecutivo y electoral. 


Organización territorial nacional en: departamentos, provin- 
cias, municipios y territorios indígena originario campesinos 
y el régimen de autonomías en cada una de ellas. 


g) La estructuración económica se define como un modelo plural 


orientado a mejorar la calidad de vida y el vivir bien. Planifica 
la economía con participación social, determina las políticas 
productivas de industrialización, comercialización a partir de 
los recursos naturales, el régimen fiscal y monetario. 


h) En materia de medio ambiente, recursos naturales, biodiver- 


i) 


J) 


sidad, tierra y territorio, vela por su protección, conservación 
y el manejo sustentable de los mismos; estos recursos son de 
propiedad y dominio directo, indivisible e imprescriptible 
del pueblo boliviano, su administración, producción y co- 
mercialización corresponde al Estado en función del interés 
colectivo. 


Postula el desarrollo rural integral y sustentable, priorizando 
los emprendimientos comunitarios, con énfasis en la seguridad 
y soberanía alimentaria. 


La jerarquía normativa corresponde: 1) Constitución Política 
del Estado; 2) tratados internacionales; 3) leyes, estatutos 
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nacionales departamentales, municipales e indígenas; y 4) 
decretos, resoluciones del órgano ejecutivo. 


Esperamos que este resumen de las leyes relacionadas con los 
derechos indígenas sea de utilidad para la población en general y se 
los tenga como referencia al momento de ejercer sus derechos consa- 
grados en la legislación boliviana: es exigible su cumplimiento ante 
las autoridades de las distintas reparticiones públicas, nacionales, de- 
partamentales, municipales y en los propios territorios indígenas. 


4. La discriminación y la violencia, una muestra 
del incumplimiento de la ley 


En Guarayos el incumplimiento de algunas leyes es asombroso, 
no sólo por quienes las infringen, sino también por la ausencia del 
Estado para velar por su cumplimiento. Aquí consideramos el caso 
de la Ley 1978 que expresamente establece la eliminación de toda 
forma de violencia y discriminación basado en razones étnicas y ra- 
ciales. La realidad en Guarayos es contraria a lo dispuesto por la ley; 
quizá el caso más llamativo es el de algunos ciudadanos que van en 
contra de la disposición de eliminar la violencia y la discriminación, 
convirtiendo sus acciones en norma. 


e Laexclusión, restricción o preferencia basada en motivaciones 
de raza, color, linaje, origen nacional o étnico es la norma que 
afecta los derechos humanos, las libertades políticas, económi- 
cas, sociales, culturales. Se aplica a los indígenas guarayos que 
no se identifican con los grupos de poder local, siendo aún peor 
la situación de los “collas” o “paisanos” identificados como 
“masistas”. 


+ No existe autoridad estatal que condene la discriminación 
racial; por el contrario, hay autoridades locales que fomentan 
la discriminación. En Guarayos los defensores del estado de 
derecho no existen o simplemente no les interesa su aplicación 
cuando no se trata de ellos mismos. 


+ Los representantes del Estado nacional son proscritos en 
Ascensión de Guarayos, no pueden, en consecuencia, com- 
prometerse a revisar políticas gubernamentales, nacionales o 
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locales discriminatorias que la ley manda y el Estado a nombre 
de la sociedad asumió. 


e En Ascensión de Guarayos las prácticas de segregación racial 
son permitidas y promovidas por autoridades locales y los 
grupos cívicos. Lo que se prohíbe es tener ideas diferentes a los 
grupos de poder, expresarlas públicamente, militar en partidos 
diferentes, contradecir las determinaciones del movimiento 
cívico (paros, bloqueos). La no observancia de estas prohibi- 
ciones deriva en castigos físicos, amenazas y exclusión total de 
instituciones y grupos de decisión; en este caso, indígenas o no 
indígenas no pueden ejercer su derecho ciudadano. 


* No hay sanción contra los instigadores que difunde ideas basadas 
en la superioridad o en el odio racial, actos de violencia racial in- 
cluida su financiación. La población local, como las autoridades 
municipales y subprefecturales, saben que los madereros y 
cívicos pagaron las acciones violentas, la toma de rehenes de 
servidores públicos de la Superintendencia Forestal (SIF) y 
el pago de media página de solicitada de prensa en diario El 
Deber del 18/3/2007. Estos señores son impunes por sus actos 
de tráfico y aprovechamiento ilegal de la madera y se escudan 
en las necesidades económicas de la gente para mantener 
autorizaciones de aprovechamiento inferiores a 200 has. Que 
es la fuente principal de la deforestación y los desmontes en 
Guarayos. 


» Declarar ilegales a los cívicos y a los grupos de poder en Guarayos, o 
prohibir las organizaciones que promuevan la discriminación racial, 
sería un sacrilegio; además, no existe autoridad que cumpla y haga 
cumplir la Ley 1978, hacerlo sería una afrenta a las huestes señoriales 
afincadas en la provincia. 


*  Nopermitir que las autoridades ni las instituciones públicas naciona- 
les o locales promuevan la discriminación racial o inciten a ella; esto 
es pura retórica en Ascensión de Guarayos: la realidad es inversa. 


Los casos resaltados son una muestra de cómo el propio Estado 
no cumple, ni hace cumplir, la legislación vigente, puesto que en la 
provincia Guarayos y en varios otros lugares de la autodenominada 
“media luna” la violencia y la discriminación por motivos raciales 
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y étnicos es práctica corriente de cívicos, autonómicos y la juventud 
cruceñista, quienes se constituyen en verdaderos grupos de choque 
para ejercer la violencia al margen de todo ordenamiento legal. 


La inobservancia de las leyes se debe a su desconocimiento y al 
hecho de que el Estado no tiene la capacidad de hacerla cumplir. 
Por ello, si se promulgan leyes debe ser para cumplirlas y tener la 
capacidad de hacerlas cumplir, caso contrario es preferible no contar 
con ellas. 


CAPÍTULO III 
Los derechos indígenas 
en Guarayos 





A lo largo de cuatro meses se lograron cuarenta entrevistas, con 
diferentes actores sociales. Las entrevistas se enfocaron en las per- 
cepciones de la población sobre el ejercicio de derechos indígenas 
en la provincia y cada entrevista fue realizada teniendo en conside- 
ración las características socioculturales y de representatividad del 
entrevistado. En este análisis se incorporan fragmentos de reportajes 
de prensa local y consultas adicionales que complementan las en- 
trevistas. 


Las personas entrevistadas tienen alguna relación con las organi- 
zaciones indígenas locales, sea ésta de colaboración, de membresía, 
de responsabilidad administrativa o de oposición; las mismas se 
mantuvieron en el tiempo diez o más años, con excepción de los 
extranjeros y actores foráneos tales como los servidores públicos que 
no viven en Guarayos. Otros aspectos considerados en la selección de 
entrevistados son los conocimientos desde diversas perspectivas del 
tema central de la investigación. También fue necesario considerar la 
institucionalidad paralela a la COPNAG, como resultado de la falta 
de reconocimiento de la sociedad local de los derechos indígenas; 
consiguientemente, la adecuación institucional local, tanto a nivel 
del Estado, como de instituciones civiles y políticas de la provincia, 
ocurre al margen de los derechos establecidos en las leyes. 


En este capítulo se repasa las entrevistas realizadas con diferentes 
actores. Los diferentes puntos de vista** sobre los derechos indígenas 





16 Están basados en la revisión y sistematización realizada por Alicia Tejada en el 


documento resumen presentado a la COPNAG para su respectiva validación. 
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en la provincia Guarayos fueron organizados en las siguientes uni- 
dades temáticas: percepciones jurídicas sobre los derechos legislados, 
las adecuaciones legales e institucionales que acontecieron en la 
provincia, finalizando con los derechos indígenas y los principales 
conflictos en opinión de los entrevistados. 


1. Percepciones jurídicas de diferentes sectores sobre derechos 
legislados 


1.1. Relaciones sociales pre-jurídicas en Guarayos 


Las leyes que contienen, en general, los derechos colectivos no se 
han articulado a los marcos institucionales con criterios de validación- 
aplicación y eficacia. Por tanto, la relación que existe en el Estado con 
los actores sujetos de derecho en general no es una relación jurídico- 
administrativa (Bobbio 2005). En los sucesivos conflictos, que datan 
desde el año 1987, la práctica institucional estatal está determinada 
por la política partidaria como factor de mucha influencia. 


El caso de estudio sobre el origen del conflicto interno de la 
COPNAG” sugiere la ineficacia de los derechos legislados. El caso 
tiene que ver con el territorio y los recursos naturales, la presión de 
instituciones locales, de la provincia y el departamento, en sentido 
adverso a las decisiones estatales y contrarias al objeto del derecho 
legislado. Lo que está en juego es el poder local y no el derecho 
mismo, así, el proceso de saneamiento de la TCO en Guarayos, en la 
práctica, favoreció a terceros y no a los indígenas. 


La influencia de instituciones y personajes de y desde la ciudad de 
Santa Cruz de la Sierra en un importante número de acontecimientos 
relacionados con las organizaciones indígenas tiene que ver con la 
ausencia de élites locales. Ante esta ausencia, el poder de influencia 
directa de algunos empresarios y políticos de la ciudad de Santa 
Cruz es mordaz, por el temor de sentirse afectados en sus espacios 
económicos. Esta influencia se muestra relevante para los fines de 
esta investigación. Del mismo modo, la migración de Occidente con 
más de diez años de residencia en Guarayos ha logrado adquirir 





17 Denuncias contra ex dirigentes indígenas comprometidos con la venta de tierras. 
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todos los espacios públicos urbanos, especialmente de Ascensión 
de Guarayos y El Puente y de esta forma influir con visión propia 
y comercial los procesos de desarrollo local: “Hay grupos de poder 
y mucha influencia de gente de afuera que viene [...]. Los mismos 
guarayos están en eso [...]. Las peleas de los indígenas son un tema 
político y [...] también económico” (Trinidad Vaca, ejecutiva de la 
FETCPG —Federación Especial de Trabajadores Campesinos de la 
Provincia Guarayos—). “(Uln interés sectorial, por eso digo: algún 
día el pueblo se va a levantar por un interés común [...];lo que que- 
remos ahora es que [existan] acuerdos; [...] es por eso que nosotros 
esperamos algún día un acuerdo común, para luchar por un mismo 
objetivo” (Ascencio Lavayén, Presidente de la FETCPG). 


1.2. Percepciones externas sobre el ejercicio de los derechos 
indígenas 


Las percepciones externas se obtienen a través de las opiniones 
de entrevistados, también se trata de indagar la percepción externa 
acerca de cómo se relaciona el pueblo indígena gwarayú con el Es- 
tado local. Al respecto, esta es la percepción de William Cortez, ex 
presidente del Comité Cívico de Guarayos: 


Bien dirigido y específicamente pensado en un movimiento indígena, 
no hay; desde la visión de las autoridades ni de la prefectura ni el 
mismo municipio no sabe que es lo que quiere el movimiento, no hay 
un proyecto nia corto nia largo plazo [...]. No hay nada presente que 
pueda mejorar la vida indígena, ni desde el municipio de Urubichá 
que es indígena, no hay una construcción [...]. Hay muchas situacio- 
nes que escapan a cualquier tipo de pensamiento de que haya algún 
modelo de desarrollo indígena. 


Déster Ágreda corresponsal de El Deber en la provincia Guarayos 
comparte esta opinión cuando afirma: 


Es una utopía y, da pena decirlo, pero no se puede tapar el sol con 
un dedo, a diario soy testigo, cubro aquellos acontecimientos [...], 
sin señalar a aquellos dirigentes: pedazos de la TCO se venden, sin 
importarles lo que hay adentro; importa lo que puedan recibir por 
ese pedazo, el negocio de la tierra, el negocio de la certificación, para 
que tal o cual hacendado se apropie de una gran parte de las tierras, 
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sin preocuparse de conservar lo que hay adentro [...], nuestra casa 
grande, entonces esto es literatura. 


Ascencio Lavayén, por muchos años dirigente de la Federación 
de Trabajadores Campesinos y miembro activo de los grupos locales 
autonomistas, y Elizabeth Ortiz del Comité de Vigilancia de Urubi- 
chá opinan sobre la crisis del movimiento indígena. Dice el primero: 
“Han prestado sus oídos a la parte política, por lo que hemos tenido 
grandes disputas entre los propios guarayos, esto es especialmente 
en las autonomías y esto perjudica la tranquilidad del pueblo”. Ortiz 
expresa: “Los indígenas son lo más corruptos en temas de derechos 
humanos; tienen una imagen conflictiva y además no se les tiene 
credibilidad a los líderes existentes, nosotros como Comité de Vigi- 
lancia queremos frenar esto”. 


A estas percepciones se suma José Mamani Terrazas, presidente 
de los gremialistas en Ascensión de Guarayos, con similares expre- 
siones. Por otro lado, en ocho entrevistas a extranjeros (brasileños, 
rusos, europeos) la percepción es que se conoce muy poco acerca de 
los roles de las organizaciones indígenas y de sus derechos, pero, a 
través de fuentes documentadas de COPNAG, se obtuvo informa- 
ción específica acerca de la relación contractual (compra-venta de 
tierras) de los ciudadanos rusos con algunos ex dirigentes de esta 
organización. 


En los casos referidos a los menonitas, estos rehuyeron a las entre- 
vistas y acudieron a la subprefectura; temen hablar sobre su relación 
con las organizaciones indígenas y solicitan protección. Más tarde se 
nos hizo conocer, en la misma subprefectura, que cualquier entrevista 
se concedería a través de sus abogados. Lo evidente es que la colonia 
menonita en Guarayos está asentada en la TCO gwarayú y en un área 
que fue una concesión forestal, que debió ser devuelta al Estado. 


1.3. Percepción de individuos indígenas sobre el ejercicio los 
derechos legislados 


Marcela Tayandi reflexiona acerca de cómo la “norma karai” va 
adquiriendo valor de utilidad sobre el derecho consuetudinario. 
Tayandi valora las leyes sobre derechos de educación, la mujer y 
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forestal; explica con claridad la puesta en práctica de estas leyes y se 
declara beneficiaria de esos derechos, por los cuales, se desenvuelve 
en otros ámbitos de la sociedad, en marcos institucionales que fun- 
cionan. Actualmente es miembro del Consejo Educativo de Padres 
de Familia, co-conductora de un programa radial y funcionaria de 
la Alcaldía Municipal de Ascensión. Desde estas posiciones, Tayandi 
estaría ejerciendo los derechos legislados, a los que accedió, incluido 
el aprovechamiento forestal comercial; se refiere a ello de la siguiente 
manera: “ese derecho que nos critican y del cual yo todavía no me 
he vestido”. Como Tayandi hay muchos individuos en Ascensión, 
que incluso sobrepasan a la institución COPNAG cuando ésta es un 
obstáculo para el ejercicio de sus derechos, vinculándose de forma 
directa con las leyes kara1. 


La correspondencia de las opiniones vertidas por Tayandi con la 
propuesta de las mujeres indígenas de santa Cruz (Mujeres Indígenas 
2006) no es casual; las mujeres indígenas buscan constitucionalizar 
derechos que el movimiento indígena ha venido demandando casi 
por dos décadas, y esos derechos propuestos para la nueva carta 
constitucional ya están consagrados en diferentes leyes (ver Capítulo 
Dos de este documento). 


A nivel de las comunidades, varios consultados valoran los dere- 
chos legislados traducidos en servicios útiles para la vida, en virtud 
de los derechos establecidos en las leyes. En algunos casos, como 
educación con deficiencias y en materia de derechos humanos, la 
presencia del Estado es incipiente. Seguidamente se rescatan, en 
orden, los testimonios de Ambrosio Yabó, presidente de la Central 
Comunal Cururú (CCC); Raimundo Cuarembi, Director Distrital de 
Educación de Urubichá; y Leoncio Justiniano, del Comité de Vigi- 
lancia de Urubichá, sobre los temas referidos: 


Es parte del hospital el seguro de salud, para los niños y para los 
mayores y para las mujeres. Si un adulto está enfermo, lo recibe el 
hospital, porque tiene seguro y lo curan. Si la enfermedad es muy 
fuerte no se puede curar, se muere no más la persona. Si se puede 
sanar con los remedios que da el hospital, con el seguro sana la per- 
sona [...]. Ahora ya tenemos en la comunidad escuela de material, 
tenemos profesores que son de Urubichá y tenemos ítems para los 
cuatro profesores, tenemos posta sanitaria. 
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Falta mucho trabajar, todavía no hay igualdad de derecho y condi- 
ciones, hay diferencias entre las personas originarias y el karai [...]. 
Hay personas que todavía abusan de las persona que no conocen 
sus derechos [...]. Todo quedó en teoría; no ha habido intenciones 
para poder atender a este compromiso sobre los derechos humanos; 
tenemos mucho atropello psicológico, físico, explotación en nuestras 
comunidades. 


En nuestra población existe abuso contra los derechos humanos [...], 
solamente contamos con un policía y el policía no nos da la solución 
[...]. Hay diferentes colores políticos, pero no les dan lugar hasta ahora 
a los propios indígenas, siguen siendo manipulados por los propios 
gobernantes tanto prefecturales como municipales. 


En Yotaú, don Francisco Justiniano tiene un propio enfoque ba- 
sado en su experiencia de muchos años. Nos refiere el caso de la ley 
INRA, las leyes son enunciadas en sus bondades, su aplicación y 


cumplimiento es lo que no funciona: 


Siempre he escuchado de esta ley que hay, yo lo he escuchado en 
la marcha'* que todo iba a cambiar, la ley ande estamos ahora, la 
constitución que iba ir cambiando. Esto empezó desde la marcha, 
así que esta ley yo fui viendo, fui a la marcha en el 96, también fui a 
Tatarenda el 2004, estuvimos y se suspendió, de ahí ya nos vinimos, 
también fui hasta Samaipata; ahí [...] conseguimos la modificación de 
la ley INRA, fuimos de todas partes, de San Javier, del Beni, de todas 
partes [...]. Ahora hay que hacer funcionar todo eso. 


1.4. Derechos legislados vs. derechos consuetudinarios 


Los derechos legislados no corresponden con los derechos con- 


suetudinarios, al contrario, transgreden los valores propios de la 


justicia basada en “dar una nueva oportunidad”, antes que “sancio- 
nar o castigar”. Las instituciones indígenas en Guarayos aún no han 
incorporado las lógicas de acción-reflexión-acción que se utilizan en 
el derecho consuetudinario, debido a que los programas externos, 
entre los que se inscribe el derecho positivo, son de carácter “metis- 
ta” (alcanzar metas), unidireccional, opositivo: se gana o se pierde, 


se cumple o se castiga. Es evidente, por otro lado, la existencia del 
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Segunda Marcha Indígena 1996, por tierra, territorio y recursos naturales. 
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castigo físico en las comunidades como pena mayor; el mismo tiene 
carácter público porque busca el efecto preventivo y rehabilitador: se 
castiga al infractor en señal de advertir a la comunidad a no incurrir 
en actos similares; pero al mismo tiempo, es un acto de rehabilitación 
social del infractor por los actos contrarios a la vida comunitaria que 
hubiese cometido. 


El profesor Antonio Viracoti, director del Centro Educativo Santa 
Teresita en Ascensión de Guarayos, nos ilustra al respecto: 


Por ejemplo, el concepto del perdón, fuertemente adoptado por la 
iglesia católica, es el que está por encima de la sanción legal espe- 
cialmente en las comunidades; por eso es que para muchos técnicos 
y profesionales es difícil entender que mucho de lo que ellos llaman 
delito no se sancione, o que se determine “dar una nueva oportuni- 
dad” y es que [...] a alguien que robaba se le daba un castigo físico 
y ahí terminaba el problema, entonces ahora es distinto: hay que 
seguirle proceso y hasta [...] quitarle la libertad, entonces ya es otra 
idea muy distinta [...]. Por eso ahora los conflictos están tanto tiem- 
po; no se sabe cuál solución va a ser la mejor (Entrevista, programa 
Cabildo, Radio Santa Cruz)”. 


Los nuevos derechos establecidos en la nueva CPE, en algunos 
casos, van a requerir adecuaciones en el sentido de lo que las co- 
munidades entienden como justicia y el derecho: conceptos sociales 
reparadores y habilitadores, y no tanto sancionadores. El ámbito de 
aplicaciones debe circunscribir a las comunidades específicamente y 
no puede tener un carácter amplio, ni general, ni siquiera a nivel de 
cada pueblo; por tanto, no se puede hablar de “justicia comunitaria” 
única y válida para todos, ella siempre será particular y restringida 
sólo al ámbito de la comunidad y a sus miembros o a los que infrin- 
gieran en ese ámbito. No tomar adecuaciones oportunamente en los 
sentidos señalados podría desbordar las acciones bajo el argumento 
de aplicación de los derechos reconocidos en la Constitución, como 
aconteció con la resolución de darle una arroba de azotes a Marcial 





12 Veren apartado Entrevistados los detalles de las entrevistas conducidas por Ali- 


cia Tejada en el programa Cabildo de la Radio Santa Cruz, con sede en Ascen- 
sión de Guarayos. 
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Fabricano por haber traicionado los intereses de la comunidad y los 
indígenas”: 


Las organizaciones representativas deberían estar mirando con los 
ojos abiertos si hay corrupción en la justicia comunitaria, lo cual en 
Ascensión no se hace; no se practica, esperemos también que esta 
corrupción no se practique en las mismas instituciones indígenas 
(Ascencio Lavayén, presidente de la FETCPG). 


Pero hay otro aspecto con el que debe tenerse cuidado: la forma sis- 
temática en que se está solapando el derecho consuetudinario con el 
abuso de poder bajo el argumento de derechos indígenas ejercido por 
grupos de poder, utilizando a los indígenas contra su propia gente: 


Proyectos partidarios, llámese autonomismo o masismo, están su- 
plantando la justicia comunitaria por abusos de poder, por hechos 
delincuenciales. Creo que se ha abierto una caja de pandora con este 
tema [...], ojalá me equivoque, pero van a ser los grupos con poder 
acumulado (político, económico) los que se apropien y abusen de 
esta medida incluso contra su misma gente (Yadir Silvestre Céspedes, 
abogado asesor de la Subprefectura de la provincia Guarayos). 


Para nosotros la justicia es la verdad y el respeto; en la comunidad 
hacemos nuestras normas y las tenemos que respetar todos; hay cas- 
tigo para el que roba, el que viola, el que asesina [...], pero tenemos 
normas hasta para entrar a cazar, pescar, todo relacionado con nuestra 
propia forma de vivir [...]. El cabildo decide el castigo antes y el corre- 
gidor lo aplica o la persona a la que el manda; a veces se decía: “Esas 
tres personas lo van a “guasquear” ”; a veces esas personas tampoco 
querían y se nombraba a otras, pero otro castigo más fuerte no hay. 
En parte, puede ser la primera vez que se definen sanciones legales, 
del derecho positivo y en base a estatutos, en el año 2006, cuando se 
conforma un tribunal disciplinario con el mandato de investigar venta 
de tierras, y eso hasta ahora se sabe qué hacer con los que hallaron 





20 


La comunidad y los caciques impusieron el castigo. Los azotes, el cepo, formas 
de castigo que los patrones colonizadores propinaban a los indígenas, aún se 
mantienen en varios pueblos del Oriente de Bolivia. Lo curioso de este caso: la 
forma de castigo impuesto por los patrones a los indígenas ahora aparece como 
una brutalidad indígena contra el indígena Marcial Fabricano, gracias al inusi- 
tado despliegue de medios de comunicación controlados precisamente por los 


patrones modernos. 
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culpables porque no manejamos bien ese derecho (Profesor Daniel 
Aeguazu, subprefecto provincia Guarayos). 


2.  Adecuaciones legales e institucionales en la sociedad local 
de Guarayos 


2.1. Adecuación de la institucionalidad local, estatal e indígena 
en el ejercicio de los derechos legislados 


La adecuación de la institucionalidad local para el ejercicio de los 
derechos legislados se analizó como parte de las adaptaciones ins- 
titucionales locales en la aplicación de las leyes y normas. Cómo las 
leyes influyen en la adecuación de marcos institucionales, estatutos, 
etc. El resultado es que no fortaleció sus estructuras organizativas. 


En la COPNAG hay al menos tres cambios en los estatutos que 
hacen referencia a la adecuación de marcos institucionales referidos 
a leyes de la República. El penúltimo realizado hace unos seis años 
incorpora, por ejemplo, los derechos de la mujer, los derechos foresta- 
les y crea instancias consultivas, además de ampliar su directiva con 
funciones específicas en las carteras de recursos naturales, economía, 
medio ambiente y género. También define fuentes de financiamiento 
e incluye la “certificación”? como una de estas fuentes. 


El año 2006 se constituye por primera vez un tribunal disciplina- 
rio con las capacidades técnicas para investigar hechos de violación 
a derechos indígenas, por mandato de asamblea y por primera vez 
se definen sanciones penales (Resolución No. 1/25.03.2006) para 
quienes hubiesen incurrido en el delito de venta de tierras en la TCO 
Guarayos. Dichas sanciones no se han aplicado. 


Las adecuaciones de las organizaciones indígenas en función de 
los derechos legislados son: OTBs; juntas educativas de padres de 





21 La experiencia de las “certificaciones” de tierras y para pequeños aprovecha- 


mientos forestales fue lamentable, puesto que por este mecanismo se defores- 
taron varias hectáreas de monte, que luego fueron convertidas a la agricultura, 
facilitando la enajenación de la propiedad colectiva indígena para beneficio de 
otros sectores. Fue parte también, sin embargo, de la corrupción de dirigentes. 


72 LOS DERECHOS INDÍGENAS Y SU CUMPLIMIENTO EN EL TERRITORIO INDÍGENA DE GUARAYOS 





familia; responsables de salud; responsables forestales; secretarías de 
género, tierra y territorio, recursos naturales y otras. Estas adecua- 
ciones, dentro la estructura orgánica de los indígenas, corresponde 
a la adecuación institucional, normativa a las leyes que incorporan 
esos derechos. 


En los últimos siete años hay una fuerte tendencia de los dirigen- 
tes a trabajar con “sus propios técnicos” y sin los llamados “asesores 
O apoyos técnicos externos”. Esta situación coincide más con la fina- 
lización de los proyectos de apoyo a indígenas, que con el ejercicio 
de derechos a partir de las leyes y su propia institucionalidad. Los 
resultados de esta experiencia no es de las mejores; existe mucha 
debilidad en las organizaciones indígenas, hay grandes dificultades 
administrativas y de gerencia, situaciones que no se resolverán en el 
corto plazo, a no ser que exista fuerte inversión por parte del Estado 
en la capacitación de técnicos indígenas para actividades gerenciales 
y administrativas. 


En la opinión de los consultados existe una marcada diferencia de 
la situación en las comunidades, un “antes” de las leyes, en el que se 
sentían unidos y respetuosos; y un “después”, es decir, con leyes e 
influencias de otras culturales que están modificando abruptamente 
las formas de vida en las comunidades. Aquí sus testimonios: 


Anteriormente como decía, te hablo de 1996, cuando se hizo la de- 
manda, el pueblo Guarayos estaba más unido, se sentía fortalecido, 
garantizado con su institución. Hasta este momento los indígenas es- 
tán un poco desorganizados, especialmente vemos aquí en Guarayos 
hay dos cabezas, uno que esta con el gobierno y otro con el pueblo 
(Freddy Torrico, subprefecto de la Provincia Guarayos). 


Antes nos respetábamos mucho, siempre hemos sido respetuosos de 
la ley, pero hoy en día estamos perdiendo nuestros derechos como 
hermanos y no debemos permitir porque nuestros abuelos se hacían 
respetar (Venancio Mborovainchi, concejal del Gobierno Municipal 
de Urubichá). 


Hay costumbres, por ejemplo, como ésa que uno veía los días sábados 
a las mujeres en fila arreglándose el cabello y despiojándose, que no 
es un gran problema dejar ir [...]. Ahora se lavarán con shampoo y 
eso es de otra cultura que podemos adoptar para mejorar, pero no es 
igual, por ejemplo, que la costumbre del servicio a la comunidad, la 
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limpieza de calles, de plazas, la preocupación de todos por que todos 
nuestros espacios estén bien cuidados, hasta las lagunas se limpiaban 
[...]. Ahora eso se deja a la alcaldía; y esa es una costumbre que se 
deja y que nos afecta a todos; quiere decir que era una costumbre 
importante, una norma sería ahora, ¿no?, una norma que hace bien 
a toda la sociedad (Profesor Antonio Viracoti, director del Colegio 
Santa Teresita). 


A la influencia de las leyes en la vida de las comunidades y en las 
que se resalta principalmente los efectos negativos, también debe 
sumarse la influencia de dos proyectos políticos: departamental y 
nacional. En verdad, estas influencias han derivado en fuertes impac- 
tos para toda la estructura de la COPNAG, estableciendo un estado 
de confrontación y de resistencia que se prolonga por años y genera 
acciones y reacciones. En este campo, la ley del más fuerte ha sido la 
única ley posible de aplicar en Guarayos, una ley que no tiene que 
ver con derechos legislados, ni con derecho consuetudinario, sino 
con los intereses de los grupos de poder económico. 


Las acciones reactivas pueden derivar en mayor relajación de las 
normas legales, puesto que no toman en cuenta el incremento de los 
elementos externos, en contra o a favor después de cada experiencia. 
No hay espacios ni tiempos para el análisis situacional contrastado 
con el ejercicio de derechos, o con la evaluación de costumbres y 
normas que vale la pena resguardar y conservar. 


2.2. Los derechos legislados entre las pugnas políticas 


Esta investigación también pretende reflejar los efectos de la 
puesta en vigencia de aproximadamente cincuenta normas legales 
y de la constitucionalización de derechos indígenas, así la forma en 
que ello se podrá medir gradualmente. Los avances en este campo 
pasan necesariamente por presupuestos económicos e inversiones 
estatales que mejoren sustancialmente las economías domésticas de la 
población indígena; caso contrario, estas necesidades siempre serán 
la causa y excusa para diversas interferencias no deseadas. 


En la medida en que se elabore una adecuada estrategia de 
evolución institucional que acompañe las conquistas legislativas, 
con inversiones desde el Estado, será posible dar respuestas a la 
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interrogante planteada. En tanto y en cuanto los derechos legislados 
no sean respaldados con inversiones estatales productivas y 
reproductivas, y una fuerte institucionalidad de las organizaciones 
locales e indígenas en el territorio indígena, es improbable ver sus 
efectos positivos. 


También será necesario superar las prácticas de “co-optación” e 
“intervención” de las instituciones estatales en todos sus niveles y, en 
su lugar, apoyar o no obstaculizar la readecuación de espacios para 
el debate público sobre medidas administrativas operativas de las 
normas legales. Sin embargo, por ahora hay un bajo nivel de confian- 
za frente a la constitución a corto plazo de estos espacios; las pugnas 
políticas del partido de gobierno y los opositores están arrastrando en 
sus peleas a toda la población y, lo peor, ello está generando mucha 
incertidumbre sobre el momento que se vive: 


Me parece que ese es un discurso perjudicial porque la verdad ya 
ahora no se puede decir, entonces uno tiene que callar [...], muchas 
veces hasta uno tiene que huirle a las entrevistas porque hay una 
discriminación, no hay esa confianza, O es masista o es autonomista. 
El MAS lo mira mal y los autonomistas lo miran mal, se está qui- 
tando la libertad de poder enfocar la problemática de su provincia 
(Trinidad Vaca, ejecutiva de la FETCPG y activista del movimiento 
autonómico cruceño). 


Uno de los dirigentes comunales coincide en señalar la existencia de 
un ambiente de censura que impide el diálogo: “Eso es porque falta 
el respeto, si no faltaría el respeto, se pudiese entrar a hablar, tener un 
diálogo; falta respeto por las razones, de eso los llevan a las personas 
empujando porque no quieren las cosas claras, que no se publiquen, 
que sean algo oculto” (Ambrosio Yabó, presidente de la CCC). 


Una enseñanza que se puede extraer de los casos tratados, tanto 
por las respuestas encontradas en las entrevistas, como por experien- 
cias observadas, es que la legislación de derechos indígenas en el país 
funciona con la lógica de los proyectos. Las leyes funcionan mientras 
existen recursos para sostenerlos; cuando se acaban los recursos eco- 
nómicos, los derechos legislados como los proyectos desaparecen. 
Mientras había dinero para los proyectos, habían muchos técnicos y 
talleres en las comunidades, muchos hablando de los derechos, ahora 
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todos han desaparecido, no hay proyectos y no hay quienes hablen de 
los derechos y las comunidades retrocedieron incluso en sus propios 
derechos consuetudinarios, porque ellos fueron distorsionados y se 
está perdiendo con el paso de nuevas generaciones. 


2.3. Relación jurídico-administrativa local en el marco de las 
nuevas leyes 


Las entrevista con el alcalde municipal de Ascensión de Guarayos 
y con otros responsables de instancias públicas, como la Fiscalía, la 
Superintendencia y la Subprefectura de la provincia, dan cuenta de la 
ausencia de vínculos entre los derechos legislados y la aplicación de 
los mismos en los procesos administrativos. Destacamos los siguien- 
tes elementos de la falta de vinculación entre derechos legislados y 
procesos administrativos: 


» No se puede definir responsabilidad administrativa de servi- 
dores públicos que incumplen las leyes. 


* No existe seguimiento ni evaluación de la eficacia de derechos 
traducida en políticas, o de los planes y proyectos correspon- 
dientes, cuya reseña sería importante para toda la sociedad, 
puesto que la puesta en vigencia de los derechos en los ins- 
trumentos de gestión estatal derivaría en una adecuación 
institucional favorable a todos los ciudadanos. 


Robert Schock, el alcalde municipal de Ascensión de Guarayos, 
a tiempo de reconocer que no existe ninguna instancia, ni política o 
proyecto referido o referenciado a derechos indígenas explícitamente, 
reflexiona acerca de la responsabilidad de las organizaciones indí- 
genas en la incorporación, en planes municipales, desde su propia 
cultura: 


Mire, yo he visto que primero debemos hacer una crítica constructiva, 
creo que la dirigencia indígena guaraya concentró la mayor parte de 
su actividad en el tema tierra y descuidó el tema cultural. Creo que 
la mayor actividad, si uno les pide un balance de actividades, con 
seguridad que en la mayoría de los puntos de un informe que puedan 
brindar va a sobresalir el tema tierra. El tema tierra como recurso 
generador de divisas inmediatas y fáciles. 
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No ha trabajado la dirigencia indígena en un plan estratégico cultural, 
si lo ha trabajado lo desconozco, y si lo hubieran hecho ha sido muy 
débil. Lo único que conozco en esta área es el CEPIG, que a avanzado 
en este tema, pero que también al parecer es muy débil, sin mucha 
agresividad, entonces creo que la dirigencia indígena debe dar un 
vuelco en su accionar dirigencial [...]. Si no hubiera sido la iniciativa 
municipal no hubiera existido la enseñanza de la lengua guaraya 
en aulas, entonces creo que aún está a tiempo la dirigencia indígena 
de rediseñar su accionar y en la medida en que defienden la tierra 
defienden la cultura, creo que por defender una cosa han descuidado 
lo más importante, lo más trascendental, lo que tiene como identi- 
dad al pueblo que es su cultura, no hemos trabajado ni de manera 
conjunta ni de manera aislada en un plan estratégico cultural para 
el pueblo guarayo. 


El mismo alcalde asegura que la única ley de la República que fue 
difundida y conocida por la mayoría de la población fue la de Partici- 
pación Popular y hace una autocrítica a las instituciones estatales: 


El país como tal, el Estado boliviano como tal, no ha sabido difundir 
las leyes que existen en nuestro país, hemos sido incapaces todos 
los gobiernos, no sé si por temor que conozcan derechos o porque a 
mayor desconocimiento de las leyes se puede dar una mayor impo- 
sición de un aparato dominante, o qué habrá sido, pero si hacemos 
un análisis en general la mayoría de las leyes en nuestro país son 
pocos conocidas. 


Los vacíos de aplicación de derechos indígenas en la gestión pú- 
blica son más que evidentes, así se puede constatar en las expresiones 
de un concejal indígena de un municipio indígena: 


Esta es otra experiencia que me he ganado como funcionario público, 
en el caso de nuestro municipio de Urubichá falta mucho reconocer o 
aceptar. El municipio indígena es sólo un nombre, pero en la práctica 
no se da el derecho de los pueblos indígenas porque no participamos 
todos, por ejemplo, en los POA, sólo un sector (Venancio Mborovain- 
chi, concejal del Gobierno Municipal de Urubichá). 


El fiscal de la provincia, abogado Arturo Morón, cree que las po- 
líticas del ministerio público sobre asignaciones presupuestarias, de 
personal, etc., son inadecuadas y que no corresponden a las funciones 
de esta instancia. Además, reconoce que habiendo sido él mismo 
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designado para administrar la ley en Guarayos nunca fue capacitado 
en el área de derechos indígenas: 


No, no conozco [la legislación indígena]. Lo que ocurre normalmente 
y creo que en todo el país, nosotros los representantes del ministerio 
publico que estamos en provincias no tenemos oportunidades de 
acceso a esa documentación, o no tenemos acceso a cursos de capa- 
citación para aplicar esta normativa o cómo reconocerla; triste, una 
vez al año nos llaman a algún seminario y listo. En primer lugar, nos 
dejan con un vacío legal, tendríamos que comprarnos nosotros las 
leyes para poder tener acceso y poder leerlas e interpretarlas, que no 
es lo mismo que nos sentemos en un taller y que vengan capacitado- 
res, es mucho más difícil para un fiscal de provincia. 


Para el responsable de la Superintendencia Forestal en Guarayos, 
ingeniero Ronald Hurtado, las organizaciones indígenas acuden a 
dicha instancia sólo para cumplir con requisitos de autorizaciones 
forestales, pero no se han preocupado por realizar denuncias sobre 
ilegalidades en el bosque ni en el control de su territorio. 


En el campo estatal local, las relaciones jurídico-administrativas son 
débiles y hasta inexistentes. Recordemos a Bobbio de manera inversa: 
si no existe una relación administrativa en el Estado a partir de las le- 
yes, entonces los derechos legislados no tienen ningún sentido desde 
el punto de vista de la “teoría institucionalista”. En este caso, no existe 
una regla de conducta social que haga al derecho, pero tampoco en el 
sentido de la “teoría normativa estatalista” para la cual el conjunto de 
leyes es vital para establecer desde el Estado las normas de conducta 
en la sociedad, situación que no está ocurriendo. Entonces, en guarayos 
formalmente existen los derechos, pero en la práctica de la sociedad y 
de las instituciones estatales no existen los derechos indígenas. 


2.4. Los indígenas y sus derechos en la sociedad karai 


Existen pequeños espacios emergentes entre los indígenas guara- 
yos, que buscan hacer cumplir sus derechos humanos en la sociedad 
karai. Va creciendo este sentimiento, primero como preocupaciones 
manifestadas en el caso de tierras, o como ejercicio del derecho en el 
caso de la familia y la niñez; pero también está la indigenización de 
instituciones muy a gusto de algunos grupos de poder: 
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Lo que nosotros hemos planteado es que no haya violación de los 
derechos en cuestión de tierras [...]. Mucha gente está negociando 
tierras, están haciendo pelear a la gente, por ejemplo, si [...] las par- 
celas son de las comunidades, si ellos no venden tierras pero otras 
personas las venden ya comienzan a crear problemas y peleas con las 
comunidades, porque de repente aparece el comprador, la comuni- 
dad no cede, después las misma persona que ha vendido mete gente 
para hacer pelear, eso no es debido [...], que se corte (Ambrosio Yabó, 
presidente de la CCC). 


Otros campos del derecho, como el de la niñez y la familia, cuentan 
con instituciones que realizan campañas permanentes a través de los 
medios de comunicación local, especialmente el Plan Internacional 
que además apoya a la Defensoría, al Gobierno Municipal y otros en 
este campo. No existen registros que permitan discriminar informa- 
ción por origen o etnicidad, pero tenemos elementos suficientes para 
afirmar que, al menos en ascensión de Guarayos y en El Puente, son 
atendidos los requerimientos de las mujeres” el testimonio de una 
mujer de Yotaú refleja propiedad en la interpretación de su derecho 
y seguridad en el espacio que le permitió ejercerlo: 


Yo me defendí, lo acusé por violencia familiar y llegamos a una 
separación y ahora vivimos separados, él tuvo que poner una pen- 
sión para los chicos; hemos sufrido harto pero nunca lo he dejado. 
Yo quiero decir a todas las mujeres, a las señoritas, que ellas tiene 
el futuro por adelante ya que nosotras las mujeres mayores hemos 
abierto el camino; aunque sufriendo pero viendo la necesidad que 
tenemos todas las mujeres vamos a llevar ese camino, pero con este 
cambio pueden ser más respetadas ellas, quisiera animar a todas las 
mujeres de todo Bolivia (Cornelia Barriga). 


Una de las debilidades estratégicas ha sido situar el derecho 
indígena como extraño al derecho de todos y a las obligaciones con 
todos. Creemos que esta es una de las razones por las cuales no se 
censuran los marcos institucionales funcionales al debate partidario, 
los mismos buscan “indigenizar” las instituciones locales con quienes 
menos exigencias tienen acerca de los derechos indígenas y hasta 





22 Puesto que los corregimientos y defensorías de comunidades, en el mismo Mu- 
y 


nicipio de Urubichá, son incipientes. 


LOS DERECHOS INDÍGENAS EN GUARAYOS 79 





con quienes los transgreden. Por ejemplo, en vida Freddy Torrico, 
subprefecto de la provincia, y José Urañavi, asambleísta departamen- 
tal por la provincia, ambos indígenas, optaron por un discurso de 
defensa de otros intereses vinculados a las relaciones tradicionales 
de la provincia, como antepuestos y hasta contrarios a los derechos 
indígenas, y guardan correspondencia con los del movimiento cívico 
y otros sectores conservadores: 


La dispareja posición de las ONGs que se dedican a apoyar a las orga- 
nizaciones indígenas, algunas con su propia ideología, están creando 
antagonismo, porque algunas en realidad no se dedican a buscar el 
desarrollo, un desarrollo competitivo, una propuesta que ellos hagan, 
sino que los están saturando de ideologías, que tal vez sean sesgadas 
para la propia convivencia local, que la gente está acostumbrada. Los 
relacionamientos de las ONGs hacen que ideológicamente los estén 
coartando. Esto debe ser un mensaje para la cooperación internacio- 
nal, y deben unificar los criterios y que no deben ser muy político 
partidarios, no deben entrar en esa lógica, sino en la lógica para lo 
que fueron creados, sin tratar de meterle un montón de ideas que tal 
vez en realidad estén haciéndole daño (William Cortez). 


Y nuevamente, el dirigente de Cururú, comunidad indígena ubi- 
cada a treinta kilómetros del Municipio de Urubichá, permite que 
analicemos otra perspectiva de los derechos indígenas y cómo la 
prensa local la difunde: 


La prensa de aquí, a parte de que uno informa las cosas y traducen 
de otra forma, no como nosotros explicamos, nosotros les explica- 
mos que haya el respeto que no haya ningunas violaciones y ellos lo 
traducen de otra forma, aparte unos desconfían, si traducen mal nos 
hace buscar el conflicto con otra gente, que nosotros somos malos, 
que estamos amenazando, que todo eso, pero nosotros no damos 
ninguna amenaza en las informaciones, lo que nosotros queremos 
es que haya respeto, ninguno de los originarios de acá va a pelear a 
otros pueblo, por ejemplo, nadie a ido al chapare a pelear tierra ajena, 
para que ellos vengan y den tierras que a los guarayos corresponde 
(Ambrosio Yabó). 
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3. Derechos indígenas y conflictos principales en Guarayos 
3.1. Conflictos locales y la COPNAG encaminada a vivir en paz 


Un número importante de entrevistados reconocen la existencia 
de una institucionalidad local: estatal, civil, privada que controla la 
Opinión y la acción de la sociedad en su conjunto con mecanismos 
ilegales, antidemocráticos, carentes de valores sociales. Además, se 
han identificado grandes limitantes para el ejercicio de los derechos 
políticos. El caso de los militantes del MAS —instrumento político 
del gobierno actual— es paradójico, puesto que esta militancia afín 
al gobierno se ejerce en la clandestinidad absoluta, debido a las ame- 
nazas, a la presión y a las acciones violentas de representantes de 
instituciones locales y líderes de oposición y de opinión locales. 


Otra característica que acompaña a la descrita en el párrafo an- 
terior es la ausencia del derecho a la libre expresión, a la denuncia, 
a la información, coartando toda iniciativa de control social que no 
emerja de acuerdos de las llamadas instituciones de la provincia. 
Pero, además, todo disenso es calificado de “masista”, lo cual no 
es un riesgo menor, puesto que en un contexto de confrontación 
política, el ser masista significa estar dispuesto a soportar las con- 
secuencias de la violencia política. El mismo discurso se construye 
y se posiciona desde los grupos de poder local, para amedrentar a 
quienes sin militar partido alguno se atreven a disentir y a demandar 
cumplimiento de leyes. 


Otros puntos de consenso y coincidencias: la pérdida de objetivos 
y de capacidad de articulación local de la COPNAG; la protección 
de individuos censurados y hasta con delitos demostrados por las 
organizaciones indígenas; el consenso mayoritario en asumir Guara- 
yos como una sociedad multiétnica y especialmente Ascensión, cuya 
organización indígena se llama “Central Interétnica de Ascensión”. 
La opinión pública, y los pobladores jóvenes en particular, no ven 
como una amenaza lo que viene de fuera, a menudo hacen referencia 
a lo que se puede aprender de ellos; consideran que los extranjeros, 
y en menor medida los “collas”, han aportado al desarrollo. 
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En realidad el discurso anti-colla se ha venido construyendo hace 
algunos años. En 1996 se organizó un foro local ante la preocupación 
del entonces subprefecto Dr. Horacio Rojas (Militante y dirigente 
del MNR) por los festejos de la Virgen de Urkupiña. Por esa misma 
fecha se organizaron varios grupos que desalojaron a los “collas” de 
Surucusi. En la actualidad son los líderes del proyecto autonomista: 
el alcalde municipal, el subprefecto, el movimiento cívico, la Fede- 
ración de Ganaderos, la Federación de Trabajadores Campesinos, 
el grupo indígena autonomista liderado por José Urañavi, hombre 
de confianza del movimiento cívico cruceño y ex dirigente de la 
COPNAG, quienes movilizan la opinión contra la amenaza de una 
cultura de tierras altas. No mencionan otras culturas o más bien las 
protegen, como los menonitas, rusos, brasileños, cruceños, benianos 
quienes, si nos atenemos a las opiniones vertidas, más bien serían 
respetuosos de la cultura de los gwarayú. 


Elida Urapuca, presidenta de la COPNAG, intenta abordar este 
tema con preguntas interesantes: 


Hay que preguntarse por qué nace esta discriminación en Bolivia, 
principalmente hacia los collas, el Collasuyo, eso debemos pregun- 
tarnos primero, por qué antes no estaba tan vista la discriminación 
[...], no era tan visible [...], eso también hay que preguntarse ¿no? Pero 
en estos días ya se hizo visible: porque el presidente es una aymara 
creo ¿no?, sí, aymara. Entonces ahí ya empieza fuertemente dentro 
de Bolivia la discriminación y baja hasta lo local, por ejemplo, aquí 
en Guarayos la discriminación es contra cualquiera que sea o no sea 
aymara o quechua o un guarayo que sea un poquito morenito ya le 
dicen que es colla. 


En las percepciones externas no existe consenso en considerar a 
la COPNAG como una institución representativa de los intereses del 
pueblo indígena gwarayú y / o de la sociedad en general, o como una 
institución que actúe en defensa de los derechos de la sociedad en 
general y de los gwarayú en particular. La misma COPNAG aún no 
se ve a sí misma como una institución que contenga y promueva de- 
rechos de otros y no ha construido un discurso que sitúe los derechos 
indígenas en el marco de los derechos humanos universales, pero 
está consciente de la necesidad de trascender su representatividad a 
otros sectores, por ejemplo: 
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Como organización indígena aquí en Ascensión no estamos viendo 
también esa situación porque estamos dedicándonos [...] primero a 
nuestro territorio [...], aunque es importante también que los pueblos, 
las bases, conozcan sus derechos como pueblo guarayo, indígena 
(Ibid.). 


Ángel Yubanore, secretario de tierra y territorio de la COPNAG, 
señaló, sin embargo: 


Nos preocupamos porque todos vivamos en paz porque así también 
nos van a dejar tranquilos; nos preocupamos también por los dere- 
chos de los otros [...]. Si fuimos atropellados el otro día por entregar 
más de noventa títulos a karai; pequeños y medianos propietarios, 
hasta al presidente de los ganaderos, Horacio Rojas, a los Áñez, 
al señor Montenegro que fue un ministro, les traíamos su título y 
¿qué hicieron?: no nos dejaron entregar y le mintieron al pueblo que 
traíamos títulos para los masistas y los collas [...]; ellos mismos no 
quisieron recibir sus títulos. 


María Uraimi, joven dirigente de la Central de Mujeres Indígenas 
Guarayas en Ascensión, complementó esta política de inclusión 
cuando nos expresó: 


Todos nuestros contratos forestales legales son con empresarios 
de aquí, de Ascensión, de Santa Cruz; con ellos queremos hacer 
también... ¿cómo se llama?, convenio, sí, hasta una comunidad de 
nosotros hizo certificado de sello verde para una empresa, pero no 
sé por qué no dirán nada ellos. 


Los esfuerzos indígenas por vivir en tolerancia son innumerables, 
lo que no encuentra correspondencia con otros sectores, particular- 
mente con los empresarios que se acuerdan de los indígenas y los 
consideran únicamente cuando son útiles y beneficiosos para sus 
intereses económicos. 


3.2. Principales problemas enfrentados por los gwarayú y cómo 
fueron resueltos 


La COPNAG surge el año 1987 vinculada a demandas sobre el 
ejercicio de derechos indígenas. Antes de este acontecimiento la he- 
gemonía en la representación indígena la tenían las organizaciones 


LOS DERECHOS INDÍGENAS EN GUARAYOS 83 





campesinas vinculadas al MNR y a sus dirigencias locales. “La po- 
derosa Federación de Campesinos”, encabezada por el señor Gabriel 
López, se resquebraja con el surgimiento de la COPNAG, una nueva 
organización que, además, se sitúa frente a la institucionalidad local 
y al poder político acumulado casi durante tres décadas. Al respecto, 
Willam Cortez, relata: 


Como llego de sopetón, represento el conflicto de poderes, porque 
en su momento la todopoderosa Federación de Campesinos creados 
en el 52 funcionaba perfectamente, tenían sus propios líderes acá, 
estaba don Claudio Rodríguez. En su momento tenían perfectamente 
manejado al movimiento campesino, y en un momento dado que 
venga una división ante lo indígena y lo campesino, los confundió 
totalmente. 


Este dato sobre la importancia de la federación campesina para el 
MNR es refrendado por la percepción de un anciano de setenta y dos 
años, Dionisio Justiniano, entrevistado en Yotaú: 


El MNR [...] resultó la ley, entonces fue que se cambió ya, donde hubo 
la repartición de las tierras, ahí empezó los sindicatos, las colonias 
empezó, fue don Víctor que inventó eso, ande se ha crecido Santa 
Cruz, con los milicos lo hizo [...]. De ahí empezó, he visto que él les 
daba ayuda a todos los que les ha repartido, de un año el que le toca 
con yuca, con yuca, si era con plátano, con plátano, para un año, así 
les dio ayuda a esa gente. 


Doña Petrona Rodríguez, mujer anciana de Ascensión, también re- 
cuerda lo que para ella significó el MNR: 


Era antes liberal, ya entrando el Nino [Herminio] Peredo primero, ya 
entrando el Modesto Guaristi, ellos entraron con el MNR, también 
ahí se termina la misión, para que esta pobre gente trabajando, mu- 
cho está llorando por sus hijas [...]: MNR ahorita va a entrar, el MNR 
ahorita los va a llevar a sus casas. 


En Guarayos el MNR no sólo era el único partido, fue también 
el que posibilitó la organización sindical a los que entonces se con- 
sideraban “campesinos”. En estas circunstancias, el surgimiento de 
la COPNAG significó la fractura de las bases del MNR. Desde sus 
inicios este partido controlaba tanto los ámbitos públicos como los 
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privados, estando encabezado por las familias Rodríguez y Guaristi. 
En este terreno, la COPNAG vino a ser un problema por resolver, y 
la mejor forma era excluirlos del sistema institucional vigente. Más 
tarde la reorganización institucional político-partidaria e institucio- 
nal autonomista absorbe por completo a la organización indígena, 
pero también con el propósito de anularlos. Este afán de anulación y 
control de la COPNAG fue constante en los diferentes gobiernos. 


El sector maderero en 1990 detentaba “derechos de monte” en toda 
la superficie de la provincia, incluidas las áreas urbanas. Igualmente 
se sintió perturbado con el surgimiento de COPNAG, entonces apo- 
yó con financiamiento a los actores locales para debilitarlos, a causa 
de la amenaza que la organización indígena representaba para sus 
intereses: 


[...] pero desde el momento en que se empieza a hablar del movi- 
miento indígena, el comité cívico era el defensor de los madereros, 
no era tanto el tema de los ganaderos, se veía el tema tierra, pero con 
más énfasis había un apoyo a los madereros, estamos hablando de 
Milton Parra, La Chonta, son ellos que en su momento, mediante la 
cámara forestal, inclusive ellos asignaron recursos para el manteni- 
miento del comité cívico y una institución que se conformó, el Consejo 
de Desarrollo de la Provincia Guarayos, que dependía también de 
CORDECRUZ y que tenía apoyo de recursos económico [...]. Hasta 
ahora ha sobrevivido una camioneta que en esa época regaló, los 
aportes que hicieron los madereros para el comité cívico, a nombre 
de la defensa de ese tipo de trabajos, el comité cívico su accionar ha 
sido desde ese entonces la defensa el sector maderero (Entrevista con 
William Cortez). 


Sergio Yamaruca, actual ejecutivo del MAS en Ascensión de 
Guarayos, relata que el detonante para que se decidan a organizar 
de una vez por todas la COPNAG fue la lucha contra el sector ma- 
derero, que ya había empezado a prohibirles el acceso al bosque 
para la cacería, en otras palabras, a vedarles el acceso a sus derechos 
consuetudinarios: 


Empezaron a atropellar nuestro derecho y nuestra costumbre y eran 
nuestros padres sus trabajadores; gracias a ellos pudieron marcar sus 
árboles y hacerse ricos, y ellos no gastaban ni en la comida porque 
sus trabajadores tenían que cazar para comer, son malagradecidos 
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hasta con los montes que los hicieron ricos y con sus trabajadores que 
les salían gratis; nuestros padres también los hicieron ricos porque 
ninguno de sus hijos venía a marcarle su mara ni a cortársela [...]. En 
ese tiempo estaban Milton Parra, los Chajtur, los Roda (Entrevista, 
programa Cabildo, Radio Santa Cruz). 


Pero no fueron estos los argumentos que se esgrimieron para “con- 
vencer” a la población del peligro que representaban los indígena 
gwarayú. A inicios de los años 90, se legitimó la agresión contra la 
COPNAG vinculando a esta institución con Sendero Luminoso, la 
guerrilla maoísta que estremecía al Perú y, en este sentido, era una 
supuesta amenaza a toda la población. Don Pastor Moirenda, actual 
secretario de educación de la CIEA complementa esta información 
cuando señala: 


Lo que pasa es que con la institución APCOB que tanto apoyo dio 
a la COPNAG y que estaba dirigida por don Riste [Júrgen Riester] 
llegaron también unos [...] extranjeros, sus asesores de derecho, y 
parece que eso les sirvió para asegurar que los indígenas eran sen- 
deristas porque sus asesores vinieron del Perú. Yo en ese tiempo 
era dirigente de sindicato campesino (Entrevista, programa Cabildo, 
Radio Santa Cruz). 


Asesores como el Lic. Hugo Pereyra Soruco, sociólogo, fueron de- 
clarados enemigos de Guarayos y obligados a entrar y salir de la 
provincia en la clandestinidad: 


El licenciado Hugo Pereyra fue nuestro asesor y al pobre qué nomás 
no le hacían [...]. Tenía que parar huyendo de un lado al otro; lo mis- 
mo han hecho ahora, corretear también a los asesores y a las institu- 
ciones de apoyo [...]. Es para que nos quedemos solos, dependiendo 
de ellos nomás, eso deben creer (Sergio Yamaruca). 


Los madereros también fortalecieron el cabildo de Ascensión de 
Guarayos, encabezado en ese entonces por el cacique de Ascensión 
de Guarayos Don Luis Moirenda, con quien se inicia formalmente 
un proceso de conformación de la COPNAG, liderada entonces por 
José Urañavi, utilizando portavoces indígenas. Esta conformación 
derivó más tarde en enfrentamientos con palos y piedras con un 
grupo de la Unión Juvenil Cruceñista, liderado por Nino Gandarillas, 
que se une a dirigentes del MNR, el subprefecto de la provincia, el 
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alcalde y la Federación de Trabajadores Campesinos para agredir 
físicamente a los integrantes de la COPNAG, quienes habían orga- 
nizado una reunión en la Plaza principal de Ascensión. Este hecho 
de violencia es recordado por los pobladores de Guarayos como la 
violación a sus derechos a organizarse libremente, situación que se 
repite cíclicamente. 


Óscar Aguilar, actual presidente de la CIEA y entonces aliado de 
la resistencia a la COPNAG, denunció que pudo haber sido peor 
porque: “en la casa del entonces alcalde, don Taty Melgar, nos die- 
ron armas a todos y nos instruyeron matar” (Entrevista, programa 
Cabildo, Radio Santa Cruz). 


También el ex presidente cívico, William Cortez Lavayén se refiere 
con claridad a los intentos de incorporar derechos indígenas y a sus 
consecuencias: 


Bien recuerdo el año específico de los primeros intentos de incor- 
porar los derechos indígenas al proceso de desarrollo del pueblo 
guarayo, en las primeras escaramuzas conocidas por todos cuando 
el pueblo guarayo se levantó hubieron los propios encuentros aquí 
en Guarayos, fue entre el 92, 93, cuando los primeros pasos de José 
Urañavi. 


A partir del año 1994, las organizaciones indígenas desplegaron 
otras estrategias para el ejercicio de derechos políticos: los dirigentes 
capacitados y vinculados a sus bases José Urañavi, Alfonso Castro, 
Fermín Aricoi, Freddy Mercado, Pascual Oreyai, Salomón Cara, Jaime 
Yubanore, Asumieron el reto de ejercer sus derechos políticos, pero 
actualmente ellos mismos reconocen que fueron rápidamente asi- 
milados por los nuevos partidos políticos (MBL, MIR, UCS, ADN)? 
que hacen su incursión en Guarayos, para mostrar rostros indígenas 
en la gestión pública. 


Los primeros gobiernos municipales indígenas de Guarayos sur- 
gieron con la Participación Popular, en las elecciones municipales de 





23 En realidad, partidos tradicionales que después de las jornadas de “octubre 


negro del 2003” desaparecen del escenario político nacional 
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1995. Fueron dos alcaldes, Alfonso Castro Arembay, en Ascensión, 
y Pascual Oreyai Urasirica, en Urubichá, con casi la totalidad de 
concejales indígenas, quienes ejercieron sus derechos políticos y la 
administración pública. Se le impidió al alcalde de Ascensión tomar 
posesión en las instalaciones de la alcaldía; argumentando “falsa 
identidad” trataron de llevarlo a Santa Cruz. Con este propósito se 
empleó la fuerza pública enviada por el prefecto de Santa Cruz, Julio 
Leigue Hurtado (MNR). Al respecto nos ilustran doña Jacinta Chamo 
y doña Tomasa Rojas, actual presidenta de la Central Regional de 
Mujeres Indígenas de Guarayos: “Las mujeres custodiamos toda la 
noche al alcalde, ya sabíamos de que ejercíamos un derecho político, y 
al día siguiente el pueblo indígena lo posesionó en la plaza principal 
de Ascensión rodeado de una multitud, porque no nos dejaron (el 
MNR) entrar a la alcaldía”. 


La tensión del movimiento indígena con el MNR de Guarayos 
era permanente, primero en términos de la pugna por el poder po- 
lítico local y, en segundo lugar, por el liderazgo con las bases. Estas 
pugnas eran muy evidentes en Ascensión, capital de la provincia 
Guarayos, sede y domicilio legal de la COPNAG*. Con sus altibajos 
esta organización fue la base del ejercicio de derechos indígenas y 
rápidamente congregó a los guarayos forjando una autoidentificación 
y reconocimiento de su organización. El Sr. Pastor Moirenda, actual 
dirigente de la Central Interétncia de Ascensión (CIEA), expresa 
aquella experiencia de la siguiente manera: 


Antes de la COPNAG, se constituyó la CIEA en Ascensión, pero 
la COPNAG nos representaba en el nombre “eso somos nosotros 
decíamos [...], en ese nombre está el Guarayo”, porque la federación 
solo había sido escalera para que las mismas tres familias del MNR 
nos gobiernen tantos años. 


[OJueríamos vernos en la Constitución, queríamos estar en las leyes 
[...], queríamos tener educación y herramientas. Ese fue el sueño al 





2 En 1996-1999 las oficinas de la COPNAG se ubicaban en la plaza principal, esta 


posición era simbólica y estratégica, puesto que los indígenas tenían presencia 
física en el mismo centro de la ciudad de Ascensión. Fue un error el cambio de 
lugar de las oficinas, un especie de autodesplazamiento que derivó en los que 
es actualmente COPNAG, con la pérdida de sus espacios en varios sentidos. 
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principio porque no habíamos estudiado por no hablar castellano 
(Entrevista, programa Cabildo, Radio Santa Cruz). 


Filemón Mamani, nacido en Yotaú y de padres inmigrantes, es 
ahora también un joven dirigente de la Central Comunal de Yotaú y 
opinó, en esta ocasión más bien optimista: 


Seguimos peleando por nuestros derechos y ahora ya son ellos, los 
[karai], que tienen que educarse hablando nuestro idioma si quieren 
ser autoridades, o sea que avanzamos nomás. También ahora, aunque 
sigan los mismos dirigentes y autoridades en Guarayos, nosotros 
somos un movimiento nacional y también internacional (Entrevista 
complementaria realizada en marzo del 2009). 


Ángel Yubanore, secretario de tierra, territorio y recursos naturales 
de la COPNAG, también es optimista cuando expresa: “Ya aquí cada 
cual que defienda sus derechos; cada sector que pelee por sus propios 
derechos, yo los animo, así como nosotros hemos venido haciendo 
por años y vamos a continuar defendiéndonos. Les guste o no, tene- 
mos el poder” Entrevista “Programa Cabildo”. Enero 2009. 


Con todos los altibajos en la lucha por el ejercicio de los derechos, 
los líderes indígenas actuales perciben que si no es posible avanzar 
en un plano local, no perderán el tiempo y continuarán haciéndolo 
desde otros espacios que les aseguren resultados positivos. 


3.3. Trasfondo de los conflictos en Guarayos y ejercicio 
de derechos 


Muchos karai en Ascensión expresan dificultad en las relaciones 
con organizaciones indígenas y desconocimiento de sus característi- 
cas étnicas, por tanto, el nivel de incidencia en derechos indígenas y 
su significado para la sociedad no indígena, incluidos los inmigran- 
tes, es muy bajo. Sin embargo, desde el año 2000 las violaciones de los 
derechos indígenas fueron sistemáticas, se relegó la consulta pública, 
se limitó el acceso a la información, y se abusó de las autorizaciones 
de pequeñas áreas para aprovechamiento forestal; el territorio fue 
escenario de una práctica sistemática y, tolerada por institucio- 
nes del Estado de las violaciones a los derechos indígenas. Los 
casos alarmantes son los relacionados con el INRA y el proceso de 
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saneamiento de tierras entre el 2000 al 2005, bajo la figura “legal” de 
la “conciliación con terceros” y las “certificaciones” otorgadas por 
dirigentes indígenas, que dieron lugar al tráfico de tierras en la TCO 
Guarayos. Mediante estos mecanismos, se afectó ¡medio millón de 
hectáreas! (500.000 ha) con pagos corruptos por más de un millón 
de dólares”, comprometiendo a dirigentes de la COPNAG, incluso 
en niveles comunales. Hay casos concretos, como el de la Asociación 
de Pequeños Productores Agropecuarios San Martín, dirigidos por 
Alfonso Castro Arembay, que ofrece a la venta 38.097 ha de tierras, 
a un precio de 120 dólares americanos por hectárea, lo que significa 
cuatro 4 millones y medio de dólares. En el sitio web http: / /terrenos- 
santacruz.blogspot.com/2008_08_01_archive.html se ofertan varios 
predios en el municipio El Puente, que son parte de la demanda de 
la TCO de la provincia Guarayos. Tras estos acontecimientos existen 
intereses fuertes para controlar y encubrir las actuaciones de terce- 
ros y para ello se utiliza a dirigentes comprometidos con estos actos 
corruptos. 


Este hecho impactó a toda la estructura institucional de la COP- 
NAG, especialmente en su credibilidad acerca de la defensa de los 
derechos de sus representados. Así, el año 2006,las instituciones de 
la provincia (Federación de Campesinos, Cámara Nacional Forestal, 
CAO, Comité Cívico, Asociación y Federación Departamental de 
Ganaderos, Prefectura del departamento de Santa Cruz, alcaldías 
municipales de Ascensión de Guarayos y Urubichá) constituyen 
una nueva COPNAG, encabezada por todos los implicados directa o 
indirectamente en la violación de los derechos indígenas, y particu- 
larmente en la defensa de los intereses de los “terceros” que habían 
adquirido dichas tierras. 


En las bases de la COPNAG, centrales y subcentrales comunales, 
estos hechos provocaron confusión, derivando en una baja estima 
institucional y pérdida de autovaloración de parte de los mismos 
líderes indígenas, todo ello reforzado con una inadecuada gestión 
del conflicto desde niveles estatales. Gradualmente esta situación 
se revierte a partir de medidas rápidas y eficientes que restauren 





25 Un cálculo al precio más bajo de 2 dólares americanos por hectárea. 
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la esperanza y la confianza perdida. Elida Urapuca, presidenta de 
la COPNAG, activa participante de los movimientos sociales que 
cercaron al parlamento para la aprobación de la nueva CPE, en una 
entrevista telefónica nos expresó la gran expectativa que el movi- 
miento indígena ha puesto en la nueva CPE: 


Estamos todos unidos en este sueño que también fue parte de los 
logros de nuestros antecesores [...]; ellos también tendrían que estar 
aquí y me da pena que no estén, porque esto es un camino hecho por 
muchos de ellos. [Los que ahora han constituido la otra COPNAG:] 
esto es construcción y lucha de muchos años y ahora nos toca a no- 
sotros recibir este regalo y entregarlo a nuestro pueblo. 


Elida Urapuca tiene mucha razón si consideramos la trayectoria de 
las luchas indígenas en el país y en Guarayos, son muchos años y 
varias generaciones involucradas. 


Esta esperanza tiene mucho sentido si consideramos que en el 
pasado la condición indígena era de total segregación y exclusión. 
Doña Petrona Rodríguez, una anciana domiciliada en Ascensión de 
Guarayos que se precia de ser hija de ignaciano, se presenta diciendo 
“yo no soy hija de guarayo”. Antes, era “guasca con varilla” cuando 
estudiaban, quedaban con la espalda colorada y mucha fiebre. Algo 
semejante se percibe en el testimonio de Serafín Justiniano, hijo de 
mujer guaraya y de padre karai que nunca se responsabilizó por él. 
Los guarayos estuvieron atemorizados mucho tiempo, pero ahora la 
historia es otra: “hay un motón de diferencias, que se ve ahí, porque 
cuando los corregidores decían alguna cosa, los karai replicaban que 
ley dice [...], nosotros nos asustábamos [...]. No había mucha gente 
que discutía sobre la leyes”. 


En el pasado los indígenas eran reducidos a la condición de ani- 
males, víctimas de maltrato, negados socialmente e invisibilizados 
por las leyes, se mencionaban las leyes para atemorizarlos; en la 
actualidad los derechos indígenas están en la nueva Constitución 
Política del Estado, como resultado de luchas y marchas de varias 
generaciones de indígenas. Debe tenerse presente, sin embargo, que 
la ley por sí misma no cambia los comportamientos sociales. No es 
suficiente que los derechos indígenas estén en la Constitución, aún 
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falta un largo recorrido para que los enunciados de la ley se traduz- 
can en nuevos comportamientos de toda la población. 


Localmente, los indígenas y su organización continúan invisibles 
por muchos factores, a saber: por falta de iniciativas, corrupción, in- 
diferencia que a todos afecta y conviene. Por otro lado, hay quienes 
señalan que se debe al carácter “cerrado y racista” de los dirigentes 
gwarayú. Déster Ágreda, corresponsal de El Deber, expresa: “son 
celosos”, “son maquiavélicos”, “pasan por encima de cualquiera 
cuando defienden sus intereses”, Opinión que sugiere dificultades 
e interferencias culturales en el relacionamiento de los indígenas 
gwarayú con la sociedad en general; pero, también es cierto lo que 
ocurre a la inversa: la “sociedad en general” no asimila los cambios, 
ni admite a los indígenas, su cultura ni sus derechos, y necesita cam- 
biar su comportamiento. 


Los indígenas, ante la ausencia del Estado y la necesidad de hacer 
respetar sus derechos, han trascendido los límites nacionales; así, las 
víctimas de agresiones y amenazas en Guarayos iniciaron una nueva 
era en el ejercicio de los derechos indígenas gwarayú, recurriendo 
para ello a la Comisión Interamericana de Derechos. La siguiente 
carta abierta dirigida a los máximos representantes del gobierno 
nacional y departamental permite concluir que hoy en día el ejercicio 
de los derechos indígenas se vincula claramente a los derechos de 
toda la sociedad y es protegido por organismos internacionales: 


EL OBSERVATORIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DEFENSO- 
RES DE DERECHOS HUMANOS (OMCT-FIDH) 


Carta Abierta Al Sr. Evo Morales, Presidente de la Republica de 
Bolivia, 

y al Sr. Rubén Costas, Prefecto de Santa Cruz 

París-Ginebra, 24 de enero de 2007 

Ref.: Temor por la seguridad de los defensores de los derechos humanos 


Estimado Señor Presidente, 
Estimado Señor Prefecto de Santa Cruz, 


El Observatorio para la Protección de los Defensores de los Derechos 
Humanos, programa conjunto de la Federación Internacional de 
Derechos Humanos (FIDH) y de la Organización Mundial Contra la 
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Tortura (OMCT), desea llamar su atención acerca de la situación de 
seguridad de los defensores de derechos humanos en Bolivia. 


El Observatorio se encuentra seriamente preocupado por las infor- 
maciones recibidas de la Asamblea Permanente de los Derechos 
Humanos (APDH) y de la Coordinadora de Pueblos Étnicos de Santa 
Cruz (CPESC), respecto al deterioro del clima de seguridad en que 
deben realizar sus labores los defensores de derechos humanos en 
Bolivia, particularmente en varias provincias del departamento de 
Santa Cruz, a los ataques contra las sedes de las centrales indígenas 
Paikoneka de San Javier, las comunidades de Concepción del Pueblo 
Indígena Chiquitano y Guarayo, y a las amenazas, agresiones y per- 
secuciones contra varios de sus integrantes y dirigentes [...]. 


- El 15 de diciembre de 2006, debido a que por fuentes seguras se 
conoció que numerosos indígenas habían sido pagados para partici- 
par en [el] cabildo en Santa Cruz, numerosos campesinos realizaron 
bloqueos en las carreteras en San Julián, durante los cuales se pro- 
dujeron disturbios violentos. Estos hechos dejaron un saldo de 50 
personas heridas provenientes de los dos bandos, la mayoría de ellos 
campesinos de San Julián. 


Al parecer en represalia, varias personas que habían sido agredidas 
durante los bloqueos, al regresar a sus lugares de origen protagoni- 
zaron actos de vandalismo discriminatorios y racistas contra varias 
organizaciones de defensa de los derechos de las poblaciones indí- 
genas y campesinas. Estas personas fueron lideradas por miembros 
de la Unión Juvenil Cruceñista y acompañados por los subprefectos 
de San Ramón, San Javier, Concepción, San Ignacio de Velasco, As- 
censión de Guarayos. 


Después de estos hechos, el mismo día amenazaron a los dirigentes, 
obligándoles a refugiarse en comunidades cercanas a San Javier. Más 
tarde en Concepción, otra localidad de Santa Cruz, destrozaron e in- 
cendiaron información y el interior de las oficinas de Central Indígena 
de las Comunidades de Concepción (CICC) y destruyeron la casa de 
dos comunitarios indígenas pertenecientes al CICC. 


- El 17 de diciembre de 2006 se trasladaron a San Ignacio de Velasco, 
donde quemaron la casa del dirigente indígena Guillermo Ortiz de la 
Asociación de Cabildos Indígenas de San Ignacio de Velasco (ACISIV) 
y los puestos del mercado, aduciendo que era una “venganza” por 
el bloqueo de San Julián. 


- De forma paralela, otro grupo llegó a Ascensión de Guarayos pro- 
clamando que no debería haber más “collas” en la localidad y que 


LOS DERECHOS INDÍGENAS EN GUARAYOS 


93 





éstos serían expulsados. Acto seguido amenazaron a la familia de un 
ex dirigente indígena, cuyo nombre no se ha informado (hermano de 
la actual presidenta de la central guaraya - COPNAG), agredieron a 
varias personas a quienes identificaban como “collas” y desmante- 
laron los mercados del pueblo. 


Dentro de los agresores se identificó al Alcalde Municipal de Ascen- 
sión de Guarayos, Sr. Roberto Schock, al Subprefecto de la Provincia 
de Guarayos, Sr. Daniel Aeguazu, al Presidente del Comité Cívico 
Ascensión de Guarayos, Sr. Jaime Cuñanchiro, al dirigente de la or- 
ganización campesina paralela de Ascensión de Guarayos, Sr. Asensio 
Lavayen, al Alcalde municipal de Urubichá, Sr. Edgar Rojas, y al ex 
alcalde municipal de Urubichá, Sr. José Urañavi. 


El Observatorio, seriamente preocupado por esta grave situación 
sufrida por los defensores de los derechos humanos en Bolivia, par- 
ticularmente en este caso en el departamento de Santa Cruz y con 
el fin de contribuir a mejorar su situación, urge a sus excelencias, Sr. 
Presidente de la República y Sr. Prefecto del Departamento de Santa 
Cruz y ex Presidente del Comité Cívico Pro Santa Cruz, a que tomen 
todas las medidas oportunas para garantizar la seguridad y la inte- 
gridad física y psicológica de los mismos, otorgándoles las medidas 
de protección necesarias para el libre ejercicio de su trabajo. 


El Observatorio insiste además en la necesidad de que sea llevada a 
cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e im- 
parcial en torno a los hechos arriba mencionados, con el fin de llevar 
a juicio a los responsables de las amenazas y agresiones contra los 
defensores de derechos humanos, particularmente en este caso en el 
Departamento de Santa Cruz, y aplicarles las sanciones penales, y / o 
administrativas previstas por la ley. 


De manera general, el Observatorio recuerda que Bolivia, de acuerdo 
con la Declaración sobre los defensores de los derechos humanos, 
adoptada por la Asamblea general de la ONU el 9 de diciembre de 
1998, tiene el deber de proteger el Derecho de toda persona “indivi- 
dual o colectivo, promover la protección y el respeto de los derechos 
humanos, de las libertades fundamentales, tanto en el plano nacional 
como internacional y a esforzarse por ellos” (Art.1), y de garantizar “la 
protección de toda persona, individual o colectivamente, frente a toda 
violencia o represalia, discriminación, negativa de hecho o de derecho, 
presión o cualquier otra acción arbitraria del ejercicio legítimo de los 
derechos mencionados en la presente Declaración” (Art.12.2.). Tales 
obligaciones del Estado se encuentran igualmente proclamadas por la 
resolución sobre Defensores de Derechos Humanos en las Américas 
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[AG/RES. 1671 (XXIX-O /99)], adoptada por la OEA el 7 de junio de 
1999, 


Estimados señores, confiando en su apego a los derechos humanos 
y esperando que adopten de inmediato las medidas más oportunas, 
muy respetuosamente, nos suscribimos ante ustedes (El Deber, 27 de 
agosto 2005). 


Una vez más, hay que insistir en la necesidad de acciones concre- 
tas para la protección y respeto de los derechos del conjunto de la 
población por parte de las instituciones estatales locales y particu- 
larmente el ministerio público. No bastan declaraciones en defensa 
de los derechos en ocasiones graves; es preciso que todos los bolivia- 
nos crezcamos y cambiemos en el respeto a los derechos humanos, 
sociales, culturales y ambientales, que hoy están consagrados en la 
nueva Constitución Política del Estado, y se establezcan instituciones 
fuertes con capacidad de hacer cumplir los derechos indígenas, que 
no sucumban a los poderes de grupos de interés. 


CAPÍTULO IV 

Ejercicio y estado 

de conocimiento de derechos 
en Guarayos 





Dos componentes caracterizan este capítulo: el análisis y las inter- 
pretaciones sobre el ejercicio y estado de conocimiento de los derechos 
indígenas en Guarayos. En el análisis se consideran criterios relativos 
a los objetivos de la investigación; por un lado, la articulación estatal 
e institucional en el ejercicio de derechos indígenas y, por otro, la 
correspondencia de los marcos institucionales con los derechos indí- 
genas legislados. La segunda parte —las interpretaciones— refleja el 
estado de conocimientos que los consultados tienen sobre las leyes con 
derechos indígenas; para ello se empleó un cuestionario de consulta 
accesoria a las entrevistas. Los resultados de esta consulta no tiene 
una significación estadística y no puede extrapolarse a la población 
total, en razón de que se aplicó sólo a las personas que tienen más 
conocimientos o experiencia con asuntos legales y derechos indíge- 
nas. Con estos resultados, se pretenden evidenciar lo siguiente: si las 
personas que son autoridades, dirigentes o tienen mayor acceso a la 
información desconocen las leyes y sus contenidos, entonces, mal 
pueden aplicar o hacer cumplir las mismas; en este sentido, se trata 
de llamar la atención sobre la población que no tiene responsabilidad 
administrativa o no está en funciones dirigenciales, en tales situacio- 
nes esta población tiene menores posibilidades de conocer las leyes, 
e igualmente no pueden ejercer o hacer respetar sus derechos. 


1.  Elejercicio del derecho en las organizaciones y comunidades 
indígenas guarayas 


1.1. La COPNAG: aciertos y errores 


El Sr. Pastor Moirenda, actual dirigente de la CIEA, relata cómo 
inicia la organización de los guarayos: 
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(Ajntes de la COPNAG se constituyó la CIEA en Ascensión; pero 
la COPNAG nos representaba en el nombre: “eso somos nosotros 
decíamos [...], en ese nombre está el guarayo”, porque la federación 
[de campesinos] sólo había sido escalera para que las mismas tres 
familias del MNR nos gobiernen tantos años. Queríamos vernos en 
la Constitución; queríamos estar en las leyes [...], queríamos tener 
educación y herramientas; ese fue el sueño al principio porque no 
habíamos estudiado por no hablar castellano (Entrevista, programa 
Cabildo, Radio Santa Cruz). 


En consecuencia, es fácil comprender el surgimiento (en 1987) y de- 
sarrollo de la COPNAG, que están relacionados, por un lado, a los 
procesos de autoidentificación y diferenciación étnica al interior de la 
provincia, como se describe en el apartado 3.2. del tercer capítulo; y, 
por otro, a las demandas y al reconocimiento de los derechos indígenas 
por parte del Estado. En este último sentido, los indígenas guarayos, 
junto a sus pares de tierras bajas, participaron en sucesivas marchas y 
acciones que modificaron la estructura legal del país (Cuadro 5). 


Los dirigentes guarayos de la primera época, José Urañavi, Bienve- 
nido Sacu, Jaime Yubanore, José Abiyuna, entre otros, trascendieron 
la institucionalidad local y lideraron en el pasado la Confederación 
de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB). En la actualidad varios de 
estos dirigentes históricos perdieron el norte de sus demandas; están 
alejados de las luchas y sus bases; la mayoría se vinculó a los grupos de 
poder: unos terminaron alineados a los cívicos-autonomistas de Santa 
Cruz y otros como funcionarios públicos en el gobierno actual. 


La COPNAG tuvo tres periodos diferentes. La primera época 
va desde el quiebre de “la poderosa Federación de Campesinos” 
controlada por el MNR, pasando por el periodo de acusaciones y 
calumnias de ser senderistas, hasta su tránsito por partidos tradi- 
cionales como el MIR, MBL, ADN, que a su modo fueron utilizados 
por los indígenas para acceder a los espacios de poder local. Los 
dirigentes indígenas se presentaron a las elecciones municipales de 
1995 en las listas de diferentes partidos; una vez electos formaron su 
propia alianza al margen de los partidos, para constituir uno de los 
primeros gobiernos municipales indígenas en Ascensión de Guara- 
yos, siendo nombrando alcalde Alfonso Castro Arembay (testimonios 
de Tomasa Rojas; Jacinta Chamo; Fermín Aricoi; Serafín Justiniano, 
los dos últimos concejales de esta gestión). 
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La segunda época inicia con la demanda territorial de la TCO 
(1996) hasta el 2005. Los primeros años de este periodo fueron im- 
portantes en la consolidación organizativa de la COPNAG. A partir 
de 1999 hubo un retroceso como consecuencia de la cooptación de 
dirigentes desde el gobierno (MIR-ADN) y se inicia un proceso de 
corrupción de varios dirigentes comprometidos en negociados, tráfi- 
co de tierras, certificaciones a terceros, desmontes, venta de madera. 
Estas acciones contrarias a sus propios derechos incidió en la frag- 
mentación del territorio y fueron alentadas por procesos fraudulentos 
de funcionarios del INRA de aquella época. 


La tercera época inicia el 2006 y puede caracterizarse como un pe- 
riodo de crisis de la COPNAG. Surgen nuevos dirigentes que buscan 
lograr la realización de su pueblo, revertir los retrocesos y recuperar 
los espacios perdidos en la TCO, labor por cierto muy dura puesto 
que deben lidiar, a la vez, con una dirección paralela de la COPNAG 
en la que se congregan todos los dirigentes históricos comprometi- 
dos en actos contrarios al territorio y los derechos indígenas. Es de 
esperar que la organización indígena y el pueblo guarayo puedan 
superar los viejos errores e iniciar otro periodo de gobierno local bajo 
la figura de autonomía indígena en la TICO. 


Analizando los procesos ocurridos en Guarayos, la consolidación 
del ejercicio de los derechos indígenas pasa por una fortalecida di- 
rección indígena, con identidad propia y autonomía; para ello, hace 
falta superar varios tropiezos. En este propósito reflexionamos sobre 
algunas lecciones de la historia que recorrió la organización. Debe 
tenerse presente que muchas veces los procesos históricos parecen 
repetirse pero nunca son los mismos; por ejemplo, los asesores de la 
organización, como es el caso del Lic. Pereyra, en el pasado fueron 
perseguidos bajo la falsa acusación de “senderista”, junto a varios 
dirigentes. Algo parecido ocurre el 2006 con los asesores de la COP- 
NAG y los dirigentes acusados esta vez de “masistas”. En ambos 
casos, quienes apoyaron la organización indígena son declarados 
enemigos de Guarayos. 


También debe recordarse que los grupos de poder tienen muchos 
mecanismos de control de las instancias estatales y capacidad de pro- 
mover acciones de la población para defender sus propios intereses. 
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Basta recordar cómo los madereros en 1990 financiaban acciones contra 
la organización de la COPNAG; en la actualidad, se hicieron comunes 
estas prácticas de intervención intempestiva y violenta a reuniones 
legales, tomas de rehenes, amenazas delincuenciales por medios de 
comunicación, destrucción de propiedades y negocios de “collas trai- 
dores”, persecuciones por parte de los grupos de poder. Todas estas 
trasgresiones a la ley fueron registradas y sentadas como denuncia 
ante el Ministerio Público provincial y departamental, con toda la 
documentación referida a estos hechos de violencia, el resultado es 
que los obrados desaparecieron junto a cuatro fiscales removidos. 
Se desconoce si los archivos quedaron o, se dejaron en sus oficinas 
ubicadas en el mismo Comité Cívico de Guarayos, domicilio oficial 
del ministerio público en Ascensión. 


Por otro lado, las viejas prácticas represivas que eran ejercidas 
contra los indígenas, son ejercidas esta vez contra las entidades esta- 
tales nacionales y contra quienes disienten de la prensa local oficial, 
contra ellos se ejercen la censura y el escarnio. El derecho político de 
los militantes del MAS fue proscrito durante cuatro años (2005-2009), 
no se les permitió tener oficinas (sus instalaciones fueron destruidas), 
ni reuniones y menos manifestaciones públicas. Antes la represión 
con el empleo de la fuerza pública se promovía desde el Estado, 
ahora desde las entidades cívicas y grupos de poder local, pero los 
represores de antes son los mismos grupos de ahora. 


La historia da vueltas, los opresores se resisten a perder sus pri- 
vilegios, y no dudan en arrastrar a la organización indígena contra 
sus propios derechos. No obstante, dos dirigentes de la CIEA, Pastor 
Moirenda y Sergio Yamaruca, opinan que es abismal la diferencia 
entre el “antes y el ahora”. Si bien los problemas parecen repetirse 
—dicen— es también porque “seguimos peleando por nuestros 
derechos y ahora ya son ellos [los políticos karai] los que tienen que 
educarse hablando nuestro idioma [...], o sea que avanzamos nomás 
también ahora”. 


Los intentos de debilitar la organización tienen mucha historia. En 
la década de los años 90, la CAO (Cámara Agropecuaria del Oriente), 
encabezada por el ingeniero Walter Núñez, ya había pronunciado 
su negativa a las demandas indígenas a nivel departamental, con su 
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célebre manifiesto “La etnia camba”. Ya entonces se dieron modos 
para crear una institucionalidad local paralela, encabezada por el 
cacique de Ascensión de Guarayos, Don Luis Moirenda, con quien 
se inicia formalmente la división de las instituciones indígenas en 
Guarayos. Diez años después, Jaime Yubanore aprovecha su cargo 
de Secretario de Tierra y Territorio de la CIDOB para firmar con la 
CAO un pacto de defensa de la tierra en Guarayos, con lo que se 
reconoce a muchos propietarios ilegales amparados en la CAO. A 
partir de entonces existe en Guarayos el Comité de la Defensa de 
la Tierra, encabezada por la Asociación de Ganaderos, de la que 
también es parte la COPNAG paralela, integrada por Torrico, Male, 
Urañavi y Yubanore y creada para proteger a los implicados en la 
venta de tierras. 


En este contexto, no resulta extraño para nadie que Branco Marin- 
covic, líder cívico cruceño, vinculado con las negociaciones de tierras 
y el célebre caso de Laguna Corazón, enmallada como si se tratase 
de una propiedad privada, cuando en realidad es una servidumbre 
ecológica en el territorio indígena de guarayos y un área tradicional 
de pesca para las comunidades guarayas; no obstante estas arbitrarie- 
dades y atentados contra los derechos indígenas, el cívico mencionado 
es declarado “cacique honorario” por la COPNAG dirigida por el Sr. 
Male, y condecorado como “ciudadano de la nación gwarayú” por 
el Sr. Robert Schock, Alcalde de Ascensión de Guarayos, en opor- 
tunidad del décimonoveno aniversario de creación de la Provincia 
Guarayos. 


¿Qué ocurrió? Los dirigentes capacitados y conocedores de los 
derechos indígenas fueron rápidamente asimilados por los partidos 
tradicionales, y a la quiebra de éstos, por los empresarios agropecua- 
rios y madereros. De este modo, se cooptaron dirigentes indígenas, 
articulándolos a varios niveles del Estado e iniciándose el debilita- 
miento de la estructura institucional de la COPNAG para dar paso 
después a la confusión de principios y valores con trámites y requisi- 
tos, con el deseo complaciente de algunos dirigentes de articularse a 
las instituciones y en su caso a las empresas. “Son mis amigos y hasta 
me visitan en mi casa”, decía con orgullo un alto dirigente de una de 
las COPNAG, refiriéndose a quienes lo estaban corrompiendo. 
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Los procesos de corrupción y distorsiones en las funciones de 
dirigentes, en gran medida están acompañados por extorsiones 
y chantajes de quienes manejaban los contubernios del derecho 
positivo y se dieron a la tarea de aplicarlos en Guarayos. Se trata 
de abogados y técnicos forestales que inicialmente fungieron como 
asesores indígenas y que hoy son acérrimos defensores de quienes 
han usurpado las tierras y los bosques de los indígenas guarayos. 
Estos procesos son los que deben ser zanjados por la organización, 
principalmente por los dirigentes para proyectarse como una verda- 
dera dirección y gobierno de la TCO. 


1.2. Organizaciones indígenas, paralelismo e incumplimiento de 
la legislación 


A nivel de sus principales dirigentes, la COPNAG está dividida. 
La COPNAG encabezada por Elida Urapuca representa a todas las 
subcentrales y organizaciones de base de las comunidades que cons- 
tituyen la TCO, y está reconocida por la CIDOB y por las autoridades 
del gobierno central. La COPNAG encabezada por Freddy Torrico 
(fallecido), después sustituido por el Sr. Male, es una dirección pro- 
movida y apoyada por cívicos, empresarios madereros y grupos de 
poder y alguna población indígena principalmente asentada en as- 
censión de Guarayos. Este paralelismo en la organización indígena es 
producto de la polarización política en tierras bajas, cuyo trasfondo, 
según datos levantados durante la investigación, está relacionado 
con el tráfico y mercado de tierras, en la que están comprometidos 
varios ex dirigentes. 


La existencia de estas direcciones paralelas resulta funcional a las 
diferentes autoridades constituidas: la primera organización tiene 
mayor acceso a entidades y autoridades gubernamentales nacio- 
nales, y la paralela a entidades y autoridades prefecturales; desde 
fuera se percibe como una pugna entre indígenas “oficialistas” y 
“opositores”. Por otra parte, resulta también funcional al sistema 
partidario local. Pero quienes más ganan son precisamente quienes 
alientan permanentemente el mantenimiento de esta situación: per- 
sonas vinculadas a la ilegalidad en el acceso a recursos forestales y 
la venta de tierras. 
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Un accionar coordinado de las organizaciones indígenas guarayas 
podría tener efectos favorables para sus comunidades, en el entendi- 
do de que estas organizaciones acceden a las autoridades nacionales 
y departamentales —así sea por separado—. Los gobiernos central y 
departamental buscan sentar presencia en el área, para ello recurren 
a promover proyectos que beneficien a las comunidades. Por ejem- 
plo, con mucha pompa por parte de la Prefectura de Santa Cruz, la 
Cámara Forestal y el Comité Cívico de Santa Cruz, encabezados por 
sus principales dirigentes firmaron un “pacto” para la conservación y 
uso sostenible de los recursos naturales, las áreas protegidas, la TCO 
Guarayos, reivindicando el derecho de los campesinos, indígenas, 
concesionarios y propietarios privados de aprovechar sosteniblemen- 
te los beneficios de la propiedad de las tierras. También se ofreció 
conformar la comunidad “Tekua Oremba'e” (La comunidad es de 
nosotros) para el asentamiento de 100 familias en el Polígono II (El 
Deber 27/09/06). Hasta hoy no se cumple ninguno de los ofreci- 
mientos a los indígenas y lo único que continúa es la consolidación 
de las propiedades privadas y no hay la organización indígena que 
haga cumplir los ofrecimientos. 


El paralelismo montado por los intereses de los grupos de poder 
(Branco Marincovic, agropecuarios y madereros), y el alineamiento 
de ex dirigentes tradicionales como José Urañavi, Jaime Yubanore, 
José Abiyuna, Rita Oreyai y otros, favorece a unos pocos empresa- 
rios y dirigentes que lucran con la conversión de grandes áreas de 
bosque a usos agropecuarios, y con la extracción de madera ilegal 
de áreas comunales y de la TCO Guarayos. Revisando los informes 
de la Superintendencia Forestal sobre la deforestación mecanizada 
(Wachholtz et al. 2006), se puede constatar que las áreas desmontadas 
están encubiertas con autorizaciones de ex dirigentes O amparadas 
en los derechos indígenas de uso de sus recursos. En el periodo 2004 
a 2006, de un total de 106.259 ha desmontadas, 87.782 ha son ilegales 
(Cuadro 6). 


Los grupos de poder económico local exacerban los sentimientos 
regionales y promueven la cortina de confrontaciones reales entre 
pobres (Gómez Balboa 2009): “cambas yescas” enfrentados a “collas 
pobres”. Estos conflictos son reflejados en las opiniones del dirigente 
cívico de guarayos Jaime Cuñanchiro y el Alcalde Robert Schock: 
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Cuñanchiro, quien se precia de provenir de una familia de caciques 
guarayos, dice que la mayoría de los inmigrantes occidentales ha 
venido a perjudicar el progreso local. “Traen la idea de que las autori- 
dades son corruptas y no dejan trabajar a los alcaldes. La política nos 
ha dividido”. Enarbolar la bandera del masismo o de la autonomía 
ha creado divergencias: la población está dividida, al igual que los 
gremiales y hasta los indígenas, con dos cabezas en la Asamblea del 
Pueblo Guarayo: Freddy Torrico y Elida Urapuca. 


A su vez, ”... para el alcalde Schock: “Se ha exacerbado el odio entre 
bolivianos. Hasta hace pocos años creíamos que el tema del regio- 
nalismo estaba siendo superado, pero ahora vemos que no. Esto ha 
afectado la mentalidad de los guarayos, que ahora hablan de que 
estas tierras deben ser solamente de ellos; y así, la sociedad se con- 
vierte en un ring, por un lado los guarayos y en la otra esquina, los 
collas. Y aparte, ahora ser masista es muy peligroso en Ascensión 
de Guarayos' (Gómez, La Prensa, http: / /www.laprensa.com.bo / 
domingo / 01-02-09 /edicion.php). 


Frente a estas disputas al interior de las organizaciones indígenas 
está resurgiendo la autoridad tradicional de los caciques, reducida a 
funciones religiosas y de orden en las comunidades. Los caciques en 
muchos casos aparecen con mayor autoridad moral frente a los diri- 
gentes de ambas COPNAGs, constituyéndose en los últimos conflictos 
en una especie de memoria colectiva de los pueblos guarayos. 


La adecuación institucional local, tanto a nivel del Estado na- 
cional y departamental, como de instituciones civiles y políticas de 
la provincia, para el reconocimiento del derecho indígena no se ha 
producido en Guarayos. Análogamente, las leyes que contienen los 
derechos colectivos no están articuladas a los marcos instituciona- 
les locales, siendo muchas de ellas desconocidas por autoridades 
políticas, administrativas y jurisdiccionales. Consiguientemente, no 
hay posibilidades de eficacia de estas leyes a favor de los pueblos 
indígenas. La explicación sobre este tema es que la relación que existe 
entre el Estado y los sujetos de derecho en general no es una relación 
jurídica, son relaciones político-partidarias pero también de poder 
económico. 


El origen del conflicto interno de la COPNAG sugiere la inefica- 
cia de los derechos legislados, y la presión de instituciones locales o 
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de la provincia, que llevan las decisiones estatales exactamente en 
sentido contrario al objeto del derecho legislado, puesto que lo que 
está en discusión son los intereses económicos de los grupos de po- 
der y no el derecho mismo de las poblaciones indígenas. La mayor 
evidencia de lo que aquí se sostiene se encuentra en la influencia de 
instituciones y personajes de y desde la ciudad de Santa Cruz de la 
Sierra en un importante número de acontecimientos relacionados 
con las organizaciones indígenas ante la ausencia de élites locales. 
En Guarayos no hay élites, ni conciencia de clase; ante la ausencia 
de éstas, las instituciones locales responden también al poder de 
influencia directa de algunos empresarios y políticos de la ciudad 
de Santa Cruz, que sienten afectados sus espacios económicos por 
las políticas gubernamentales. 


En síntesis, se establece cuatro factores determinantes para la divi- 
sión de COPNAG y el incumplimiento de los derechos indígenas: 


e Marcos institucionales inadecuados para la aplicación y valida- 
ción de ejercicio de derechos a niveles estatales y de las propias 
organizaciones indígenas. 


e Las autoridades desconocen las leyes, su valoración y aplica- 
ción en la vida institucional local. 


+ Relaciones político-partidarias y de poder económico del Esta- 
do (nacional y departamental), antes que relaciones jurídicas, 
con los sujetos de derecho. 


e Ausencia de élites locales, que son sustituidas por los intereses 
empresariales y políticos de grupos de poder que viven en San- 
ta Cruz, pero que tienen intereses económicos en la provincia 
guarayos. 


1.3. Legislación indígena e institucionalización 


Los efectos de la puesta en vigencia de más de una centena de 
normas legales (entre leyes, reglamentos y normas técnicas) y la 
constitucionalización de los derechos indígenas en la nueva CPE se 
podrán evidenciar recién en varios años. Existen tres formas princi- 
pales de poder evidenciarlas: 
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e Condiciones materiales. Las normas legales se traducen en el 
bienestar de la población indígena, fortalecen su cultura, sus 
formas de vida son respetados, su territorio y recursos natura- 
les conservados, y cuentan con un estándar de vida por encima 
de los niveles de pobreza. 


e Condiciones institucionales. La legislación se traduce en una 
fuerte como adecuada institucionalidad que permite la am- 
plia participación y toma de decisiones de las organizaciones 
locales (indígenas, campesinas y otras), sobre las situaciones 
que involucren a sus formas de vida, organización y culturas; 
a su vez, institucionalidad que difunde, aplica y hace cumplir 
la legislación vigente. 


e Condiciones intrínsecas. El Estado nacional, departamental, 
municipal y las autonomías indígenas establecen relaciones 
jurídicas con todos los sujetos de derecho, antes que relaciones 
políticas “clientelares”; en este proceso se desarrollan organi- 
zaciones locales fuertes, una cultura legal que se traduce en 
comportamientos sociales e institucionales que respetan los 
derechos consagrados en las leyes. 


El derecho indígena en Guarayos, para llegar a las situaciones 
ideales antes planteadas, recorre caminos sinuosos, si tenemos en 
cuenta el contexto local, social, institucional y político. En estos 
campos hay debilidades estratégicas de los derechos legislados que 
deben ser superados, estos son: 


+ Haber situado el derecho indígena como extraño al derecho 
de todos los ciudadanos; pensar que los “derechos” son sólo 
beneficios y olvidarse de las obligaciones y responsabilidades, 
con el grupo, con los otros y el medio ambiente. En tales con- 
diciones el derecho no tiene posibilidad de materializarse en 
bienestar de la población. 


e La inexistencia de una institucionalidad idónea que cumpla 
y haga cumplir los derechos legislados, admita el pluralismo 
jurídico y haga respetar las diferencias socio-culturales. 


e Las formas estatales presentes en la región privilegian las re- 
laciones políticas e interés de grupo antes que las relaciones 
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jurídicas y normativas establecidas en las leyes en general y 
de manera particular en las leyes que contemplan derechos 
indígenas. 


Ahora bien, después de este breve análisis y haber planteado 
situaciones ideales de lo que serían los ejercicios del derecho, repase- 
mos las percepciones de sectores no indígenas e indígenas acerca del 
ejercicio de derechos en la provincia. Desde ya, la percepción no in- 
dígena se presenta como notoriamente diferenciada de la indígena. 


En cuanto a la perspectiva karai, en general se identifica y recla- 
ma un estado de derecho, pero al mismo tiempo se percibe que este 
estado de derecho otorga preeminencia a los derechos indígenas en 
desmedro de otros derechos. Sin embargo, este estado de derecho 
“indigenista” no está presente en la prefectura ni en el municipio. 
Existe una divorcio notorio entre la población karai que tiene con- 
ciencia de que el gobierno central apoya a los indígenas y suponen 
que afecta los derechos de los no indígenas. 


En la entrevista realizada a William Cortez Lavayén, dirigente 
cívico y militante del MNR, él asegura que la COPNAG hablando 
de derechos amenazaba a “la poderosa Federación Campesina de 
Guarayos; única en su representación de base”, por tanto, también al 
MNR. Pero Cortez va más allá cuando nos ilustra que los madereros 
eran amenazados en sus derechos de monte para el aprovechamiento 
de la madera: “los ganaderos no se sintieron afectados; ellos eran de 
aquí, karai, pero de aquí, y no detentaban grandes extensiones de 
tierra ni de recursos”. 


Si nos preguntamos por qué los madereros se sintieron amena- 
zados en sus concesiones y no así los ganaderos, la respuesta es 
sencilla: los espacios en conflicto eran los bosques, debido a que 
en estos espacios los madereros tenían interés en la madera y em- 
pezaron a prohibir la caza, la pesca y la recolección, formas de uso 
tradicionales para la existencia de las comunidades. En la práctica, 
se presentaba un conflicto vital porque al explotar la madera estaban 
degradando los bosques y con ellos los medios de subsistencia de 
las comunidades indígenas, y cuando se homologa el convenio 169 
de la OIT ciertamente se reconocen los derechos consuetudinarios 
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de los pueblos indígenas y, en este caso, la COPNAG lo único que 
procuraba era hacer respetar aquellos derechos reconocidos en la 
ley. No ocurría los propio con los ganaderos, no porque fueran “karai 
del lugar”, sino porque como los guarayos mismos se caracteriza- 
ban como “monteses” (Martínez 1997) por su alta dependencia del 
bosque, entonces las pampas que eran las áreas de ganadería no re- 
presentaban ningún conflicto para los guarayos, ni para sus formas 
de subsistencia. Más adelante sí hay conflictos, debido a que estos 
espacios fueron alambrados y dificultaban el libre tránsito de perso- 
nas y de los animales silvestres. Lo propio ocurre con el asentamiento 
de agroindustriales y pequeños agricultores, cuando ellos alambran 
y avanzan hacia el bosque. 


Déster Ágreda, corresponsal de El Deber en Guarayos, asegura 
que las organizaciones indígenas nunca se preocuparon por los 
derechos de los otros: “ellos pisan a cualquiera para conseguir sus 
fines”, asegura, y no es ajena esta opinión a dirigentes de otras insti- 
tuciones como la Federación de Campesinos y al propio responsable 
de la Superintendencia Forestal, Ing. Ronald Hurtado, o al fiscal de 
la provincia, Dr. Arturo Morón, quien expresa que desde su llegada 
a Guarayos “nunca recibió una ley, una resolución, un mandato de 
asamblea que oriente el accionar de las instituciones públicas hacia 
sus derechos”, ni una oferta de apoyo, por lo menos en la traducción 
por parte de alguna organización indígena; por el contrario, ha sido 
permanentemente visitado por dirigentes de estas organizaciones 
para advertirle que su cargo está en sus manos. Aquí se presenta la 
clásica postura del opresor oprimido, cuando las condiciones legales 
de sus opuestos han cambiado y pasaron de ser personas sin ley a 
tener derechos legislados. 


La Sra. Trinidad Vaca, nacida en Warnes y desde joven dirigente 
destacada y fundadora de la Federación Campesina en Guarayos, 
asegura que no hay conflictos de fondo con la COPNAG, pero que los 
indígenas no ejercieron bien sus derechos: “usted ha visto la cantidad 
de tierras que han vendido y cómo destruyen el bosque [...]; ellos no 
se han preocupado por cuidar su tierra”. “[Plersonalmente apoyé la 
constitución de un juez agrario en Guarayos; así como la fiscalía [...], 
fue gestión nuestra”. Asimismo, asegura: “Estoy preocupada por los 


derechos laborales; nosotros atendemos cientos de estos casos de 
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impunidad de los dueños de aserraderos y de áreas de explotación 
forestal [...]: nunca le dieron un seguro a sus trabajadores”. En estas 
declaraciones hay un sentido claro por los derechos que abarcan a 
toda la sociedad, pero no así por los de los indígenas; o no son ex- 
presados o son desconocidos, pero en el fondo no hay una referencia 
estricta a ellos. 


En las percepciones de los entrevistados, los derechos indígenas 
se presentan como opuestos, o al menos excluyentes, de los derechos 
de todos los ciudadanos: “son racistas”, “son celosos”. Estas percep- 
ciones son alimentadas por los medios de comunicación local, por 
las propias entidades estatales departamentales que diseñan marcos 
institucionales, funcionales que buscan “indigenizar desde arriba”, 
léase controlar las instituciones locales (caso Subprefectura); se 
asignan autoridades que tienen menos exigencias con los derechos 
indígenas y hasta quienes los transgreden. Esta “indigenización” 
genera ciertas reciprocidades clientelares entre individuos indígenas 
favorecidos, que optan por acciones y discursos de defensa de otros 
intereses vinculados a las viejas relaciones patronales en “la provin- 
cia”, O a favor de los políticos de turno. 


Es relevante destacar que muchos de los entrevistados han reco- 
nocido que estarían en el “bando de las opiniones de personas que 
violan permanentemente los derechos humanos” porque si no lo 
hacen estarían asegurándose iguales violaciones contra sus perso- 
nas, lo cual sugiere que existe desde 1990 un grupo que ejerce fuerte 
control de opinión y de acción en Guarayos, que se renueva frente a 
cada intento de retoma de la iniciativa política estratégica por parte 
de las organizaciones indígenas. Este grupo siempre definió quiénes 
serían los operadores de la aplicación normativa y los administrado- 
res de las leyes, y aún continúa con este nivel de decisión y con poder 
acumulado y acrecentado en Ascensión, con todo su centralismo 
destinado al control de la provincia. 


En cuanto a la perspectiva indígena, hay una especie de asimila- 
ción lenta de la incorporación de los derechos indígenas en las leyes 
del país. Marcela Tayandi expresa cómo la “norma karai” va adqui- 
riendo valor de utilidad sobre el derecho consuetudinario. Valora 
los derechos de educación, de la mujer y explica cómo se han puesto 


110 LOS DERECHOS INDÍGENAS Y SU CUMPLIMIENTO EN EL TERRITORIO INDÍGENA DE GUARAYOS 





en práctica. Ella misma se siente beneficiaria de los derechos que le 
permiten desenvolverse en otros ámbitos de la sociedad local y en 
marcos institucionales, tales como el Consejo Educativo de Padres 
de Familia, la comunicación radial (en la que es conductora de un 
programa) y la Alcaldía Municipal de Ascensión —donde es funcio- 
naria—, cuota de su apoyo al MIR en la última campaña. Desde esta 
situación Tayandi estaría ejerciendo todos los derechos legislados 
a los que ha buscado acceder, incluido el aprovechamiento forestal 
comercial al que se refiere como “ese derecho que nos critican y del 
cual yo todavía no me he vestido”. 


Como Tayandi, hay muchos indígenas en Ascensión. Cuando la 
COPGNAG obstaculiza sus derechos, sus “intereses particulares”, la 
sobrepasan, es así que se relacionan con la ley karai de forma directa, 
la que, como ya hemos señalado, se reduce al trámite y al requisito 
administrativo. En pocas palabras, Tayandi ejercería derechos indí- 
genas en marcos institucionales karai y en un contexto en el que la 
“ley karai”, tampoco es la que norma las relaciones jurídicas, sino 
políticas en Ascensión de Guarayos. 


Existe un aparente acuerdo de la población karai de Guarayos en 
torno a que la gestión de una institución como la Subprefectura esté 
encabezada por un indígena gwarayú. Aparente porque los mismos 
karai censuran la incapacidad de malos indígenas para gestionar sus 
derechos, por lo que presumimos que el acuerdo es más con quien 
defienda los intereses de los que violan los derechos indígenas en 
beneficio de grupos de poder económico cruceños, que de aquellos 
que defienden los derechos indígenas —estos últimos no tienen ca- 
bida en las instituciones locales—. 


La adecuación de la institucionalidad local para el ejercicio de 
los derechos legislados no pasa por “indigenizar” las instituciones 
locales; esta postura es excluyente de los derechos de otros, por tanto, 
se invalida por sí misma. La adecuación institucional al ejercicio de 
derechos indígenas tampoco puede expresarse en el privilegio de la 
condición étnica para transgredir las normas, buscando beneficios 
particulares de corto plazo en perjuicio del bienestar colectivo y el 
“bien común” de sus mandantes. 
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La nueva CPE establece una nueva institucionalidad apropiada 
para el ejercicio de los derechos indígenas: las autonomías indíge- 
nas y las autonomías municipales. En el caso de los municipios de 
Guarayos, ambas autonomías pueden coexistir sin mayores contra- 
dicciones. La mayor complicación vendrá con la modificación de la 
composición étnica de la población, que actualmente tiene caracte- 
rística pluriétnicas. En términos demográficos, lamentablemente la 
población indígena guaraya va perdiendo predominio en la TCO; es 
creciente la colonización interna y externa que desplazará demográ- 
ficamente a los nativos guarayos. Una correcta aplicación de la nueva 
institucionalidad, sin embargo, debe permitir una convivencia de los 
diferentes grupos sociales, con la condición de respetar la capacidad 
de uso mayor de suelos y recursos naturales y el respeto de los valo- 
res socio-culturales de los diferentes grupos sociales. 


2. Estado de conocimiento de los derechos indígenas por los 
guarayos 


2.1. Nivel de conocimientos en Guarayos sobre leyes que contienen los 
derechos indígenas y entidades que cumplen los derechos 


Accesoriamente a las entrevistas, se aplicó un cuestionario a di- 
rigentes de centrales indígenas, corregidores y gremiales; de ellos 
63% son varones y 37% mujeres. Se buscó conocer la percepción que 
tienen sobre las leyes más difundidas; igualmente, sobre las entida- 
des que cumplen esas leyes y quienes hacen cumplir las mismas. Los 
resultados de estas percepciones se presentan en los gráficos de las 
siguientes páginas. 


En general, las personas consultadas indican conocer las leyes 
que contienen derechos indígenas, como son: Convenio 169 OIT, 
Medioambiente, Convención Derechos Humanos, Fondo Indígena, 
Participación Popular, Reforma Educativa, Reforma Constitucional, 
Contra la Violencia de la Mujer, Forestal, INRA, Contra la Discrimina- 
ción Racial, Reconducción Comunitaria de la Ley INRA y Declaración 
ONU sobre Derecho Humanos Pueblos Indígenas. Estas leyes les 
fueron nombradas una a una en la consulta; luego, los contenidos de 
las mismas leyes fueron presentados en varios incisos (ver el tercer 
acápite del Capítulo 2: Resumen de las leyes con derechos indígenas) y 
se les solicitó indicar si éstos correspondían a las leyes: el 90% de los 
consultados no conoce el detalle de las leyes. 
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A partir de los datos anteriores se pueden establecer algunas 
puntualizaciones. Primero: la gente ha escuchado hablar de las leyes; 
una capa muy pequeña de los dirigentes cuenta con información o 
fue capacitada en estas leyes, aunque luego no la aplica. Segundo: la 
personas consultadas, independientemente de su condición étnica, 
no conocen el contenido de las leyes; muchos se enteraron de los 
contenidos y existencia de estas leyes con el estudio. 


El Gráfico 8 refleja el grado de conocimiento de cada una de las 
leyes. La ley más conocida es la de Participación Popular y la me- 
nos conocida la Ley de Reconducción Comunitaria de la Reforma 
Agraria-Reforma Ley INRA (2006). La primera fue ampliamente 
difundida durante varias gestiones, se aplica en varios campos; la 
segunda es una ley reciente, y aunque su promulgación fue fruto 
de la 5ta Marcha Indígena, las personas consultadas dicen no cono- 
cerla. Otro caso llamativo son las expresiones de familiaridad con 
la ley Contra la Violencia de la Mujer, lo que se debe a que la gente 
de alguna manera ha asimilado el concepto de dicha ley, lo cual es 
importante por que se traduce en modificación de comportamientos. 
Las leyes más clásicas en el ámbito indígena son el Convenio 169 de 
la OIT, Medio Ambiente, Derechos Humanos, INRA y Forestal. De 
este análisis se puede desprender que hay dos factores que hacen 
efectiva una ley: su conocimiento, que se traduce en modificación de 
comportamientos sociales, y su utilidad práctica en la vida cotidiana, 
lo que permite la socialización de la ley. 


En la percepción de los consultados, en Guarayos la mayoría de 
las instituciones (56%) “no cumplen” con los derechos indígenas; 
cumplen “poco” (27%); “sí cumplen” (6%). Estos datos confirman 
plenamente la situación de los derechos indígenas en Guarayos. La 
entidad que no cumple los derechos legislados es el Comité Cívico, 
el 100% de los consultados tiene esta opinión; el 90% dice lo mismo 
de la COPNAG dirigida por Freddy Torrico; el 81% dice esto de los 
empresarios agroindustriales y madereros. Entre las instituciones y 
funcionarios institucionales que incumplen las leyes se identifican a 
la Subprefectura, jueces y fiscal (72%), el municipio (63%), y abogados 
(54%). En cuanto a las entidades que cumplen los derechos indígenas, 
la COPNAG dirigida por Elida Urapuca y las centrales intercomunales: 
27% “Sí”; 73% “Poco”). Las organizaciones campesinas y colonizadores 
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“Sí” 18%; “No” 18%; “Poco” 54%. Pues bien: no hay entidades que 
cumplan con las leyes y las que cumplen son muy débiles. 


El estado de indefensión de los derechos indígenas en Guarayos 
es lamentable; prácticamente no hay organización que haga cumplir 
esos derechos. Las entidades que medianamente hacen cumplir las 
leyes son: la COPNAG de Elida Urapuca (“Sí” 27%; “Poco” 63%), las 
centrales intercomunales (18% y 63%, respectivamente). Las organi- 
zaciones campesinas: 36% “No”; 54% “Poco”). 


En resumen, los resultados de la consulta complementan las en- 
trevistas y se puede puntualizar lo siguiente: 


+ Se ha escuchado hablar de algunas leyes, pero se conoce muy 
poco del contenido de las mismas. 


e Las leyes que recibieron mayor difusión y tienen utilidad 
práctica en la vida de la población son conocidas, asimiladas 
y modifican comportamientos. 


e No se conocen a profundidad las leyes que contienen los de- 
rechos indígenas. 


+ Las instituciones de Guarayos no cumplen, ni hacen cumplir 
los derechos. 


e Algunas organizaciones indígenas ejercen entre poco y nada 
sus derechos. 


Efectivamente, la percepción de los consultados refleja con mucha 
aproximación el estado de derechos indígenas en la Provincia Guara- 
yos. Seguidamente analizamos los mecanismos a los que recurrieron 
las organizaciones con el propósito de ejercer sus derechos. 


2.2. Principales mecanismos del ejercicio de los derechos 
indígenas 


Las adecuaciones de la organización a las exigencias legales para 
el ejercicio de derechos han implicado recurrir a los mecanismos 
establecidos en las leyes. Éstos, en la práctica de las comunidades, 
se traducen en nuevas organizaciones u organismos funcionales que 
permiten un nexo de la población con diferentes esferas estatales. Es 
así que se tiene: 
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+ La creación de las Asociaciones Indígenas Forestales (AIFEs), 
establecidas en el ámbito de la Ley Forestal para el aprovecha- 
miento de los Planes Generales de Manejo Forestal (PGMF) 
“comunitarios”. Las organizaciones indígenas deben ajustar 
sus formas de organización a la norma de la Unidad de Coor- 
dinación con Pueblos y Organizaciones Indígenas (UCPOI) de 
la Superintendencia Forestal, del Reglamento de la Ley Forestal 
y a la Norma Técnica de los PGMF en las TCOSs. 


» Otra adecuación es el Concejo Educativo del Pueblo Indígena 
Guarayo (CEPIG). Es un brazo técnico que implementa planes 
educativos en coordinación con instancias educativas estata- 
les y la adecuación institucional que da lugar la “educación 
intercultural-bilingúe”, establecida en la Ley de la Educación. 
En ambos casos existen normas de responsabilidad vinculante 
con la administración estatal. 


+ Las OTBs en los barrios de Ascensión y más recientemente 
en los otros municipios y comunidades ya no es ajena a los 
indígenas; se designan representantes para efectos del Comité 
de Vigilancia municipal y las Juntas Escolares de la Ley de 
Participación Popular. Esta ley reconoce la representación de 
las organizaciones indígenas como OBs”, para la participación 
en los mecanismos institucionales del ámbito del municipio. 


+ La ley INRA determina la participación de las organizaciones 
indígenas en los procesos de saneamiento de tierras (SAN 
TCO), para tal fin se crea la Comisión Interinstitucional de 
Tierras Comunitarias de Origen (CITCO) como mecanismo de 
coordinación que reúne a gobierno, representantes indígenas 
y financiadores. Igualmente, se conformaron equipos técnicos 
indígenas de saneamiento técnicourídico, para el seguimiento 
en los trabajos de saneamiento de tierras en la fase de pericias 
de campo y revisión de documentación en gabinete. 





27 Las OTBs en la Ley de Participación Popular se refería principalmente a las 


“juntas vecinales”. En las modificaciones a esta ley se incluye el término “OBs” 
(organizaciones de base) para incluir otras organizaciones que no sean juntas 
vecinales. Ocurre que en la práctica todas las organizaciones asimilaron las 
OTBs como sigla de uso, en lugar de OBs. 
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Los mecanismos referidos corresponden a las leyes que tienen 
cierta utilidad práctica en la vida de las comunidades. Estos meca- 
nismos están claramente establecidos en las normas y hacen posible 
el ejercicio de los derechos de manera institucional. Sin embargo, las 
adecuaciones organizativas corresponden a las lógicas estatales y no 
a la perspectiva indígena; consecuentemente, cada requerimiento 
organizativo de ley es independiente; por tanto, a mayor legislación 
mayores requerimientos de personas para integrar las organizacio- 
nes especificas creadas por la ley. Las comunidades con población 
pequeña no se dan abasto para atender los requerimientos estatales; 
a ellos deben sumarse los requerimientos de ONGs y entidades 
de apoyo (asociaciones productivas, artesanales, etc.) que también 
demandan contrapartes locales y, por esta vía, también se diluye la 
efectividad de las leyes. 


Nótese, por otro lado, que las leyes explícitas con derechos indí- 
genas son más difusos en cuanto a los mecanismos; aunque es bueno 
señalar que leyes como el Convenio 169 constituyen el marco de las 
otras leyes. Pero, por ejemplo, sería muy útil a nivel de las comu- 
nidades constituir un solo mecanismo de consulta apropiada a los 
pueblos y comunidades indígenas, con cierto carácter permanente 
y para diferentes efectos. Este mecanismo debería ser el canal de 
información pública, adecuada y oportuna sobre todos los proyectos 
estatales y privados que afectan sus vidas o que se asienten en sus 
territorios; a su vez, este mecanismo debería servir para tomar deci- 
siones motivadas. La creación de este mecanismo es responsabilidad 
del gobierno y las organizaciones indígenas. 


En la actualidad, son las direcciones de los pueblos las que 
asumen la consulta como parte de sus funciones, pero no de sus 
responsabilidades; en consecuencia, las decisiones se diluyen en los 
ámbitos dirigenciales. Existe la necesidad de crear el mecanismo de 
consulta y participación a nivel de las comunidades, para involucrar 
de manera directa a la población que más necesita y en cuyos espa- 
cios repercuten las consecuencias favorables o desfavorables de los 
proyectos, antes que seguir diversificando los mecanismos de cada 
ley. Pero también debe quedar claro que el mecanismo no debe re- 
ducirse a la interlocución con los dirigentes, debe ser una instancia 
independiente donde concurran autoridades, operadores, dirigentes 
y comunidad. 
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En las entrevistas aparece de manera recurrente la institución 
del cabildo indígena, un espacio concurrente que forma parte de la 
cultura indígena en términos de información y tomas de decisión. 
Actualmente el cabildo no es un mecanismo institucional, pero sería 
útil adoptar el modelo del cabildo indígena como un mecanismo de 
consulta y toma de decisiones a nivel de las comunidades, en los 
sentidos y efectos señalados en el anterior párrafo, de modo que se 
pueda superar la existencia de tanta “institución”, que se percibe 
como un obstáculo para el desarrollo de iniciativas en las comuni- 
dades pequeñas, en las que unos pocos deben habilitarse para tanta 
demanda organizacional. 


Las innovaciones institucionales estatales deben ser repensadas 
por los actores locales. Veamos: antes el sacerdote, el cacique y el 
corregidor eran las autoridades en la comunidad; aún existen pero 
no tienen competencias en materia de derechos y su ejercicio. En 
cambio los nuevos mecanismos, al estar establecidos por ley, sí tienen 
competencia y responden a la adecuación institucional exigida por las 
nuevas leyes. Estas adecuaciones en cierta forma están modificando 
las estructuras organizativas tradicionales a nivel de las comuni- 
dades, por ejemplo, al dejar sin competencias a las organizaciones 
tradicionales y sus autoridades. También se está perdiendo el trabajo 
colaborativo, como los trabajos comunales, la minga, la limpieza de 
lagunas, mantenimiento de caminos; se está perdiendo como efecto 
de las nuevas adecuaciones institucionales prácticas sociales impor- 
tantes, lo cual es lamentable. 


Es crucial la articulación institucional de la vida cotidiana de las 
comunidades con la institucionalidad que administra las leyes, recu- 
perando e institucionalizando las formas organizativas tradicionales 
que son parte de la práctica y la memoria institucional que tienen 
las comunidades. Generar un sistema de mediaciones (reuniones, 
talleres, seguimiento) vía las nuevas instituciones impuestas por 
mandato de la ley no siempre es las más adecuado para la eficacia 
de las leyes. Las comunidades, a quienes afectan de manera directa 
las políticas del Estado, los programas, los planes y proyectos, tienen 
derecho de tomar decisiones sobre las situaciones que afectan a sus 
vidas, situación que no está ocurriendo por las razones expuestas. 
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2.3. Debilidades y obstáculos en el ejercicio de los derechos 


La COPNAG es una de las pocas instituciones locales con una 
estructura institucional reconocida a nivel provincial, departamental 
y nacional. Es una organización representativa del pueblo indígena 
gwarayú que mantiene relaciones con diversas instituciones públi- 
cas y privadas, que tiene apertura y predisposición permanente a 
nuevas corrientes, nuevos proyectos, nuevas relaciones —lo mismo 
ocurre con las dirigencias comunales—. Puede decirse que es una 
organización que sigue y se ajusta a las modas. Las relaciones que 
establece son transitorias y funcionan en la lógica de los proyectos”; 
en cambio hay otras relaciones más permanentes y duraderas que 
son aquellas que mantienen con su pueblo (al menos debería ser así). 
En la actualidad, lamentablemente en la COPNAG, lo transitorio es 
permanente y ello es una clara debilidad que dificulta el pleno ejer- 
cicio de los derechos, se atiende las demandas externas antes que las 
necesidades propias. 


En todos los casos que analizamos, nos lleva a concluir que hay 
una suerte de expropiaciones de los conocimientos y saberes locales 
por otros de menor importancia para la vida de las comunidades. Las 
adecuaciones introducidas con las leyes responden principalmente a 
la necesidad de un sistema externo y no ha ido en sentido contrario. 
Por ejemplo, el cambio de uso de suelos de los bosques tiene mayor 
importancia por sus efectos negativos en el cambio climático global, 
más que por los efectos concretos en la flora, fauna y biodiversidad 
que afecta de manera directa a los sistemas de vida de estas comu- 
nidades. De hecho las formas de vida de las comunidades están 
cambiando aceleradamente, las formas de economías domésticas, de 
reciprocidad son desplazadas, por la economía de mercado. Los sis- 
tema productivos y reproductivos de pequeños cultivos itinerantes, 
cacería, pesca y recolección están siendo sustituidos por la creciente 
dependencia del mercado y las relaciones monetarias se introducen 
en todos los campos. Estos cambios en la estructura material de los 
sistemas de vida de las comunidades dejarán sin objeto los derechos 
indígenas establecidos en las leyes. 





28 Funcionan mientras existen los recursos, y cuando ellos se terminan, también 


termina el proyecto. 
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En el conflicto de Cururú sobre hechizos y enfermedades, se 
estableció que los jóvenes que trabajaban en el PGMF resultaron 
enfermos, el diagnóstico médico señaló gastritis. ¿Que aconteció? El 
plan de manejo de la comunidad cuenta con “certificación forestal 
internacional”, ello obliga —además de cumplir con las normas del 
manejo sostenible— a ciertos cuidados silviculturales (se prohíbe la 
cacería) a quienes trabajan en el plan. En este caso, los trabajadores 
son de la comunidad y se constató que ellos modificaron su patrón 
alimenticio. Los productos tradicionales del bosque en la alimenta- 
ción, principalmente proteína animal, fueron sustituidos por “comida 
chatarra”: enlatados, refrescos yupi, papa frita, aceite, fideos. 


Los efectos del plan de manejo no sólo repercuten en quienes 
trabajan en el plan, sino afecta a toda la comunidad; por ejemplo, los 
mayores se sintieron muy mal escondiendo o “enterrando” las pieles 
y plumas de animales cazados, y muy culpables por sus actividades 
de cacería que ya son clandestinas, a pesar de que la ley les permite 
ese derecho. En el conflicto, ninguno de ellos habló de estos cambios 
de situación que afecta a sus derechos, sólo describieron los cambios 
en su dieta, en sus tiempos, en sus creencias. Así, la certificación fo- 
restal es buena para la imagen de quienes comercializan la madera 
y es dañina para las comunidades porque está afectando de manera 
directa sus sistemas de vida e impactando sus valores simbólicos. 
La cacería tradicional provee el alimento a la familia, ahora resulta 
prohibida y se sienten culpables por practicarla. En definitiva se 
está afectando seriamente la autoestima de aquellas personas y sus 
condiciones materiales de existencia. 


Otros efectos derivados de esta situación, si sólo nos concen- 
tráramos en el cambio de productos alimenticios, son los ingresos 
provenientes del plan del manejo: tienen la posibilidad de comprar 
otros productos y llevarlos al monte, ello sería lógico para cualquier 
ciudadano; pero no para la gente de la comunidad, puesto que 
ellos tradicionalmente van al monte para proveerse de alimentos 
—Bienvenido Sacu” hace una analogía entre el supermercado y el 





22 Es una expresión frecuentemente utilizada por Don Bienvenido Sacu (ex diri- 


gente de CIDOB, CPESC, Director General de TCOSs y actualmente parlamenta- 
rio del Estado Pluri Nacional) en sus intervenciones públicas. 
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bosque—. La verdad es que la certificación forestal implica pérdida 
de recursos y valores para las comunidades, además de introducir 
nuevas prácticas que obligan a remplazar la parte vital de su cultura 
—la cacería y la recolección— por comida chatarra. Aquí opera una 
evidente contradicción entre los usos tradicionales locales, consagra- 
dos como derechos consuetudinarios, y las exigencias de certificación 
internacionales. 


Estos casos no son excepciones, puesto que los indígenas se han 
sometido y han probado diferentes propuestas de innovación ex- 
ternas, que en la práctica, no están funcionado en beneficio de las 
comunidades. Los que no se innovan son el Estado y los proyectos, 
puesto que no asimilan la cultura local, no respetan los valores, for- 
mas de vida y derechos de las poblaciones indígenas, imponiéndoles 
otras prácticas a título de modernidad y eficiencia. No encontramos 
instituciones del Estado, ni proyectos de apoyo en el plano nacional 
o internacional que respondan a la necesidad armonizar derechos 
ciudadanos en general con derechos indígenas en particular. 


Para entender el fondo de esta problemática, nada más claro que 
el relato del dirigente comunal Ambrosio Yabó Ortiz, presidente de la 
Central Comunal de Cururú, sobre un hecho que expresa el costo de 
las innovaciones “externas”. Primero empezó sintiéndose orgulloso 
porque exterminó, haciendo uso de un plaguicida, unas hormigas 
que irían a atacar a las abejas de un proyecto de producción de miel, 
en los que fueron involucrados. Luego reflexiona, y dice: 


Claro que estas hormiguitas cuando vienen en la noche no queda 
ni un chulupi, ni un ratón, ni murciélago, ni peto queda, dentro de 
nuestras casas es como un cuidante, será su olor porque es hediondo; 
pero la caja de abejas tiene que funcionar porque sino el proyecto va 
a fracasar y las otras plagas se van entrar nomás a la casa. 


La cultura indígena es profunda en conocimientos de su medio, lo 
lamentable es que deben sacrificar esos conocimientos para adecuarse 
a los requerimientos externos y al éxito de los proyectos, aunque ello 
signifique la pérdida de valores culturales, así como también el que 
sus vidas cotidianas se vean afectadas. 
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El Estado y los proyectos necesitan aprender mucho de las cul- 
turas indígenas, tienen que innovarse para cumplir, respetar los 
derechos, cultura y conocimientos indígenas. Hay que invertir la 
balanza, elevar a valores universales los saberes y conocimientos 
indígenas, recuperar y potenciar sus organizaciones tradicionales y 
evitar imponerles nuevas instituciones y nuevas necesidades. 


CAPÍTULO V 
Los derechos indígenas 
en 18 años de vigencia 





1. Beneficios de los derechos no llega a sus titulares 


Los beneficios esperados de los derechos indígenas en 18 años de 
vigencia son pocos: han sido distorsionados y no llegan a sus titula- 
res. La percepción general es que los indígenas no hicieron nada por 
la sociedad guaraya; y algunos ven el ejercicio del derecho como la li- 
bertad de vender la tierra, como lo hacen los karai. Estos sentimientos 
afloran al momento de destacar la vigencia de los derechos indígenas 
en la provincia. El concepto de territorio y bien común está difuso 
en la práctica; lo propio ocurre con el acceso a recursos forestales: 
algunos suponen que ejercer derechos es vender las autorizaciones 
de manejo tradicional a comerciantes madereros inescrupulosos para 
la extracción de madera al margen de la ley y las normas. De estas 
distorsiones de los derechos forestales son responsables algunos 
“agentes auxiliares del régimen forestal”, sí, ingenieros y técnicos 
forestales. Como bien indica Serafín Justiniano, ex concejal indígena, 
“aquellos profesionales que se formaron para manejar y proteger los 
bosques al final terminan robándose la madera”, e indica: “es como si 
nosotros mandáramos a nuestros jóvenes a la universidad a estudiar 
panadería y siendo profesionales terminan robándose el pan”. 


Los líderes indígenas relacionan el derecho con sus experiencias 
de trámites o denuncias ante el INRA, la SIF o el corregimiento, el mi- 
nisterio público y la policía; siempre hacen referencia a la necesidad 
de “doctores” y “asesores” para estos menesteres. En su experiencia 
cotidiana, el ejercicio del derecho y el cumplimiento de las leyes es 
labor de los abogados. En tales condiciones no está entre las pre- 
ocupaciones de los dirigentes conocer a plenitud las leyes, porque 


126 LOS DERECHOS INDÍGENAS Y SU CUMPLIMIENTO EN EL TERRITORIO INDÍGENA DE GUARAYOS 





consideran que otros se ocuparán por ellos. En suma, el ejercicio del 
derecho institucionalizado está divorciado de la práctica cotidiana de 
las comunidades; los derechos indígenas no se tornaron en conduc- 
tas, en normas de comportamiento en la sociedad, todavía son algo 
externo a sus titulares y ajeno a los otros grupos sociales. 


Lo que esperan a futuro es que sus hijos tengan mejores derechos, 
ya que tendrán un nivel de formación mayor, podrán conocer las 
leyes y tendrán más oportunidades de vincularse a un “estado de 
derecho”. En la actualidad todavía se sienten excluidos del Estado, 
puesto que no ven efectos concretos de la legislación indígena que re- 
percuta positivamente en su cotidiano vivir; por el contrario, sienten 
que todo está cambiando, como dicen, “para peor”, las comunida- 
des ya no son las mismas, la gente joven se emborracha mucho, ya 
no tienen recursos, cada vez es más difícil conseguir alimentos. La 
cacería, la pesca, que antes eran abundantes y se daban cerca de sus 
comunidades, ahora están alejadas, debiendo ellos recorrer grandes 
distancias para conseguir algún “bicho”. Los proyectos, las ayudas 
son sólo un rato, más beneficia a otros, sienten que están perdiendo 
sus recursos rápidamente, al punto que ahora no consiguen buena 
madera para hacer sus canoas y muchos ya no pueden navegar sus 
ríos (Río Blanco, Río Negro, San Pablo), que eran las principales vías 
de acceso y recorrido de su territorio. 


Por otro lado, hay un sentimiento generalizado de frustración 
en funcionarios públicos, voluntarios y técnicos de proyectos de 
cooperación, sobre los resultados de estos 18 años de vigencia de 
legislación indígena. La apatía es generalizada, el incumplimiento 
de acuerdos y desvalorización de esfuerzos por integrar al pueblo 
guarayo a un sistema que le permita elevar sus condiciones de vida 
no funciona. Indígenas y no indígenas coinciden en que la situación 
empeora para las comunidades, los avances legales en materia de 
derechos indígenas no están favoreciendo a estas poblaciones y a 
nombre del ejercicio de los mismos se cometen infracciones y viola- 
ciones de los derechos. 


2. Tierra, territorio, bosques y derechos 


El desconocimiento de las leyes por parte de los indígenas 
y la población en general es una de las causas que favorece 
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al incumplimiento de los derechos. No cumplir las leyes por 
conveniencia de los grupos de poder implica, además, violaciones 
a los derechos legislados, sin importar los medios a los que se 
recurran para tales fines. A ello debe sumarse la inadecuada gestión 
institucional que no garantiza el cumplimiento de los derechos, en 
los distintos niveles estatales; en tal sentido, la opinión generalizada 
de las personas consultadas es que: existen leyes buenas, pero que 
no se cumplen, ni hay quién las haga cumplir. 


En este acápite nos referiremos principalmente a los derechos de 
tierra-territorio y bosques. A partir de estos derechos nos referiremos 
a Otros temas para comprender lo que está pasando en Guarayos. 
En materia de derechos territoriales, que es lo central de los dere- 
chos indígenas, por ser la base para la reproducción social, cultural 
y económica de un pueblo, existen avances en la titulación, pero 
lamentablemente las comunidades quedaron fuera del territorio; en 
consecuencia, la titulación no es el mejor resultado de los derechos 
indígenas (Cuadro 7). 


El territorio titulado en los polígonos 1 y 2 son las áreas de reser- 
va de la CO, la mayoría de las comunidades están fuera, excepto 
las comunidades de Cururú y Salvatierra. En estos dos polígonos, 
había contados terceros antes de 1996 (Martínez 1997), sin embargo, 
el saneamiento demoró ¡5 años!; con tales antecedentes, resulta du- 
doso que en el corto tiempo puedan titularse los polígonos faltantes 
a favor de los indígenas, puesto que los asentamientos de terceros 
se multiplicaron, y no es suficiente la voluntad política de las auto- 
ridades estatales, particularmente del Viceministro de Tierras y el 
Director del INRA que conocen la importancia de la titulación de la 
TCO Guarayos. La realidad en los polígonos no titulados es compleja, 
se podría decir que las comunidades terminaron enclaustradas por 
las propiedades privadas. Este hecho complica el proceso de sanea- 
miento de la TCO. 


Los recursos económicos para el saneamiento es otra de las limi- 
tantes. En estos casos, existen recursos económicos para los polígonos 
3 y 4, y, paradójicamente en estos casos, lo sensato sería no emplear 
esos recursos en el saneamiento porque en la práctica se emplearán 
fondos destinados a indígenas para titular propiedades de terceros, 
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y muchas propiedades obtenidas de manera dolosa. En definitiva, 
quedará muy poco espacio para los indígenas. Como podrá enten- 
derse, ni la voluntad política de las autoridades, ni la existencia de 
recursos económicos en esta particular situación favorecerá a los 
indígenas; sensiblemente, la titulación de los polígonos 3, 4 y 5 ten- 
drá como resultado la dispersión de las comunidades guarayas y la 
fragmentación del territorio. 


La titulación de los polígonos 3 con 230.118 ha, 4 con 395.849 ha y 5 
con 109.222 ha mostrará por quienes se inclina la balanza de los dere- 
chos indígenas. Limitadamente se salvarán algunas zonas agrarias de 
las comunidades, pero la figura de territorio desgraciadamente está 
comprometida. ¿Que harán los indígenas monteses con un territorio 
fragmentado y sus bosques comunales degradados? En cuestión de 
derechos, aquí queda evidenciado que la Resolución de Inmovili- 
zación RAI-TCO-0009 del 11-07-97 debía proteger 2.205.369,8945 
ha para la TCO Guarayos, en virtud de lo que dispone la Ley 1715 
INRA, Art. 3 y el D.S. 25763, Art. 259, que taxativamente establece 
no permitir el establecimiento de nuevos asentamientos. La verdad 
es que no protegió nada; por el contrario, permitió nuevos asenta- 
mientos fraudulentos, en muchos de los casos, con la complicidad 
de funcionarios y dirigentes. La inaplicabilidad de las leyes en casos 
como éste resulta funcional a los intereses de los grupos de poder, 
y es beneficioso incumplir la ley por que resulta más rentable y de 
menor costo la obtención de tierras bajo la figura del SAN TCO. 


Las organizaciones demandantes son la COPNAG y las centrales 
indígenas: Central Interétnica de Ascensión (CIEA), Central Comunal 
de Urubichá (CECU), Central Comunal de San Pablo (CCSP), Central 
Comunal de Yaguarú (CECY), Central Comunal de Yotaú (CCY) y las 
comunidades de Momené y Cachuela. Únicamente las comunidades 
de Cururú y Salvatierra se encuentran en la TCO titulada (Polígono 
2). Como se señaló, con excepción de Cururú y Salvatierra, todo el 
pueblo guarayo quedó fuera del territorio titulado. Al inicio de la 
demanda, todas las comunidades eran parte de un territorio con 
continuidad social y espacial; hoy, esa situación ha cambiado radi- 
calmente: la organización indígena está tan fragmentada y debilitada 
como su territorio. 
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En materia forestal, hace más de una década que se implementó 
un régimen de excepción, autorizaciones de aprovechamiento ma- 
derable en parcelas menores a 5 y 3 ha; este régimen de excepción se 
convirtió en permanente. Este mecanismo no es el camino más ade- 
cuado para garantizar los derechos de uso y manejo de los recursos 
existentes en los bosques; en la actualidad las autorizaciones deberían 
avanzar hacia el manejo integral de los recursos naturales existentes 
en el bosque, generando economías verdes y prestando servicios 
ambientales. En estas actividades económicas productivas, las inver- 
siones deberían provenir del el Estado o buscar su financiamiento 
externo a través del Estado: esto sería hacer cumplir los derechos, 
pero tal perspectiva no está presente ni en las autoridades guberna- 
mentales, ni en las organizaciones indígenas. Todo lo contrario, no 
sólo que no se respeta el derecho preferente que tienen los indígenas 
en sus territorios y bosques, sino que se compromete a los indígenas 
con los asaltos a instalaciones de la SIF, destrucción de bienes insti- 
gados por los dueños de la madera confiscada. En el decomiso de los 
recursos del bosque de la TCO Guarayos nunca participó ni apoyo la 
COPNAG, ni individuos indígenas vinculados a esta organización; 
al revés, algunos dirigentes se prestaron a acciones en contra de sus 
propios derechos y a favor de los traficantes de tierras y madera. 


En Guarayos el tema de la madera se arrastra desde los tiempos 
del Centro de Desarrollo Forestal (CDF) (Ley 11686). Los madereros 
siempre estuvieron interesados en las maderas con alto valor co- 
mercial; por ejemplo, el agotamiento de la mara ocurrió a cambio de 
regalías, con las que se construyeron dos oficinas y el coliseo. Una vez 
agotado el recurso, la concesión forestal se “adjudica” el área como 
propiedad privada; estos hechos dicen mucho sobre la cultura “legal” 
de algunas empresas que invierten para que no se cumplan las leyes 
y se haga ineficaz el ejercicio del derecho indígena. Seguidamente, 
presentamos predios que eran área de concesión en tierras fiscales 
y que posteriormente fueron saneados como propiedades privadas 
(Cuadro 8). 


Esta historia de violaciones a las leyes y al derecho de los pueblos 
indígenas tiene muchas aristas. En el polígono 1 se tituló como predio 
privado la concesión Don Víctor, contrato de largo plazo que sólo 
cuenta con plan de manejo forestal; nunca hizo aprovechamiento y 
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el concesionario y propietario es el ex Ministro de Educación Ariel 
Coca. Igualmente, se deslindó la concesión IMR CODDER COSN- 
030018 dentro del SAN TCO del polígono 1. 



























































Cuadro 8 
Predios saneados en áreas de concesión forestal, en Guarayos 
, 7 Área de concesión y 
Predios saneados Código catastral Saneamiento 
forestal 
COD-CAT CODDER COSN-030004 Ñ 
pu 07150103502090 | CIMACRUZ SANTOS CUaIEyOS 
COD-CAT CODDER COSN-030004 - 
EL ENCANTO 07150103502088 CIMACRUZ SAN TCO-Guarayos 
, COD-CAT CODDER COSN-030004 - 
EL TREBOL 07150103502279 CIMACRUZ SAN TCO-Guarayos 
, COD-CAT CODDER COSN-030004 - 
EETREBGE 07150103502085 | CIMACRUZ TAS 
COD-CAT CODDER COSN-030004 - 
LA SORPRESA 07150103502086 CIMACRUZ SAN TCO-Guarayos 
COD-CAT CODDER COSN-030001 - 
ANAIS 07150103502311 | BARBERY HNS A alas 




















Fuente: INRA, Áreas saneadas, SIE, Áreas de concesiones forestales. Elaboración propia. 


La ilegalidad forestal ocasiona mucho daño, corrompe y distorsio- 
na todo proceso de readecuación institucional. Los madereros ilegales 
conviven con las empresas forestales legales y con las asociaciones 
indígenas forestales; existe una especie de santa alianza para favore- 
cerse mutuamente con bajísimos niveles de rendimiento. El negocio 
de la madera mueve mucho dinero en la economía local, ha generado 
la proliferación de aserraderos y es atractivo para mucha gente que 
ve que en Guarayos no hay control estatal. Estas actividades colindan 
con lo ilícito y lucran de las “discriminaciones positivas”, ventajas 
de la ley a favor de los indígenas en materia forestal. 


Los casos mencionados evidencian que los mecanismos institucio- 
nales del Estado están fallando. Para descargo del gobierno actual, 
la conversión de concesiones a propiedades privadas corresponden 
a gestiones pasadas, sin embargo, los actos públicos del Estado tie- 
nen continuidad y no se puede alegar que corresponden a gestiones 
pasadas, puesto que los funcionarios en gestión deben continuar los 
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obrados; el Estado es uno solo aunque los gobiernos cambien. Con 
todo, correspondería hacer cumplir el mejor derecho que asiste a la 
TCO para la recuperación de los predios señalados a favor del pueblo 
indígena guarayo. También hace falta coordinación interinstitucional 
para evitar otorgar derechos legales a procedimientos ilegales, en 
colisión con otros derechos y normas. Estos son los trasfondos de 
la falta de institucionalidad y la razón por la que no se cumplen las 
leyes en Guarayos a favor de los indígenas. 


El incumplimiento de los derechos de tierra y territorio y bosques 
es el conflicto principal en materia de derechos indígenas. Los grupos 
de poder no quieren perder sus privilegios y arrastran en su desgracia 
a los ex dirigentes. Los derechos indígenas no logran consolidarse, 
tiene poca fortaleza, son víctimas de las presiones de los grupos de 
poder, de sus propios hermanos que en el pasado inmediato eran 
dirigentes brillantes, comprometidos con su pueblo y ahora no. 


Pero en realidad no todo está mal; es más frecuente referirse a los 
problemas, a los fracasos, y menos frecuente hablar de los logros. 
Aquí intentamos resumir algunos logros que forman parte de la 
memoria histórica de los guarayos, lo cual debería fortalecer la au- 
toestima, la cultura y la identidad guarayas: 


e El proceso de construcción de una nueva institucionalidad de 
la COPNAG a partir de 1987 en todas las comunidades de la 
TCO goza del reconocimiento de la sociedad, y ocurrió en dura 
batalla de independencia y diferenciación con el karai. 


e La adecuación de estructuras institucionales, con normas 
propias (estatutos, reglamentos), recuperando sus valores, 
costumbres y organización para actuar como un sólo pueblo, a 
pesar de estar dispersos en varias comunidades, fue un proceso 
de autoidentificación fortalecida principalmente por el uso y 
valorización de la lengua nativa. 


e El apoyo y participación en un sinnúmero de estudios de in- 
vestigación publicados y la constitución de estructuras técnicas 
para implementación de leyes de la república (OTB, juntas 
escolares, CEPIG, equipos técnicos forestales) también pueden 
considerarse parte de los logros. 
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e Elaboración de un plan de gestión territorial para toda la TCO; 
articulación madura y propositiva con la institucionalidad 
local; incursión incluso en la política. Fueron notables los es- 
fuerzos y las inversiones indígenas en la construcción de una 
infraestructura que les permita adaptarse a las leyes del país, 
pero éstos no han sido acompañados por la dinámica local 
institucional, ni del Estado en sus diferentes niveles, ni por la 
sociedad. 


e Todas las gestiones encaminadas a la implementación de me- 
canismos de control social (audiencias públicas, denuncias 
sobre infracciones), basadas también en derechos legislados, 
no se encuentran en ningún registro. Lo mismo ocurre con la 
constitución de la laguna Corazón como Patrimonio Cultural 
y Natural del Pueblo Guarayo, una iniciativa indígena hoy por 
hoy encerrada en los predios de Branco Marincovic. 


e Las gestiones y apoyo a estudios de la Fundación Amigos para 
la Naturaleza (FAN) para la constitución de la Reserva de Vida 
Silvestre Río Blanco, Río Negro; los estudios, mapeo y justifica- 
ción de la demanda de TCO, fruto de días y noches de trabajo 
intenso de las comunidades; la titulación de cerca de un millón 
de hectáreas de territorio, que deben ser convenientemente 
manejados y revalorizados. 


+ Notables también los logros de la gestión actual de Elida Ura- 
puca: la gestión de dos radios comunitarias para no tener la voz 
confinada, ante la imposibilidad de expresión por los medios 
locales; y la construcción de una sede-albergue a raíz de la ex- 
pulsión de las instalaciones de la COPNAG de la que fueron 
objeto so pretexto de que se trataría de un bien de propiedad 
de la Alcaldía Municipal (la vivienda de un ex dirigente que 
la Alcaldía compró para la COPNAG). 


e La gestión ante el INRA de 97 de títulos de propiedad para 
medianos y pequeños propietarios legales relacionada con 
la necesidad de articular relaciones locales para la futura 
implementación de las autonomías indígenas. En entrevistas 
complementarias con el secretario Miguel Manguarí de la 
COPNAG, expresó que aproximadamente cuarenta jóvenes 
asisten a las universidades bajo convenio con la CIDOB y fuera 
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del país (Venezuela, Cuba). Manifiesta, en todo caso, dificul- 
tades para acceder a programas y cooperación del gobierno 
central; la COPNAG carece de capacidades para desarrollar 
proyectos: “Difícil integrarse con oportunidad cuando no hay 
las capacidades para hacerlo”. Sobre la UGRM en Guarayos, 
también indicó que era difícil articularse con su secretaría 
porque “el alcalde tiene su grupo con el que trabaja”. 


Otra complicación vinculada al incumplimiento de derechos te- 
rritoriales y bosques, es la integración vertical de las organizaciones 
con las políticas e intereses de los administradores de turno, departa- 
mentales y municipales. La integración vertical disfraza sus intereses 
con los de la colectividad, se presentan como proyectos sociales, pero 
en realidad buscan réditos políticos para las autoridades que las 
promueven. Se pueden citar los siguientes ejemplos: 


+ El municipio ha intentado proyectos educativos, como el 
Tecnológico en Urubichá. Empezó con seis carreras para que- 
darse con secretariado y con la apatía de los alumnos; en este 
proyecto se echó por la borda una inversión municipal de Bs. 
157.000 en salarios a instructores. 


» El Plan General de Manejo Forestal de la Asociación Indígena 
Forestal de Urubichá (PGMF-AIFU) empezó con la partici- 
pación de toda la población, pero quedó en manos de cuatro 
dirigentes. 


+ La Escuela de Oportunidades ofrecía capacitación en los oficios 
de tallado en madera, elaboración de violines y ejecución de 
este instrumento, además de cursos de gastronomía y cocina 
internacional para atender el flujo turístico. Por la baja canti- 
dad de alumnos y la falta de compromiso de los instructores 
también dejó de funcionar el proyecto. 


+ Proyectos relacionados con agricultura con los insumos que 
proporciona la Empresa de Apoyo a la Producción de Alimen- 
tos (EMAPA); no contó con respuestas. 


+ La Prefectura del departamento ha financiado la alimentación 
para el trabajo de campo y el apoyo técnico en la realización de 
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Planes de Manejo Forestal. Muchos de estos planes finalizaron 
cuando los recursos de apoyo para alimentación se agotaron. 


Las inversiones y esfuerzos de integración vertical invariablemen- 
te fracasan o se quedan en los aspectos puramente administrativos; 
no existe responsabilidad con bienes públicos, no se rinde cuentas, da 
lo mismo si funcionan o no, mientras ello pueda ayudar a conseguir 
algunos propósitos o réditos políticos. En ningún caso proyectos 
de esta índole responden a las necesidades de la cultura guaraya; 
responden a las nuevas necesidades creadas en los centros urbanos. 
La población guaraya, aun viviendo en un centro urbano, tiene en- 
raizada su cultura; mientras tenga algún recurso no importa de qué 
origen, no requiere ir a cazar, pescar o recolectar, lo hará cuando lo 
necesite y sabe que siempre obtendrá algo en el bosque. El único 
gran detalle que no toma en cuenta, es que el bosque y el territorio, 
que generan la dinámica económica en la región, está cada vez más 
alejado y degradado. La “casa grande” o el “supermercado” de los 
indígenas está desapareciendo de manera acelerada. La velocidad 
con que se pierden bosques es proporcional al avance de la frontera 
agrícola y a la extracción de madera más allá de su capacidad de re- 
generación natural; con ello se afecta ecosistemas, flora y fauna, que 
son las fuentes de energía y alimentos para la población. 


Finalmente, nos referimos a los modelos de producción agraristas 
y extractivistas, de mucho auge en la provincia. La población que no 
es originaria del lugar se enceguece con las ganancias de corto plazo, 
mientras éstas significan el deterioro de los bosques y la pérdida de 
biodiversidad, ya sea por actividades agropecuarias en general o 
extracción de madera. Estas actividades tienen impactos en la bio- 
diversidad y la población que se mantiene con ella (Townsend 2002; 
Santiváñez 2007; Herrera 2000; Flores, 2006). En estudios referidos a 
la fauna y cacería (Townsend 1996), se establece que no hay valores de 
remplazo de la proteína animal provenientes de la cacería y la pesca 
que las poblaciones indígenas puedan pagar, lo cual es muy cierto. 
Un ejemplo: un salario de peón apenas podría comprar dos kilos de 
carne de res y más nada, por eso se recomienda tener cuidado con 
las áreas de cacería y no afectar los árboles fruteros que alimentan 
la fauna. No hay ningún presupuesto del Estado nacional, depar- 
tamental o local que incentive el manejo de la cacería, la pesca y la 
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recolección, que forman parte de la cultura guaraya y, por tanto, de 
sus derechos. Por el contrario, las áreas tradicionales de cacería son 
depredadas a diario, con la pasiva y tolerante actitud de autoridades 
frente a los actos ilegales o corruptos. 


3. Ausencia de Estado en las comunidades 


Es difícil evaluar el nivel de eficacia de la normatividad referida 
a los derechos indígenas cuando hay ausencia del Estado en las co- 
munidades; peor aún cuando los vacíos institucionales no permiten 
la aplicación y cumplimiento de las leyes”. Es cierto, sin embargo, 
que en la segunda mitad de la década de los años 90 del siglo pasado 
existió una modalidad más o menos articulada e institucional en la 
aplicación de las leyes, desde distintas reparticiones del Estado, con 
similares procedimientos para varias leyes: 


+ La capacitación de líderes. 


+ Promoción de los efectos esperados de las leyes, con expecta- 
tivas muy bien definidas. 


+ Consultas públicas y reuniones de representantes guberna- 
mentales, técnicos de las organizaciones y dirigentes para la 
discusión de reglamentos y normas. 


+ Difusión de los contenidos de las leyes de manera oportuna 
y apropiada a las características de las poblaciones indígenas 
(cartillas, talleres, idioma nativo, sociodramas, etc.). 


En estos procesos de difusión y discusión se forjaron varios líde- 
res y técnicos, no sólo en Guarayos, sino en todo el país. El resultado 
de todos estos procesos es la existencia de una camada de técnicos y 
dirigentes, que participan en el gobierno como autoridades y funcio- 
narios estatales —esto fue lo positivo—. Lo negativo es que no quedó 
escuela de estos procesos, no se formaron nuevos lideres. Se cree, 
equivocadamente, que ahora que están los indígenas y los técnicos 





30 Damos un dato para refrendar esta opinión. La Ley INRA, promulgada en 1996, 


establece 10 meses para la titulación de las TCOs. Estamos en el duodécimo año 
y no se concluye la titulación de estos territorios. 
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comprometidos con ellos en el gobierno, todo se resolverá desde las 
esferas gubernamentales, y no será así. Existe una notoria ausencia 
del Estado en las comunidades y los pueblos indígenas no cuentan 
con líderes que interactúen con las instancias estatales, mantenien- 
do una independencia organizativa y política, único recurso para 
exigir de las autoridades del gobierno respeto y cumplimiento de 
las leyes. 


En la actualidad se han perdido las iniciativas de socialización de 
las leyes con las bases. Se asume que estas acciones están implícitas 
en los actos del gobierno, en las reuniones con los principales líderes 
de las organizaciones indígenas. Esta pérdida de iniciativas de las 
organizaciones indígenas es un gran error que contribuye a la desinfor- 
mación y a la ineficacia del ejercicio de los derechos, debido a que: 


»  Noes lo mismo reuniones e información a dirigentes, que llegar 
a las comunidades con la capacitación y difusión apropiada 
sobre las leyes. 


* Se ha producido una separación peligrosa entre capas dirigen- 
ciales y las bases, para la toma de decisiones sobre cuestiones 
que afectan los sistemas de vida en las comunidades. 


+ Hay procesos de vaciamiento de las organizaciones indígenas 
por parte del Estado en desmedro de la aplicación de derechos 
indígenas a nivel de las comunidades. Muchos dirigentes que 
tendrían roles más útiles en sus organizaciones hoy son pri- 
sioneros de actividades burocráticas, y en apuros por resolver 
menudos problemas sectoriales. Lo más preocupante de estos 
casos son los conflictos de identidad funcionaria, no saben si 
deben actuar como autoridades o como dirigentes; de igual 
modo, ninguna de las funciones se cumple a cabalidad. 


Por muy gobierno pro indígena que fuera la administración actual, 
no puede confundirse la estructura del Estado con la estructura de 
las organizaciones; debe tenerse presente que todas las administra- 
ciones gubernamentales tienen la obligación y la responsabilidad del 
servicio público, de cumplir los mandatos de ley, de informar, de con- 
sultar, de cumplir y hacer cumplir las normas y procedimientos. Toda 
esta maquinaria estatal no corresponde a las organizaciones sociales, 
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por eso existen los movimientos sociales al margen del Estado; si en 
algún momento el Estado fuera la misma sociedad organizada, no ne- 
cesitaríamos del Estado, éste se diluiría en la misma sociedad. Existe 
la necesidad de mantener diferenciadas las organizaciones sociales 
de los aparatos del Estado, lo cual, sin embargo, no significa que no 
se deban tener acciones conjuntas con el Estado. Ayer se luchó por 
el reconocimiento de los derechos, ahora corresponde trabajar para 
el cumplimiento de esos derechos; para ello es preciso que el Estado 
esté presente en las comunidades, con presupuestos, con programas 
y proyectos materializando los derechos. 


Lo que sí cambia es el tipo de relaciones. Antes había que confron- 
tar al Estado, hoy probablemente no: hay que organizar de manera 
conjunta las acciones y actividades más adecuadas para efectivizar 
los objetivos de las leyes con derechos indígenas, debiendo tener cada 
ley una agenda de trabajo. Es el momento preciso para restaurar el 
estado de derecho, el imperio de la ley sobre la política, establecer me- 
canismos institucionalizados de control del cumplimiento de leyes, 
del control social. Esto sólo puede ocurrir con la población informada 
y capacitada para ejercer sus derechos en sus propias comunidades, 
contando con la presencia del Estado en estos niveles. 


4. Cultura legal y normas locales en el territorio indígena 


El testimonio relatado por el señor Ambrosio Yabó Ortiz, presi- 
dente de la Central Comunal Cururú, el 15 de octubre de 2008, es el 
mejor ejemplo que tenemos sobre la falta de una cultura legal. Ante la 
ausencia de ella, la población actúa de manera dual, unas veces ape- 
lando sus normas locales y otras recurriendo al derecho positivo: 


Hace ya varios años que vivimos un malestar en nuestra comuni- 
dad. Hay una familia que se enoja y envidia cuando a alguien le va 
bien. Si yo me compro una puerquita, dice que vendí la tierra para 
comprarla; si otro tiene un amigo karai que le regala unos anzuelos 
o una malla para pescar, dice que está vendiendo la comunidad, si 
alguien manda a trabajar a sus hijos a Santa Cruz, dicen que por flojo 
ese padre hace salir a sus hijos afuera; si ven que uno hizo chaquito 
más grande, ya van a decir que algún karai le dio plata, y así nunca 
podemos tener tranquilidad, así van pasando los tiempos y esta mi 
hermana a nadie deja vivir tranquilo. 
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Una vez bajó al río a traer agua y se desmoronó la tierra y justo que- 
dó ella como presa debajo de la raíz del árbol que cayó más abajo: 
“¡Ayúdenme!, ¡Ayúdenme!” gritaba, y cuando la vimos bien, quedó 
como encerrada debajo de las raíces. Nos reímos harto, pero ella no 
aprende. También ya su santito que tiene en su casa apareció una vez 
negro, como quemado, y ¿acaso aprende? Hemos probado de todo; le 
hablan nuestros asesores técnicos que aprenda a vivir en paz y habla 
macanas para ellos; ya tienen denuncias ante el corregidor y se les ha 
llamado la atención pero nunca cambia. 


Estos últimos meses tenemos muchos enfermos, nos va mal en nues- 
tras cosas, nada nos está saliendo bien, hay peleas y por eso con el 
cacique y la comunidad hemos hablado a una curandera que es muy 
famosa y que trabaja en Yaguarú, de apellido Iraipi, no es una des- 
conocida es famosa de hacer bien su trabajo, pero tampoco estudió. 
Ella misma nos contó que no tiene ningún estudio pero que desde los 
dieciséis años hace estos trabajos [...]. Todos la conocen y hasta de San 
Julián la sacaron una vez porque descubrió unas cosas graves. 


Ella nos cobró 4.000 bolivianos para ir a curar a nuestros enfermos que 
no sanan, aunque siguen todas las indicaciones que les dio el médico. 
Por ejemplo, el enfermo de gastritis nunca más tomó chicha y solo 
come ventoncitos cocidos, pero ni así sana. Hemos ido al hospital, a 
los médicos y ellos no pudieron. Ya después el curandero de Urubi- 
chá, un muchacho que mueve todo el cuerpo y no es muy serio, dijo 
que le han echado un mal, que tienen una cosa de “fierro” con punta 
en la barriga, debe ser un clavo o una cosa así, ¿no? 


Yo hablé con el cacique y él estuvo de acuerdo, porque es su función 
ver cuándo anda mal la gente. Debería estarse preocupado, trayendo 
al curita para que eche agua bendita o cualquier cosa que sea lo mejor, 
pero ni eso hizo. Bueno, pero en fin, el dijo que venga esa curandera, 
pero cuando llegó y fui a avisarle, me dijo que yo lo vea todo, que yo 
lo organice todo, la reunión y todo, parece que le tuvo miedo. 


Cómo me voy a buscar a la curandera, así, como siempre se acos- 
tumbra; los enfermos y la comunidad me dan el mandato, o sea tengo 
una comisión, como dirigente, para traer a la curandera Iraipi. Ella 
llegó y dijo que primero va a curar a la comunidad, va a “limpiar” 
y nos reunimos todos, jóvenes, viejos, niños, toda la gente. Dijo que 
primero saquemos el mal de la casa, de todos nosotros y después va 
a vera los enfermos. 


La curandera Iraipi prendió sus inciensos y puso así varios fueguitos 
que los iba apagando, que no los iba a dejar arder; esos fueguitos eran 
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los males, esas cosas malas que hay en la comunidad y los apagó hasta 
que quedó un humo saliendo de cada fueguito y batió, así, con unas 
hojas de tabaco y con casinos y cerró los ojos y todinga la comunidad 
a su rededor. Abrió de nuevo los ojos y dijo que había gente que no 
iba a querer que ella haga su trabajo, hay gente que no creía, que la 
estaba chocando y dijo que donde apunten esos humos ahí está el 
mal, o la persona mala. Y esos humos apuntaron directo donde doña 
Trini Yabó (que también es mi hermana) y también al cacique y ahí 
nomás se enojaron todos contra estas dos personas. 


Pero ya doña Trini le había dicho que no creía, que se vaya, que deje 
sus “burreras”, si no cree, en lugar de que se vaya a su casa tranqui- 
la, se queda a hacer problema y de ahí su marido grita y dice que a 
su mujer nadie la va a apuntar y todo se hizo un lío. La curandera 
dijo que ellos están haciendo algún mal, echando sal en las casas, O 
echando tierra de cementerio, aunque no tenemos cementerio, pero 
de la tumba de unos dos chicos que hay enterrados en la comunidad 
podría estar sacando esa tierra. Al cacique Reyes Macue le dijo que 
él está usando su poder de mala forma. 


Ahí nomás nos dejó dos litros de unas aguas que preparó para “lim- 
piar” el cabildo, porque dijo que ahí se sentía que estaba algo mal, 
que no había buen aire, que por eso nos peleamos tanto en el cabildo 
y siempre salimos mal de nuestras reuniones, por eso hay que limpiar 
ese cabildo, dijo ella. 


Dejó también unos dos litros de agua para poner a los cuatro enfer- 
mos en la cabeza o donde les duela, pero toda la comunidad ha dicho 
que esta familia Iraipi se salga, se salga de Cururú porque lo que ya 
venimos sabiendo desde hace tiempo, la curandera ya lo dijo. Y no 
queremos que viva entre nosotros una gente que es envidiosa y que 
anda deseando mal y nos va mal a todos. ¡Uju! todingos están muy 
enojados en la comunidad; mujeres, jóvenes, todos. 


Ignacio Iraipi ya tiene tres cargos, es responsable de salud de PDA, 
responsable de los alimentos escolares que da la Prefectura y que 
nunca los reparte, responsable de la vivienda que construiremos con 
la plata del Plan General de Manejo y ahora quiere ser corregidor y 
nosotros le decimos: “Qué cosa vas a hacer bien, Ignacio, si lo querés 
todo”. Aquí todos tenemos de un cargo y ni así nos da tiempo. 


El cacique ya no cumple ninguna función porque no puede hablar, 
porque defiende a su hijo que junto a él se han sacado la plata del 
Plan de Manejo, eso no lo deja hablar ni aconsejar bien. A ver, por qué 
no trae al padre de Yaguarú que bendiga de una vez o que haga misa 
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de vez en cuando; eso debe hacer y ya no cumple nada. “Vamos a la 
fiesta”, dice; “No”, le digo yo; “tengo que trabajar y pa” mí cualquier 
día es fiesta”, y me mira y se ríe y se va, seguro burlándose de que 
yo no vaya a la fiesta que era un matrimonio, pero a mí me gusta 
terminar mi trabajo y él ya se sacó el otro día otros 500 del Plan de 
Manejo Forestal, con su hijo, ya mucho están abusando, también el 
cacique. 


Como nadie ya corrige, ni Ignacio sabe qué va hacer, por eso es esta 
pelea; pelean él y su mujer (mi hermana) como si fueran enemigos 
míos todo el tiempo. Nadie le pelea a él sus tres cargos que no hace 
nada en ninguno, ya lo dejamos hablar nomás, siempre se hace el que 
sabe la ley y dice “El artículo tal dice esto”, ya no le hacemos caso, 
“Que hable el abogadillo” decimos y lo dejamos, pero últimamente 
ya estamos por demás tristes todos, hay una gran tristeza y nada 
nos sale bien, todos andamos desanimados, hasta sin fuerza; con 
sueño, cansancio [...] ya no es como antes, todo el mundo anda ahí 
como reteau. 


Estaba molesta la comunidad con lo que dijo la curandera, pero 
Ignacio Iraipi, el marido de doña Trini, le dijo en delante de todos 
nosotros que era una mentirosa, que la iba a denunciar a la autori- 
dad y que devuelva la plata. La siguió a la curandera hasta Yaguarú 
y le hizo quitar la plata con el corregidor, pero ella dijo que por qué 
él [Ignacio] tenía miedo de la verdad que ella dijo estaba haciendo 
todo eso, y que no importa que le quite la plata, que ya está dicho. Y 
ahora está nomás allá en la comunidad, nadie lo va a machetear nia 
quemar como ellos denuncian y dicen, pero todos ya saben que traen 
el mal y no quieren que se queden. Yo no se qué va a pasar, a ver, el 
domingo cuando él llegue con el otro curandero de Urubichá y con 
dos corregidores. Ya citó a todos a una reunión. 


El domingo [19 de octubre del 2008], Ignacio va a llevar a otro curan- 
dero de Urubichá y a dos corregidores [de Yaguarú y de Urubichá], 
seguro para que digan que la curandera nos mintió. Pero entonces 
los enfermos le van a decir a ese muchacho curandero, el que mucho 
mueve su cuerpo como bailando que es el curandero de Urubicha, 
que él ya les dijo antes, que era la misma doña Trini la que les había 
echado el mal. Ahora como se irá a desmentir con los enfermos, qué 
les ira a decir, tendrá que decir nomás la verdad y ¿qué va a hacer 
otra vez esa gente? 


Ya se sabía que no la iban a dejar a la curandera Iraipi; varios vieron 
como el pescadito que le invitó Raquel a la curandera se llenó de 
gusanos y su café que le convidamos, cuando lo batió lleningo de 
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gusanos negros, porque alguien no quería que hable, le estaba ha- 
ciendo eso y nosotros lo vimos. 


Ya Ignacio dice “Son las leyes las que valen y ya denunció a los corre- 
gidores y al fiscal y a la policía”. Si quiere el fiscal y las autoridades 
y la policía que vayan, porque igual van a saber que la comunidad 
está mal y que la curandera no mintió, ellos pueden saberlo, ¿no? Si 
ellos tienen también cómo saber esas cosas. 


El caso Cururú fue a su vez relatado por don Ignacio Iraipi, acom- 
pañado por su esposa, doña Trini Yabó, dirigentes de la Central de 
Cururú y de la Central de Mujeres, y por Alicia tejada, en calidad 
de asesora de la comunidad, ante el Fiscal de Guarayos (Dr. Morón) 
y el comandante de la FELCN (suboficial Rojas). Presentan un acta 
de conciliación redactada por el corregidor de Yaguarú, en la que se 
asienta una “acusación de estafa” contra la curandera Iraipi y ésta 
devuelve parte del dinero que se le pagó, descontando sus gastos. 
Por estafa se considera que ella no iba a poner remedio a los males de la 
comunidad, sino a cuatro enfermos. 


A continuación se trascribe la versión de don Ignacio Iraipi, pre- 
sentado ante las autoridades: 


Llegó esa curandera a curar a los enfermos, ella no fue contratada 
para hacer “limpieza” ni esas cosas en la comunidad, y al dirigente 
le dimos autorización que saque plata del PGMF sólo para curar a 
los enfermos, o sea que ya hizo algo que no autorizamos. 


Ella quemó tabaco, ese humo de la iglesia, y jugó cartas y puso los 
4.000 que le pagamos en la tierra con una piedrita blanca encima y 
entonces después de cerrar los ojos dijo que alguien la “chocaba” y 
que no la dejaba: “Aquí alguien me choca y no quiere que yo haga 
esto”, dijo y ahí nomás les apuntó a mi mujer y al cacique. Y ahí no- 
más toda la comunidad y los enfermos se enojaron, dijeron que nos 
vamos de la comunidad y que nos van a machetear. 


Preguntados a cerca de su denuncia, mostraron el acta de denuncia 
ante el corregido de Yaguarú, en la que se evidencia la devolución de 
Bs. 3.400 en manos del Sr. Ignacio Iraipi, y el reconocimiento y pago 
de “600 por los gastos de transporte, comida y materiales de trabajo”, 
realizado por Ignacio Iraipi y el corregidor de Yaguarú. 
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Tanto el Fiscal como el comandante de la FELCN preguntaron a Iraipi 
y su esposa en qué consistía la denuncia y ambos respondieron: 


Por estafa. Dijo que va a curar a los enfermos y se dedicó de entrada 
a “curar” a la comunidad. No fue contratada para eso. Los enfermos 
ya tienen tratamiento hace tiempo en el hospital y sus enfermedades 
son conocidas de gastritis y su tratamiento es largo. Queremos de- 
nunciar que nos han amenazado de no volver más a la comunidad, 
pero ahora nos vamos a dormir nomás allá, allá viven nuestros hijos. 
No nos van a hacer nada. 


Finalmente, la familia Iraipi y el cacique Reyes Macue recupe- 
raron el monto de dinero pagado a la curandera y no regresaron a 
la comunidad hasta haberlo gastado en Ascensión, argumentando 
que no tenían garantías para regresar a la comunidad. Hay que 
destacar de este caso el encuentro de las costumbres con las normas 
legales; en apariencia se juntan en algún punto, pero en la práctica 
se separan diametralmente, aunque coexisten en un mismo espacio. 
Algunos dirigentes, cuando se sienten afectados por las decisiones 
de la comunidad y sus propias normas, recurren al ámbito legal y las 
autoridades de administración de justicia nada pueden hacer frente a 
casos similares; de hacerlo, lo harían con criterios del derecho positi- 
vo y en detrimento del derecho consuetudinario o las normas locales. 
De todos modos, no se llegaría a solucionar el problema de fondo, 
que es el malestar de la comunidad, por las razones que fueran. 


5. El derecho positivo y el derecho consuetudinario: del bien 
común al bien mayor 


Los derechos legislados a favor de los pueblos y organizaciones 
indígenas, por lo que se pudo evidenciar, son ilusorios en la práctica, 
no se cumplen en las instituciones del Estado, ni los titulares del de- 
recho tienen la capacidad de exigir su cumplimiento. Por otro lado, 
el derecho consuetudinario o las normas locales no tiene presencia 
en programas y acciones de las organizaciones indígenas, menos en 
instituciones del estado. En Guarayos formalmente hay indígenas 
con derechos, pero en la práctica sin ninguna efectividad. 


A nivel de las comunidades, una rápida ojeada a libros de actas 
permite confirmar que aún conservan los criterios principales de 
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una cultura recolectora, comunitaria y fuertemente afianzada en 
los recursos naturales, tal como se verifica en los libros de actas y 
fragmentos de resoluciones del 2003-2008 en Salvatierra, Cururú, 
Yaguarú. En estas comunidades todavía se mantienen las formas 
de vida tradicionales y los adultos son las personas que mantienen 
autoridad en la comunidad. 


En cambio, las comunidades que mayor contacto tienen con el 
mundo urbano, el mercado y los proyectos, están cambiando las 
formas de vida tradicionales, los líderes locales pierden poder y lo 
transfieren a los jóvenes, a los técnicos y a los proyectos, se ajustan 
a las normas legales de interés de los proyectos y los grupos de 
interés. En varias reuniones comunales se constató que los jóvenes 
—generalmente técnicos— miran con un pragmatismo asombroso 
la desaparición de su cultura y que en términos absolutos no están 
interesados en el sustento de su cultura, ni sus derechos. El territorio 
y los bosques están dejando de ser bienes comunes y están pasando a 
ser bienes de mercado; en estas relaciones se van perdiendo valores 
y normas propias y se imponen paulatinamente criterios comerciales 
y la filosofía del derecho positivo. 


En la práctica, el derecho positivo es inversamente proporcional 
al derecho consuetudinario, es decir, a mayor cantidad de leyes y 
normas, menor es la posibilidad de aplicar las normas y valores 
del derecho consuetudinario. El propósito del derecho positivo es 
proteger un bien mayor, pero existen tantos bienes mayores como 
leyes. Se sancionan las infracciones, se obliga a reparar los daños y, 
cuando los delitos son graves, se priva de libertad; para ello se cuenta 
con la mediación de un sistema jurídico complejo, instancias admi- 
nistrativas sancionadores y penales. El derecho consuetudinario, 
en cambio, se orienta a preservar el bien común de la colectividad. 
Los transgresores son castigados socialmente, en actos que son un 
mecanismo habilitador del individuo; se trata de un sistema simple 
y directo. Lo ideal para sociedades como la boliviana, con una gran 
diversidad social y cultural, es una combinación del derecho positivo 
y el derecho consuetudinario, como parte del pluralismo jurídico? 





31 El pluralismo jurídico implica todas las formas de derecho: positivo, consuetudi- 


nario, natural, religioso, bien común, sentido común (ver Cuadro 1, Capítulo 2). 
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(Art. 1, nueva CPE). Para entender estas relaciones, seguidamente 
presentamos un gráfico que sintetiza idealmente la combinación entre 
el derecho positivo y el derecho consuetudinario. 


El Gráfico 11 ilustra la relación: a mayor derecho positivo (leyes 
legisladas), menor derecho consuetudinario. Evidentemente, en 
la medida en que las comunidades son integradas a los sistemas 
estatales, también se les impone las normas que ellos legislan, in- 
dependientemente de si la legislación trata los derechos indígenas 
en específico o no. Por tanto, a mayor aplicación de leyes, menor 
aplicación de normas propias o locales. 


Cuando se aborda el tema de derechos a nivel de las comunidades, 
éstos invariablemente se refieren a las leyes y no a las normas propias 
(derecho consuetudinario), aquellas relativas a los usos y costumbres. 
Por ejemplo, en la gráfica, al nivel del 100% de leyes (hipotético), cero 
normas locales (eje del derecho positivo); e, inversamente, al 90% de 
normas locales, 10% de leyes (eje del derecho consuetudinario). En 
ambos casos, el derecho tiene por función normar comportamientos 
sociales, lo que es permitido y lo que no está permitido; desde este 
punto de vista, ambos tipos de derechos tienen idénticas funciones, 
por tanto, no serían excluyentes hasta cierto punto. 


En una situación de cero derechos legislados, recíprocamente 
tendremos cero normas, por tanto, una sociedad sin legislación y 
sin normas, lo no significa que no exista como Estado: hay otras 
bases normativas, por ejemplo, creencias religiosas, sentido común 
y el orden natural, como fuentes del derecho. En realidad la legis- 
lación de derechos implica única y exclusivamente el soporte de la 
estructura jurídica, en la cual se basa un Estado y no si es un Estado 
moderno o premoderno. Además, la fuente del derecho tiene un 
alto componente cultural que diferenciará a las colectividades y las 
formas de organización de sus derechos y sus estados. En el mundo 
encontraremos constituciones basadas en creencias religiosas, leyes 
civiles, leyes del bien común, o una combinación de leyes civiles y del 
bien común; en algunos pocos países se encontrarán leyes naturales 
o panteístas. Por ejemplo, Japón es un país tan o más moderno que 
EEUU, pero sus leyes no están basadas en el derecho positivo, sino 
en la tradición y las costumbres. 


IGENAS Y SU CUMPLIMIENTO EN EL TERRITORIO INDÍGENA DE GUARAYOS 
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Del análisis de los derechos, la legislación, las estructuras jurí- 
dicas y la institucionalidad necesaria para su eficacia, y cómo ellas 
repercuten en la vida de las comunidades, encontramos interesante 
diferenciar el bien común y el bien mayor. Muchas veces estos tér- 
minos se usan como sinónimos, cuando no lo son. 


El bien común precede al bien mayor. El primero corresponde a 
las normas de vida de una comunidad y no precisa de una estructura 
jurídica; en cambio, el bien mayor surge de las estructuras jurídicas 
desarrolladas, corresponde al momento en que el derecho de los 
“individuos” deja de ser preeminente frente a los derechos de la “co- 
lectividad”. En tal caso, la legislación y la norma jurídica privilegia 
el bien mayor. Seguidamente, consideremos algunos ejemplos. 


Los productos tangibles o intangibles de actividades colectivas 
son parte de los bienes comunes, como el trabajo mancomunado para 
mantener la plaza en Cururú. Del mismo modo, se considera bienes 
comunes la propiedad territorial (TCOs), la propiedad colectiva o 
comunitaria, la propiedad cooperativa, valores étnico-culturales, 
saberes y usos culturales de los recursos naturales, usos y costumbres. 
El rasgo distintivo de los bienes comunes es que son productos de 
acciones colectivas que benefician a la comunidad. El bien común 
tiene un carácter particular y en ningún caso es general, pertenece a 
un determinado grupo socio-cultural, en un espacio determinado. 
Los bienes comunes del pueblo guarayo no corresponden a quechuas 
O aymaras asentados en la TCO, excepto cuando el pueblo guarayo 
los considere parte de su cultura. 


El bien mayor, en cambio, es algo genérico, corresponde a todos 
los grupos sociales independientemente de sus condiciones econó- 
micas, políticas, religiosas, culturales, étnicas o de clases sociales. 
Por ejemplo: el derecho a la vida, los derechos humanos, el respeto 
y cuidado de los recursos naturales, la democracia, los derechos 
políticos, los bienes públicos, etc. El bien mayor puede ser resultado 
de actividades privadas particulares o colectivas, pero su disfrute 
o bienestar corresponde a la colectividad. En este sentido, el bien 
mayor es el ideal de la sociedad, su protección y cumplimiento 
debe ser garantizado por el Estado, para beneficio del conjunto de 
la población. 
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En materia de derechos sociales, el Estado debe proteger y ga- 
rantizar los derechos del bien común y el bien mayor. La nueva CPE 
ha incorporado muchos derechos que corresponden al bien común, 
por ejemplo, derechos indígenas, territorios indígenas, entre otros, y 
derechos del bien mayor, como el derecho al medio ambiente sano, 
aprovechamiento y producción sostenible de los recursos naturales, 
el agua como un derecho humano, etc. Lo que se espera es que a 
nivel de las comunidades y la sociedad en su conjunto exista un 
sincretismo mutuo entre estos dos bienes, cuyo espacio estaría re- 
presentado en la gráfica como una superación del derecho positivo. 
La intersección de bienes comunes y bienes mayores debe establecer 
un nuevo rango normativo legal de derechos que corresponda a las 
colectividades étnicas o grupos particulares y a la sociedad boliviana 
en general. 


Este nuevo campo normativo de los intereses particulares y gene- 
rales de la sociedad en materia económica, medio ambiente, calidad 
de vida, respeto a las diferentes formas de vida, protección de la bio- 
diversidad está fuertemente vinculado con los derechos territoriales 
indígenas, el respeto a la etnicidad y la diferencia. Existe complemen- 
tariedad entre los bienes mayores y los bienes comunes, debido a que 
allá donde viven pueblos indígenas existen recursos de biodiversi- 
dad, fuentes de agua. El estado de conservación de los recursos es 
proporcional al grado de modificaciones del hábitat y las condiciones 
de vida de las comunidades; en consecuencia, resulta condición bá- 
sica proteger los derechos indígenas para posibilitar las condiciones 
adecuadas de bienestar del conjunto de la población. El resultado 
de estos nuevos procesos de intersección jurídico-normativo entre el 
bien común y el bien mayor es el reto que debemos asumir todos los 
bolivianos. A su vez, implica subordinar los derechos individuales a 
los derechos colectivos, sin que ello incluya anular los derechos de 
las personas, sólo que los derechos individuales particularmente en 
términos económicos y de propiedad no pueden ser preeminentes 
respecto a los derechos de las colectividades particulares como bienes 
comunes y de la sociedad en su conjunto como bienes mayores. 


Conclusiones 





El estudio sobre las percepciones de la población respecto a los 
derechos indígenas en gran medida alcanzó los objetivos plantea- 
dos: conocer si se cumplen o no los derechos indígenas; cómo ejerce 
la población indígena sus derechos reconocidos en la legislación 
boliviana; el grado de conocimiento de las leyes por parte de la 
población; y cuáles son las prácticas entre el derecho positivo y las 
prácticas locales. En este sentido, las principales conclusiones a las 
que se arriba son: 


+ Un avance importante por parte del Estado en la incorporación 
de los derechos indígenas en diferentes leyes y en la nueva 
constitución. Los principales derechos de estos pueblos son: 
étnicos, culturales, territoriales, acceso a recursos naturales, 
autonomía indígena, gestión de sus territorios y los recursos 
existentes en ellos. 


» La abundante legislación, sin embargo, es desconocida por las 
poblaciones indígenas, autoridades locales y la población en 
general; este desconocimiento contribuye negativamente a la 
aplicación de los derechos. 


+ El Estado institucionalmente es frágil, no tiene presencia en las 
comunidades. Las entidades públicas no tienen capacidad de 
hacer cumplir las leyes; así, los derechos, sin una fuerte institucio- 
nalidad, ni recursos económicos, son factores de ineficacia de la 
ley y fuente de violaciones de los derechos consagrados en ella. 


+ En el país y en Guarayos la relación entre Estado y sociedad 
es preeminente política, antes que jurídica y normativa. Los 
mecanismos de poder de los administradores circunstanciales 
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en las instancias estatales nacional, departamental y local impo- 
nen relaciones clientelares, no jurídicas, en el funcionamiento 
de las entidades públicas; peor aún, las instancias estatales 
departamentales y municipales están divorciadas del nivel 
nacional, por diferencias políticas. Estas relaciones político- 
partidarias entre oficialistas y opositores deterioran aún más 
el cumplimiento de los derechos indígenas. 


» Los circunstanciales grupos de poder imponen sus propios 
intereses, en muchos casos prescindiendo de las leyes y no res- 
petando los derechos indígenas reconocidos en varios cuerpos 
legales del país. Esta situación refleja las limitaciones del Estado 
y sus instituciones para hacer cumplir las leyes, y la falta de 
cultura legal de la población. 


» No existe cultura legal en la población, los diferentes sectores 
y grupos de poder económico se dan modos para buscarle 
curvas a la ley, introduciendo distorsiones en su cumplimiento 
y hasta vulnerándolo, si así obtienen mayores beneficios y les 
permite mantener viejos privilegios. En Guarayos la ilegalidad 
y los atentados a los derechos indígenas están disfrazados con 
el argumento de la “defensa de los intereses de la provincia” 
y hasta se utiliza a los mismos indígenas en dichos actos. 


+ Existe una brecha considerable entre el derecho positivo y 
el derecho consuetudinario. Para las poblaciones indígenas, 
“los derechos indígenas legislados” todavía son algo externo, 
no existe la apropiación de la legislación favorable a estas po- 
blaciones. No es casual, consiguientemente, que para algunos 
dirigentes indígenas “los derechos indígenas” son otro invento 
en el afán de incorporar en el sistema estatal a las poblaciones 
indígenas. 


» La efectividad de las normas locales o el derecho consuetu- 
dinario tiene un ámbito reducido, funciona en comunidades 
pequeñas y aisladas. En cambio, en las comunidades integradas 
al mundo urbano, como las capitales municipales, se impone 
el derecho positivo, en detrimento de sus propios derechos y 
prácticas socioculturales. 


+ En Guarayos, los 18 años de vigencia de la legislación indígena 
no aportaron muchos beneficios a los titulares del derecho. 
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Por el contrario, las leyes que deberían garantizar los dere- 
chos territoriales y acceso a recursos naturales contribuyeron 
a la fragmentación de la TCO, con la transferencia de grandes 
extensiones de territorio a manos de terceros vía el SAN TCO, 
que legaliza el tráfico y venta de tierras. En el campo de los 
recursos naturales (bosques y biodiversidad), las autorizacio- 
nes para el uso doméstico indígena derivaron en el tráfico y 
aprovechamiento ilegal de la madera. Estos procesos origina- 
dos en la distorsión de la aplicación de las leyes debilitan la 
cultura guaraya, sus prácticas tradicionales de usos y manejo 
de recursos, recolección, cacería y pesca. 


* Los polígonos titulados hasta la fecha del estudio muestran que 
la mayoría de las comunidades históricas guarayas terminaron 
fuera del territorio y aislados de sus bosques. El saneamiento 
no favoreció a quienes tienen “derecho preferente”, literalmen- 
te los excluyó y fragmentó el territorio de la TCO Guarayos. 


+ Enlas constataciones de campo se evidencia que las leyes con 
derechos para pueblos indígenas no cambiaron la situación 
de estos pueblos. La calidad de vida en las comunidades no 
mejoró; al contrario, en algunos casos hay deterioro de sus 
formas de vida. La gente recuerda las leyes que mayor publi- 
cidad recibieron (Ley de Participación Popular, INRA, Forestal, 
Violencia Doméstica) y encuentran cierta utilidad práctica y 
señalan que tienen acceso a algunos espacios; desconocen, sin 
embargo, la existencia de otros cuerpos legales, sobre todo 
aquellas leyes derivadas (transversalización de derechos indí- 
genas en otras leyes), al igual que las de reciente promulgación 
(Ley de Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria). En 
tales condiciones, es muy difícil que estas poblaciones puedan 
ejercer sus derechos. 


Los principales aportes del estudio pueden sintetizarse en que 
se evidenció la existencia de abundante legislación indígena que 
es desconocida por autoridades provinciales, municipales, incluso 
judiciales. Lo propio ocurre con los dirigentes indígenas y la pobla- 
ción en general. La consecuencia directa de este desconocimiento es 
la falta de aplicación y cumplimiento de la legislación indígena, la 
ineficacia del derecho, la vulneración de los objetivos para las cuales 
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se promulgaron las leyes. Estos aspectos negativos se agravan por la 
ausencia del Estado y una institucionalidad local apropiada a las ne- 
cesidades y requerimientos de los sectores tradicionalmente excluidos 
de los beneficios del Estado. En definitiva, la profusa legislación de 
derechos indígenas está beneficiando en Guarayos a los no indígenas 
y, contrariamente, las comunidades no ven beneficios importantes y 
sienten el peso de cómo se afecta su cultura, sus formas de vida tra- 
dicionales. Peor aún, se están deteriorando de manera acelerada las 
fuentes principales de recursos de subsistencia de estas poblaciones, 
con ello se empuja a una crisis en la recolección, caza y pesca que 
cada vez son más difíciles de practicar en las comunidades. 


La adecuación de marcos institucionales departamentales y 
municipales prácticamente son inexistentes; quiere decir que la 
promulgación de una nueva ley no ha significado la incorporación 
de una nueva responsabilidad administrativa, ni la demanda de ésta 
por parte de las organizaciones indígenas. Esta situación es propicia 
para que otros sectores que cuentan con poder acumulado ejerzan el 
poder vaciado de derechos. El poder estatal carece de mecanismos 
de control sobre la aplicación de derechos y la debilidad del poder 
estatal hace que el poder económico local actué con “la mano invi- 
sible de la economía”, haciendo del derecho un bien transable en el 
mercado informal de los bienes. Los derechos materiales indígenas 
(como tierras y bosques) se ejercen sobre bienes que han alcanzado 
un extraordinario valor en el mercado y todos estos bienes, en estados 
débiles, circulan por la economía informal, mercados informales a 
los que el Estado concurre sólo para arbitrarlos como “conciliador” 
o “certificador” de derechos. 


Finalmente, es necesario comprender la diferencia existente entre 
el bien común y el bien mayor. El primero hace a los bienes colectivos 
de grupos concretos; en tanto que el segundo, a los bienes generales 
de toda la población. En la construcción y ajustes de la normati- 
vidad derivada de la nueva CPE, deben trabajarse ajustes legales 
que permitan la intersección entre el bien común de los pueblos 
indígenas guarayos y los bienes mayores de la sociedad. Implica 
un sincretismo entre derecho consuetudinario y derecho positivo, 
que debe facilitarse desde el Estado; sin embargo, la primacía de los 
derechos colectivos y derechos sociales no debe negar los derechos 
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individuales, su límite debe ser los derechos de los demás. Los espa- 
cios adecuados para estos avances son las autonomías municipales, 
regionales e indígenas, a los que hay que prestar mayor atención. 


Recomendaciones 


A nivel del Estado nacional, departamental y municipal, crear 
mecanismos y canales de difusión de la legislación indígena con 
carácter permanente y por medios adecuados a la cultura de cada 
pueblo, para generar una cultura legal entre la población y los ser- 
vidores públicos. 


Adecuaciones institucionales en los municipios Ascensión, Uru- 
bichá y El Puente, creando una instancia administrativa, vinculante 
y de carácter permanente, con funciones específicas de verificación 
y certificación de que las diferentes actividades del municipio y los 
servidores públicos cumplen, aplican y hacen cumplir los derechos 
indígenas establecidos en las leyes. Las infracciones e incumpli- 
miento de las leyes deben ser sancionables con la suspensión de la 
actividad y encauzamiento legal de sus responsables. 


Ordenanzas que refrenden a nivel local la aplicación y cum- 
plimiento de las leyes en todas las actividades que incorporen de 
manera efectiva los mandatos de la ley, indicando de manera explicita 
los derechos que se aplican y las posibles contravenciones que afecten 
los derechos señalados. 


Crear una oficina de información y consulta pública sobre todos 
los programas, planes, proyectos y actividades que se desarrollen en 
los territorios indígenas e involucren a las poblaciones indígenas y 
sus recursos. Facilitar la toma de decisiones motivada e informada, 
sobre los proyectos que afecten la vida de las comunidades al nivel 
de las comunidades. 


Establecer un mecanismo de la sociedad civil constituida por 
personalidades locales notables y de la COPNAG, al amparo del Art. 
241 (Participación y control social), cuya función sea certificar a las 
reparticiones públicas y privadas locales con un sello que declare: 
a) “Esta repartición respeta, cumple y hace cumplir los derechos 
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indígenas”, y b) “Institución libre de discriminación y violencia por 
razones, culturales, religiosas y, étnicas”. Estos sellos deberían ser un 
requisito formal y exigible para la aprobación de los presupuestos 
institucionales en el Ministerio de Hacienda. 


Promover proyectos sociales que fortalezcan la cultura, saberes y 
valores de los pueblos indígenas; proyectos productivos que promue- 
van desarrollo indígena con identidad propia, mediante la asignación 
de presupuestos anuales ordinarios para cada municipio o autonomía 
indígena a partir del Fondo Indígena y, en su caso, recurriendo a 
entidades financieras externas. 


Estas son algunas medidas concretas que se recomiendan en 
virtud a que la existencia de la ley por sí misma no garantiza los 
derechos: su pleno ejercicio requiere su conocimiento, la exigencia 
de su cumplimiento y presupuestos ordinarios por parte del Estado 
para programas y proyectos en el ámbito de los derechos indígenas. 
Esta responsabilidad debe ser compartida por autoridades naciona- 
les, departamentales, provinciales, municipales y jurisdiccionales, 
como por el conjunto de los ciudadanos. 


A nivel de las organizaciones indígenas de Guarayos, los conflic- 
tos provocados por sectores ajenos a la cultura guaraya les causan 
muchos problemas internos; es importante que los guarayos actúen 
unitariamente como pueblo, como cultura, buscando el interés colec- 
tivo o el bien común. Deben recordar las acciones de los dirigentes 
y de su pueblo cuando constituyeron su primer alcalde municipal 
indígena, en aquella oportunidad los dirigentes al margen de los par- 
tidos políticos hicieron su propia alianza municipal. Esta enseñanza 
es la que requieren recuperar, caso contrario, si se mantienen divi- 
didos como hasta ahora, las posibilidades de un futuro promisorio 
para este pueblo son limitadas. Acciones de este tipo no implican 
que los guarayos se alineen en una sola perspectiva política, pues 
como ciudadanos deben ejercer sus derechos políticos con la mayor 
libertad, incluso tener posiciones diferentes como es normal en la 
vida social de todo ciudadano, pero lo que no debe ocurrir es que 
esas acciones atenten los derechos colectivos o el bien común del 
pueblo guarayo. 
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Antonio Viracoti Ascensión | Director del Centro Educativo Santa Teresita 
Yadir Silvestre Ascensión | Asesor Legal de la Subprefectura de la Provincia Guarayos 
Daniel Aeguazu Ascensión | Subprefecto Provincia Guarayos 
Bienvenido Sacu Ascensión | Director Nacional de TCOs, Viceministerio de Tierras 
Miguel Manguarí Ascensión | Secretario de Educación de la COPNAG 
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